






































España (1975-1986) 9 

transiciones del sur de Europa y de América Latina 14 que pronto también podrán 
extenderse a los países del centro y del Este del viejo continente, pero todavía 
hemos de rendir el tributo que merece al pionero Rustow. En los talones de éste, 
Leonardo Morlino ha formulado una teoría de los cambios en los regímenes 
políticos, esto es, de unos a otros indistintamente, de los autoritarios a los 
democráticos y viceversa 15. Los cambios tienen lugar cuando entra en crisis la 
coalición dominante que sostiene a un régimen, con lo que se inicia un proceso de 
acción y reacción por el cual el régimen acude a medidas que le permitan la 
reconsolidación mediante la reconstrucción de la coalición dominante o bien el 
hundimiento definitivo. Obsérvese que la teoría de Morlino es un desarrollo y 
conceptualización de la teoría general de sistemas 16, lo cual explica también por 
qué concede una importancia crucial al binomio legitimidad-eficiencia 17. 

El último intento, a nuestro conocimiento, de un modelo general de transición 
. en ciencia política es el contenido en la gran obra recopilada por Guillermo 
O'Donnell y Phillipe Schmitter 18. Nuestros autores, que comparan los procesos 
del sur de Europa con los de América Latina, sin embargo, sostienen, con excesiva 
modestia a nuestro juicio, no estar aún en situación de formular un modelo en el 
pleno sentido de la palabra. Dicen, pues, limitarse a elaborar las pautas posibles de 
un análisis descriptivo de este tipo de fenómenos. Según O'Donnell y Schmitter, 
las transiciones son procesos de complejidad suma que pasan por seis estadios. 
Dado que no estamos en construcción modélica, tampoco podemos saber si, a los 
fines puramente heurísticos, hemos de juzgarlos a todos imprescindibles o no. 
Solamente podemos considerar su contenido. En algunos de ellos se reconocen 
fácilmente los elementos de Rustow o de Morlino; otros, en cambio, son nuevos y 
suponen aportaciones importantes a la formulación posterior de un modelo único; 
incluso, en algún caso, incorporan elementos predictivos de cierta consistencia. Las 
etapas que cubre el análisis descriptivo de nuestros autores son: 1. la apertura de 
un período de incertidumbre; 2. el replanteamiento de algunos conceptos (se 
entiende, dotados de eficacia política y jurídica); 3. la apertura de los regímenes 
autoritarios; 4. la negociación y renegociación de pactos y acuerdos que posibiliten 
el gobierno; 5. la resurrección de la sociedad civil; 6. la convocatoria de elecciones 

14 Esta visión provocó uno de los primeros textos sobre transiciones, el coordinado por Julián 
SANTAMARíA, Transición a la democracia en el sur de Europa y en América Latina, Madrid, CIS, 1981. 

15 Leonardo MORUNO, Cómo cambian los regímenes políticos, Madrid, CEC, 1985. Por cierto, que 
MORUNO da una gran importancia al factor internacional en su teoría del cambio de régimen y llega a 
decir que, a veces, «puede ser determinante» (p. 280). 

16 ¡bid., p. 62. 
17 Sobre lo cual sigue trabajando. Agradezco a José Ramón MONTERO que me haya hecho llegar un 

ejemplar de su último trabajo sobre «consolidaciones democráticas», escrito conjuntamente con 
Leonardo MORUNO y que incide en lo esencial en la dicha dualidad legitimidad-eficiencia. Es de lectura 
sugestiva y espero aparezca prontamente publicado. 

18 Guillermo O'DONNELL y Philippe C. SCHMITTER, Transitions Irom Authoritarian Rule, en especial 
el vol. IV, Tentative Conclusions about Uncertain Democracies, Baltimore, Johns Hopkins University 
Press, 1986. 
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y la legalización de los partidos políticos 19. Sin duda, esta enumeración coloca en 
línea a todos los elementos verdaderamente relevantes en cualquier proceso de 
transición. Pero quizá no en su exacta dimensión. Es evidente que la resurrección 
de la sociedad civil no es algo que pueda darse como resultado de un acto de 
voluntad y que, si la sociedad civil ha de resucitar o resucita de hecho, lejos de ser 
ello una consecuencia del proceso de transición, bien pudiera ser una causa. Sé que 
es estirar excesivamente el ejemplo, pero está claro que en la transición del anden 
régime a la sociedad burguesa, la sociedad civil y su acción fueron elementos 
determinantes en el proceso de transformación. 

Antes de pasar a exponer las propuestas propias en materia de transiciones, no 
me resisto a mencionar la teoría del fraude a la Constitución como una aportación 
interesante a las teorías de la transición desde la perspectiva jurídica del Derecho 
constitucional 20. La teoría tampoco es un modelo, propiamente hablando, pero sí 
proporciona una indicación de acción práctica en el terreno jurídico, susceptible de 
incorporación posterior a un modelo complejo de transición. Según la teoría del 
fraude a la Constitución, la transición en cuanto cambio pacífico de un régimen a 
otro, sólo es posible mediante una mutación de la legitimidad sin el correspondien­
te cambio de legalidad. Obviamente, desde un punto de vista jurídico, si lo que se 
pretende es la conservación de la legalidad (un imperativo lógico de todo ordena­
miento jurídico), la transición, al presuponer la ruptura del fundamento racional y 
simbólico mismo de la legalidad a través de su base legitimatoria, es imposible por 
definición. Salvo que, como sucedió en España, las normas que transforman la 
legitimidad del sistema se hagan fundamentalmente compatibles con la legalidad; 
esto sólo puede suceder por vía puramente declarativa, que oculta a propósito el 
hecho de que la compatibilidad es pura imposición. En España, evidentemente, el 
momento del fraude a la Constitución se da con la aprobación de la Ley para la 
Reforma Política, de 1976, aprobada como 8. a Ley Fundamental 21. Este punto de 
vista es, en efecto, de interés, incluso si no puede integrarse en un modelo de 
general aplicación. Evidentemente, es una receta para aquellas situaciones en las 
que, existiendo la posibilidad, quepa recurrir al tal fraude. El término tiene una 
connotación puramente tecnicojurídica, esto es, no implica juicio de valor alguno. 
Si el fraude constitucional garantiza una transición política pacífica, no habrá 
grandes dudas, si se recuerda la profundidad de la deslegitimación de la dictadura 
anterior. 

Tomando en cuenta 10 expuesto hasta este momento y sin intención de formular 
un modelo acabado, sí nos atrevemos a proponer un proyecto interpretativo (de 
posibilidades explicativas; ello está por ver) de los procesos de transición, obtenido 

19 En el fondo, los procesos de transición son como partidas de ajedreces múltiples en que sólo hay 
dos restricciones: 1. está prohibido matar al Rey de la parte contraria y 2. está prohibido eliminar o 
reducir los movimientos de la Reina del enemigo, ibid., p. 69. 

20 Se trata de la teoría elaborada por Giorgos KAMINIS en una valiosa tesis doctoral sobre la 
transición en Grecia y en España y defendida en la Sorbona en 1989. 

21 Recuérdese el trabajo de Pablo LUCAS VERDÚ, La octava Ley Fundamental. Crítica jurídico­
política de la reforma Suárez, Madrid, Tecnos, 1976. 
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por inducción del caso español y los países del este y centro de Europa. Es un 
enunciado provisional, que será preciso contrastar más de lo que hemos hecho 
hasta la fecha. El esquema, que llamamos de «los tres consensos», se divide en 6 
etapas, cada una de las cuales, a su vez, abre una alternativa: a. el curso propio de 
la transición, con todas sus peculiaridades o b. otra fórmula distinta (normalmen­
te, una restauración del autoritarismo en el caso de las transiciones democráticas, 
que son las que nos interesan aquí). Las seis etapas son las siguientes: 1. existencia 
de un elemento desencadenante, que configura una crisis de régimen; 2. cambio 
de paradigma de legitimidad y de sus complejas relaciones con la legalidad; 
3. eliminación del personal político anterior y de su simbología legitimatoría; 
4. primer consenso: acuerdo acerca del pasado; 5. segundo consenso: estableci­
miento de normas provisionales para debatir en libertad la última etapa; y 6. tercer 
consenso: determinación definitiva de las reglas de juego del nuevo régimen. 

Las transiciones no son revoluciones. Como, además, nos ocupan las transicio­
nes a la democracia, parece lógico que los tres últimos pasos, los tres consensos, 
pierdan algo de su carácter instrumental y se carguen del sentido mismo de la 
finalidad. Digo esto para contrarrestar la posible crítica en el sentido de que los tres 
consensos, últimos pasos hacia la democracia, sean ya la democracia misma. En 
efecto, la libertad de expresión y las fórmulas de compromiso son manifestaciones 
de la democracia, pero no debe olvidarse que la transición es como un puente entre 
el autoritarismo y el régimen democrático pleno y, lógicamente, hunde sus 
primeros pilares en el territorio de aquél y los últimos en el de éste. 

Considerando los elementos del proyecto de modelo de los «tres consensos» 
con mayor detenimiento: 

1. Elemento desencadenante. La crisis. Dada la multiplicidad de formas que 
puede adquirir, es inútil adjudicárselo a un fenómeno concreto 22, Sí podemos 
clasificarlos en endógenos y exógenos, de acuerdo con los supuestos de causas de 
alteración del equilibrio en la Teoría General de Sistemas. A su vez, en cada 
transición particular encontraremos luego una proporción variable de los unos y de 
los otros y su análisis se complica. Por ejemplo, en el caso de las tres transiciones 
del sur de Europa, está claro que la griega fue debida a causas fundamentalmente 
exógenas, la española predominantemente endógena, mientras que en la portugue­
sa influyeron elementos de uno y otro carácter. El conflicto greco-turco por Chipre 
no es comparable a la pérdida del Sahara por España, pero sí --cuantitativamente 
hablando, se entiende- a la imposibilidad del ejército portugués de ganar la 
guerra de Angola y Mozambique. En el caso de la Unión Soviética y según una 
fuente muy autorizada, la crisis fue de naturaleza endógena y fundamentalmente 
económica 23. 

2. El cambio de legitimidad y la legalidad. Una transición presupone, innece­
sario decirlo, un cambio de régimen político, esto es, del fundamento moral mismo 

22 O'OONNELL Y SCHMITTER, por ejemplo, admiten las derrotas en las guerras, los pactos, etc. 
Ob. cit., p. 13. 

23 Mijail S. GORBACHOV, Hacia la casa común europea, Madrid, Círculo de Lectores, 1990, p. 77. 
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sobre el que se asientan las convicciones que, a su vez, sostienen el sistema político. 
Formalmente, un régimen autoritario puede ser una república con un presidente 
electo periódicamente. El caso de Stroessner en Paraguay fue muy ilustrativo. La 
transición a la democracia puede respetar la forma republicana de gobierno o la 
figura del Presidente, pero tratará de cambiar el estatuto del ciudadano frente al 
poder. Esto implica, desde luego, transformar el fundamento legitimatorio de 
dicho régimen. Ahora bien, como las transiciones, repetimos, no son revoluciones, 
no deben acometer la transformación de forma que se genere un caos social en el 
que el remedio sea peor que la enfermedad. Todo cambio de legitimidad acarrea 
necesariamente un cambio de legalidad. Pues la legalidad es lo que regula la vida 
cotidiana de las gentes, conviene alterarla lo menos posible. Al respecto resulta 
muy importante la distinción establecida por los constitucionalistas de la revolución 
norteamericana con motivo del problema de la obediencia a las normas de un 
poder alegal 24. Hay normas de contenido político o directamente determinadas 
por la ideología política (por ejemplo, una ley que obligue al saludo a la bandera o 
una ley reguladora de la libertad de expresión) y hay otras de carácter neutro, 
puramente técnico (por ejemplo, una ley de circulación viaria u otra de conserva­
ción de la fauna marina). La ruptura de la legalidad, provocada por el cambio de la 
legitimidad, debe quedar reducida a aquellas normas de contenido político, antes 
de dar paso a la etapa siguiente. 

3. Eliminación del personal político anterior y de su simbología. Como todavía 
nos encontramos en la mudanza de la legitimidad, está claro que se mantendrán 
incólumes las estructuras políticas anteriores, pero será preciso sustituir a su 
personal político y a su simbología. No es solamente una cuestión de falta de 
crédito de la clase política anterior, sino también de un acto obligado por dos 
razones: en primer lugar porque, según como haya sido la crisis desencadenante 
del proceso de transición, es muy probable que haya contado con una oposición 
mayor o menor de unos u otros sectores sociales o políticos. Si la transición ha 
seguido su curso, se deberá a que la tal oposición habrá sido derrotada y, por tanto, 
hay unos vencedores; vencedores a quienes corresponde ocupar el lugar de los 
vencidos 25. En los términos de Morlino, hablaríamos aquí de un cambio de la 
coalición gobernante. En segundo lugar porque, como es obvio, el cambio de 
legitimidad depende en muy buena medida de que el nuevo criterio legitimatorio 
sea paralelo a un nivel aceptable de eficiencia 26 y éste no se conseguirá si los 

24 Véase la referencia en Geoffrey MARSHALL, Teoría constitucional, Madrid. Espasa-Calpe. 1982. 
MARSIIALl. prosigue el razonamiento hasta el conflicto de la declaración unilateral de independencia, de 
lan SMITH, en Rodesia y la actitud de los tribunales rodesianos al verse obligados a compaginar legalidad 
y eficacia. MARSHALL, ob. cit., pp. 97 ss: 

25 Ya desde los estudios de LINZ sobre regímenes autoritarios y los trabajos sobre la oposición, 
sabemos de las luchas internas en las coaliciones dominantes. La más frecuente, que se ha visto 
confirmada una y otra vez en los países del antiguo «socialismo real», entre «conservadores» y 
«progresistas», véase Robert A. DAHL, Regimes and Oppositions, ob. cit. 

26 Véase al respecto el trabajo de Claus OFFE sobre legitimidad y eficiencia en Claus OFFE, 

Contradicciones en el Estado del bienestar, Madrid, Alianza, 1990. Todavía más recientemente, el citado 
de L. MORUNO Y José Ramón MONTERO. 
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mecanismos del poder no son gestionados por el personal político que tiene 
apostada su carrera y su supervivencia política en el triunfo de la transición de que 
se trate. 

Cambiando de personal político, es preciso cambiar asimismo la simbología. 
Este paso, que a los españoles nos resultó especialmente sencillo, por cuanto el 
régimen de Franco había perdido en 1975 casi todo su ímpetu simbólico de la 
primera época 27, en el caso de los países del socialismo real ha tenido verdadera 
importancia porque en ellos la simbología era la totalitaria y estaba presente 
continuamente en la vida de la población. 

4. Primer consenso: el acuerdo sobre el pasado. Todo régimen autoritario que 
haya tenido cierta duración, ha generado resentimiento y rencor a causa de sus 
arbitrariedades, injusticias y violaciones puras y simples de los derechos humanos. 
Que estos desmanes se hayan cometido en nombre de la raza superior, la clase 
revolucionaria, la gloria de Dios o los intereses de unos u otros es aquí indiferente. 
Lo que es evidente es que ninguna transición dará feliz comienzo que no haya 
abordado el difícil problema de llegar a un acuerdo acerca del pasado. Difícil, en 
principio, porque con él se trata de trazar una línea media entre la justicia penal 
(que, para mayor complicación, encima, ha de aplicarse con carácter retroactivo) y 
la necesidad de reconciliación de la colectividad. Al respecto, algunas de las 
transiciones de los años ochenta están siendo especialmente significativas 28. Está 
claro, sin embargo, que cuanto más extensa haya sido la implicación de la gente en 
las iniquidades del régimen anterior, más urgirá poner coto a una situación que, al 
romper el principio de confianza interpersonal de la sociedad, puede dar al traste 
con la sociedad civilizada. Para ello, precisamente, resulta de gran utilidad la 
distinción trazada más arriba en el ámbito de la legalidad entre leyes de contenido 
político y leyes de contenido ordinario. Lo mismo cabrá hacer con el personal 
político en su relación con el pasado: los responsables, a los que será más difícil 
amnistiar y quienes obedeCÍan órdenes que, manifiestamente, no pueden quedar 
permanentemente al margen del nuevo sistema político, so pena de que éste nazca 
con un considerable déficit de legitimidad. 

5. Segundo consenso: establecimiento de normas provisionales para debatir las 
definitivas en un ámbito de libertad. Habiéndose producido un acuerdo con 
respecto al pasado (a ser posible, una reconciliación), esta etapa es indispensable 
para el logro de la transición democrática. Al respecto es de perfecta aplicación 

27 Aun así, se recordará cómo la supresión del gigantesco yugo y las flechas de la fachada del 
inmueble de Alcalá 44, Secretaría General del Movimiento, suscitó comentarios en la prensa de todo 
tipo y significado. Por no hablar del auténtico frenesí iconoclasta que sufrieron las autoridades 
municipales democráticas a partir de 1979, que no dejaron intactas más de tres estatuas de Franco en 
toda España y que cambiaron el nombre a gran cantidad de calles, paseos, avenidas, plazas, etcétera. 

2M En el caso de la Argentina, el dilema fue especialmente manifiesto durante el mandato de Raúl 
ALFONSíN, con la ley de obediencia debida, la de punto final y la nueva ampliación de la obediencia 
debida. Véase Manuel ALCÁNTARA y Carlos FLORIA, Democracia, transición y crisis en Argentina, Costa 
Rica, CAPEL, 1990. A ello vino a añadirse posteriormente el perdón otorgado por Carlos Saúl MENEM. 

Véase Ramón COTARELO, «Argentina. El perdón de Menem», Diario 16, 6 de enero de 1991. 
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aquí el primer reqUisIto del modelo de Rustow, sobre la conciencia de alguna 
forma de comunidad nacional 29. Decidido en su dimensión el pueblo que quiere 
conseguir la transición, se trata de establecer un multílogo entre todos los sectores 
con opiniones definidas acerca de las reglas del juego político que hayan de 
aplicarse. Estas reglas pueden ser tan complejas como se quiera y pueden imponer 
un principio de proporcionalidad o, incluso, uno de contingentación que vulnere el 
de la mayoría 30; pero, en todo caso, la primera regla de juego que habrá de 
aprobarse será la que permita aprobar todas las demás y, por la fuerza de las cosas, 
habrá de ser la mayoritaria. Sólo por mayoría puede decidirse en democracia en 
último término, incluso cuando se decide no volver a aplicar el principio de la 
mayoría sino pasar a uno proporcional o de contingentación. 

La necesidad de que todos los sectores implicados en la transición hayan de 
participar del debate en libertad se sigue del hecho de que cualquier exclusión 
puede ser vista como una marginación y tiene (o puede tener) efectos disfunciona­
les e, incluso, antisistema 31. 

6. Tercer wnsenso: determinación definitiva de las reglas de juego del nuevo 
régimen. Se trata normalmente de una fórmula de compromiso. No estaremos 
forzando en exceso el caso español si señalamos el carácter imprescindible de esta 
fórmula. Obsérvese que lo esencial en ella es un rasgo de compromiso. Es 
necesario que la fórmula que haya de establecer el nuevo régimen político no sea 
de imposición exclusiva de un partido o grupo. A la inversa que en el paso anterior, 
no se está diciendo aquí que sólo haya una fórmula posible de democracia y ésta 
sea la consocional. También es democracia la mayoritaria (allí donde funciona). 
Pero el pronunciamiento por un procedimiento mayoritario de decisión no empece 
en modo alguno que la fórmula sea de compromiso, puesto que los sectores que 
estén negociando aquélla habrán de ponerse de acuerdo respecto a la existencia de 
posibilidades razonables de convertirse en mayoría y ese acuerdo sólo puede ser un 
compromiso por el que la mayoría en un momento dado, renuncia a garantizar esa 
misma mayoría mediante trucos técnicos o minucias legales y acepta dar las 
garantías necesarias a la minoría de que podrá llegar a ser mayoría 32. 

2lJ D. RUSTOW, ob. cit., pp. 350-351. 
30 Es ilustrativa al respecto la organización política de la República del Líbano antes de la guerra 

civil. Véase Dicter NOHLEN, Sistemas electorales del mundo, Madrid, CEe, 1981, pp. 607 ss. 
31 En el caso de la transición española coincido con algunos autores en que la ausencia del PNV de la 

ponencia de la comisión constitucional, a pesar de todas las delegaciones implícitas y explícitas, ha 
tenido consecuencias graves para el conjunto del sistema. PECES-BARBA, por ejemplo, es cauto, pero no 
deja de señalar el hecho: esta ausencia, dice, «pudo tener alguna relevancia ante el voto final del PNV, 
que no fue favorable a la Constitución. De todas maneras, por la forma de plantear los problemas, el 
nacionalismo vasco, con su presencia en la ponencia no hubiera cambiado su voto». Gregorio 
PECES-BARBA MARTtNEz, La elaboración de la Constitución de 1978, Madrid, CEC, 1988, p. 20. Más 
contundentemente, Jordi SOLÉ TURA considera esta ausencia como «uno de los principales errores del 
proceso constituyente». Jordi SOLÉ TURA, Nacionalidades y nacionalismos en España, Madrid, Alianza, 
1985, p. 102. 

32 Véase Ramón COTARELO, «La universalización de la democracia», en Debate abierto, núm. 4, 
Madrid, primavera de 1991. 
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Confieso que el esquema abierto me interesa más para la consideración de la 
transición a la democracia que de transición a alguna otra forma de régimen 
autoritario. Para este último supuesto, me he limitado a dejar abiertas las opciones 
de la alternativa en cada etapa. En el curso de la transición a la democracia, un 
régimen político puede abandonar el trayecto en cualquiera de los momentos. En 
ese instante, si el esquema de los «tres consensos» estaba empleándose con fines 
descriptivos, pierde su utilidad, aunque no su validez. Si se empleaba con fi­
nes prescriptivos, pierde ambas, utilidad y validez. Nada impedirá, sin embargo, 
que se emplee en otro momento, pues su pérdida de validez es circunstancial y 
su invalidación genérica sólo podrá establecerse por un procedimiento estadístico. 
Véase el gráfico: 

Esquema de los tres consensos 

Transición democrática Variantes 

1) Crisis ...................................... U-l<t: ............... Restauración 
OU 
O¡::: 

2) Paradigma legitimidad ................ (,fl~ ................ Nuevo autoritarismo U-lr:::: 
Uu 
00 

3) Personal político + símbolos ........ r::::¿ ............... Restauración/adaptación 
~U-l nuevo autoritarismo 
~O 

4) Primer consenso ........................ OZ . .............. Paralización/caos 
(,flD 

<-
5) Segundo consenso ...................... ~~ co(,fl .............. '} U-lZ 

-<t: Acuerdo de retorno 
~r:::: 

6) Tercer consenso ........................ o E-- ............... 

Por supuesto, este esquema presupone una definición de democracia 33. Efecti­
vamente, aquí hablamos de una concepción procedimental de la democracia. Se 
podrá estar de acuerdo o no y se podrá sostener una concepción substantiva de la 
tal democracia. Pero, salvo que ésta se quiera imponer por la fuerza, habrá de 
admitirse que hemos de preguntar a la gente. De eso nos ocupamos los politólogos. 
Se puede criticar mucho este punto de vista. Se puede decir que el voto está 
mediatizado, etc.; no hay inconveniente en recoger estas críticas y llegar a un 
acuerdo que, si no ha de ser sobre lo existente, con las modificaciones que se 
estimen oportunas, podrá ser sobre la propuesta positiva de algo mejor. Mientras 
no lo haya, podrá seguirse criticando cuanto se quiera, pero será preciso admitir el 

:n Véase Ramón COTARELO, En torno a la teoría de la democracia. Madrid, CEC, 1990. 
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criterio mayoritario. Siendo ello así, es justo y natural defender como estudioso 
una teoría procedimental de la democracia. Ahí se encuentra nuestro punto de 
neutralidad axiológica. Como ciudadanos, luego defenderemos aquello que crea­
mos justo. Pero ambas cosas no pueden mezclarse. 

La observación anterior es una respuesta a esa pretendidamente aguda crítica, 
según la cual, la defensa del principio procedimental trata de ocultar una actitud 
valorativa implícita en favor de la conservación del status qua. Nada de eso. 
Identificar la democracia con sus reglas de juego sin exclusión de nadie es puro fair 
play. 

11. La transición en España 

No pretendemos aplicar este esquema al caso español. Es evidente que, por muy 
baja que sea su operatividad, encajaría perfectamente pues en muy buena medida, 
como decíamos más arriba, está extraído de la experiencia española. Sería, por lo 
tanto, casi un juego de niños identificar: 1. en la muerte del general Franco el 
factor endógeno esencial de la crisis; 2. en la restauración de la Monarquía, el 
cambio de legitimidad; 3. en el desmantelamiento del Movimiento y los sindicatos 
el cambio del personal político y sus símbolos; 4. en la amnistía el primer consenso 
del pasado; 5. en la Ley para la Reforma Política, el segundo; 6. en la Constitu­
ción, el consenso definitivo, el compromiso para el futuro. No lo haremos, por 
lo tanto. El proyecto de modelo ha de refutarse o validarse aplicándolo a otros 
casos. 

Lo que sí hemos de considerar en este apartado serán las explicaciones más 
interesantes desde nuestro punto de vista de la transición española, sobre la cual 
comienza a haber ya una cantidad respetable de bibliografía 34. Primerísima 
cuestión en este terreno es, cómo no, la periodificación del fenómeno. Al respecto, 
Mario Caciagli es quien ha mostrado mayor interés por elaborar una propuesta que 
resulte convincente. Dice el profesor de la Universidad de Florencia que conviene 
distinguir dos transiciones, que se han dado en dos tiempos distintos. La primera es 
la transición institucional, que va desde el 30 de noviembre de 1975 (fecha de la 
proclamación del rey don Juan Carlos 1), hasta el 29 de diciembre de 1978 (entrada 
en vigor de la Constitución). Mientras que la transición política abarcará desde el 3 
de julio de 1976 (fecha del nombramiento de Adolfo Suárez como presidente del 
Gobierno), hasta el 28 de octubre de 1982 (fecha del primer triunfo electoral de los 
socialistas) 35. No obstante, en nuestra opinión, será mejor mantener el criterio, 

34 Recientemente se han publicado dos interesantes trabajos que, sin ser interpretaciones globales 
de la transición, modifican nuestra idea de ella y complementan nuestros conocimientos sobre aspectos 
concretos de la transición. Santiago MíGUEZ GONZÁLEZ, ob. cit. y Ángel RODRloUEZ DIAZ, Transición 
política y consolidación constitucional de los partidos políticos, Madrid, CEC, 1989. 

35 Mario CACIAGLI, Elecciones y partidos en la transición española, Madrid, CIS, 1986, pp. 7-9. 
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menos matizado que el de Caciagli, pero más claro y, entendemos, más comparti­
do, de periodificar la transición española entre el 30 de noviembre de 1976 y el 29 
de diciembre de 1978 (la transición institucional de Caciagli) y dejar el período 
posterior, es decir, de 1979 en adelante para la consolidación 36. 

El interés de esta periodifícación reside en que nos permite concentrarnos en el 
carácter de la transición propiamente dicha y acerca de la cual se han hecho más y 
mejores aportaciones. Sobre todas ellas e insólitamente en nuestro campo, cabe 
decir que tienen un grado considerable de coincidencia. Singularizaremos algunas 
de las explicaciones que han tenido mayor eco entre los estudiosos de nuestro país, 
para ver también en qué medida, efectivamente, las interpretaciones académicas 
de la transición han tenido puntos más que sobrados de contacto. Luis García San 
Miguel que es, quizá, el primero en prever una transición pacífica de la dictadura a 
la democracia, ya en 1974 37, adjudica la transición directamente al carácter 
moderado de los españoles. La frase revolucionaria ya no tiene la menor relevancia 
en la sociedad. La moderación, la aceptación del sistema capitalista y de la 
democracia son los elementos de esta transición, en especial porque San Miguel 
plantea su interpretación en pugna con las concepciones de la izquierda, de la 
radical y, sobre todo, de la democrática, si bien su opción personal es por la 
reforma dentro de la legalidad del régimen 38. 

Complementariamente a esta visión, Elías Díaz atribuye la transición de un 
lado al agotamiento del régimen de Franco y, de otro, al avance del socialismo 
democrático 39. Hay, entiendo, en este punto de vista un elemento activo que 
extrae el fenómeno transición del estricto marco del conocimiento académico para 
configurarlo como una tarea de acción práctica. Es, sin duda, evidente, que Elías 

36 En todo caso, es el criterio que hemos seguido en esta obra, como podrá apreciar el avisado 
lector. Tiene ésta una estructura en partes: 1. la transición propiamente dicha; 2. la consolidación 
democrática, con una cesura en el centro, que permite un estudio detallado del texto constitucional. 
Entre los autores que sostienen la división transición-consolidación se cuenta Julián SANTAMARíA, 

«Transición controlada y dificultades de consolidación: el ejemplo español», en J. SANTAMARtA, ob. cit., 
p. 372. La división sólo presenta un inconveniente: que cierra muy tempranamente la primera etapa de 
transición y deja abierta la segunda, sin posibilidad de límite pues la consolidación de la democracia, 
evidentemente, no tiene por qué conocer fin. 

37 Luis GARCíA SAN MIGUEL, Teoría de la transición. Un análisis del modelo español, Madrid, Editora 
Nacional, 1981. El libro contiene los dos trabajos publicados por el autor en Sistema, en 1974 y 1975, en 
los que preanuncia el proceso de transición y también con mérito en la época de las teorías del 
desarrollo político. 

38 Luis GARCtA SAN MIGUEL, ibid., p. 50. 
39 Véase Elías DíAZ, La transición a la democracia, Madrid, Eudema, 1987. La obra intelectual de 

Elías DÍAZ, su trayectoria y personalidad forman un todo unitario, que resulta muy difícil y, a veces, 
injusto, diferenciar por motivos analíticos. Un ejemplo: Elías DtAZ ha estudiado el socialismo democrá­
tico en nuestro país, ha revalorizado figuras como la de Fernando de los Ríos. Él mismo, a su vez, ha 
hecho avanzar conceptualmente el socialismo democrático, en permanente diálogo con personalidades 
internacionalmente relevantes, como BOBBIO y, por último, ha influido directamente en el curso de esa 
transición que también estudia. Recientemente ha publicado otro libro, Ética contra política. Los 
intelectuales y el poder, Madrid, CEC, 1990, que contiene un último capítulo sobre la cultura política de 
la transición de sumo interés para nuestro empeño ahora. 
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Díaz no confunde aquí la explicación objetiva con la toma de posición. Aunque, 
personalmente, prefiero una explicación que conjugue el agotamiento (indudable) 
del régimen de Franco con el avance del conjunto de la oposición 40. Antes de las 
elecciones de junio de 1977, cualquiera hubiera podido prever un triunfo del PSOE 
sobre el PCE, pero hubiera sido eso y sólo eso, una previsión y bastante insólita, 
pues el cuasimonopolio opositor ejercido por el PCE pareciera anunciar una 
hegemonía de éste en el seno de la izquierda. Algo que no ha llegado siquiera a 
esbozarse en serio. Bien a la vista está. 

Otro análisis digno de consideración pues es original e ingenioso, es el de Raúl 
Morodo, quien atribuye la transición al miedo existente en la sociedad española a 
la muerte de Franco, la sensación de inseguridad e incertidumbre 41. Es un punto 
de vista de prosapia en nuestro campo a causa de su aura hobbesiana. Quizá este 
miedo que Morodo detecta en nuestra sociedad sea fácil de comprender ante el 
comienzo de una época nueva para una población que todavía tenía presente el 
recuerdo de los excesos de la guerra civil. También tiene sus raíces, seguramente, 
en la conciencia generalizada de que ninguna corriente política tenía fuerza 
suficiente para imponer sus puntos de vista y, por lo tanto, se haría imprescindible 
una solución de compromiso 42. 

En todo caso podemos comprobar cómo, efectivamente, las explicaciones 
aportadas por los especialistas tienen un aire de familia. Éste queda luego patente 
cuando el estudio recala en ámbitos todavía más rigurosamente académicos si cabe. 
Es el caso de los profesores Rafael del Águila y Ricardo Montoro quienes en su 
valiosa obra determinan de modo convincente (por cuanto esencialmente descripti­
vo) los elementos o pasos de la transición española, distinguiendo en ella seis 
etapas, a saber: 1. la polémica reforma-ruptura (que enfrenta al personal político 
que ha sustituido al típico del régimen con la oposición); 2. el establecimiento del 
consenso (para nosotros divisible en tres instantes); 3. el logro de la reconciliación 
de los españoles (en nuestro esquema, el consenso sobre el pasado); 4. el de la 
moderación de la dinámica política (en realidad, el consenso sobre el presente); 
5. el establecimiento de pactos (también materia del segundo consenso); y 6. la 
aprobación y promulgación de la Constitución 43. Es cierto que Del Águila y 
Montoro concentran su interés en el análisis del discurso, pero también lo es que 
por ello mismo se acercan más que los estudios politológicos ordinarios al conoci­
miento de las realidades y de las motivaciones profundas de cada momento del 

40 Aparte de referencias valiosas en otras obras, los grandes libros sobre la oposición a FRANCO son 
Xavier TUSELL, La oposición democrática al franquismo, Barcelona, Planeta, 1977 y Fernando lÁURE­

GUI y Pedro VEGA, Crónica del antifranquismo (3 vols.), Barcelona, Argos Vergara, 1983, 1984, 1985. 
41 Raúl MORODO, ob. cit., p. 107. 
42 Me he referido a esta situación de «impasse» en Ramón GARdA COTARELO, «La transición 

democrática», en VV AA, Sistemas electorales y representación polftica en Latinoamérica, Madrid, 
Fundación Friedrich EbertlICI, 1986. Estando en pruebas este libro, ha aparecido un estudio sobre 
la transición centrado precisamente en estos aspectos: Gregorio MORÁN, El precio de la transición, 
Barcelona, Planeta, 1991. 

43 Rafael del ÁGUILA y Ricardo MONTORO, El discurso polftico de la transición española, Madrid, 
CIS, 1984, pp. 247-250. 
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proceso. En todo caso, su propuesta puede entenderse como un modelo diacrónico 
y descriptivo, establecido sobre el caso español exclusivamente. 

Por nuestra parte, reconociendo nuestra deuda con todos los estudiosos prece­
dentes y valiéndonos también de algún trabajo anterior propio 44, creemos poder 
aplicar nuestro proyecto, expuesto en el epígrafe anterior con pretensiones, claro 
está, sólo explicativas y descriptivas y tratamos de hacerlo de forma matizada, sin 
darle carácter mecánico, a fin de obtener una «versión» de la transición española. 
Ésta se articularía en cuatro fases: 1. la crisis se resuelve negando la posibilidad 
continuista del régimen anterior; 2. la continuidad abría la posibilidad al cambio 
de legitimidad; 3. el cambio del personal político se completaría con una amnistía; 
4. el proceso de institucionalización sería el resultado del tercer consenso. 

La parte explicativa, la primera, pues las otras tres son descriptivas, supone que 
la crisis endógena produce lo que Elías Díaz llama «el agotamiento del franquis­
mo». La crisis, en realidad, viene provocada por el hecho de que, al fallecimiento 
del general Franco, tanto los sectores continuistas como los rupturistas (revolucio­
narios o no) saben que carecen de la fuerza necesaria para conseguir todos sus 
objetivos, esto es, en un caso, la continuación pura y simple y, en el otro, la 
imposición de un cambio radical, casi revolucionario, por presión de los trabajado­
res en lucha 45. La transición es, en buena medida, el producto de dos impotencias 
cruzadas. 

En cuanto a la parte descriptiva, no ofrece mayores dificultades. El cambio de 
legitimidad era algo que venía preparándose desde meses antes, en concreto, desde 
el discurso del Rey a las Cortes con motivo de su juramento de los Principios 
Fundamentales del Movimiento, en un acto obligado, prescrito por el ordenamien­
to anterior. Así que, al querer regular su continuidad y perpetuación, el régimen de 
Franco abría la puerta a la posibilidad de la transición. La izquierda cuestionaba la 
monarquía, pues pedía un referéndum para determinar la forma de gobierno en 
España y solicitó la abstención en cambio en el referéndum de aprobación de la 
Ley para la Reforma Política, comprendiendo luego su error. 

El cambio del personal político se haría al amparo de una amnistía para los 
presos políticos que, en realidad, afectaría también al antiguo personal de la 
dictadura en cuanto hubiera podido cometer actos punibles. Se ha señalado a veces 
la flexibilidad de la izquierda que fue capaz de moderar sus reivindicaciones 
primeras, aceptando que no podría haber democracia si insistía en cuestionar la 
forma de gobierno de España y en proponer su fórmula de un gobierno provisional 
de ruptura. No se recuerda tanto, sin embargo, aunque se debiera, cómo también 
dejó de solicitar la «depuración de las fuerzas y cuerpos represivos». Dicho 
abandono era consecuencia lógica del consenso y de la voluntad de reconciliación 
nacional. 

La institucionalización por consenso cristalizó en la promulgación de una 

~~ Ramón GARctA COTARELO, «La transición democrática», cit. 
45 Me he referido a la importancia real de la presión obrera en el año de 1976 en Ramón COTARELO, 

«l.a transición política», en TEZANOS. C'OTARELO. DE BLAS. ob. cit., p. 38. 



20 Transición política y consolidación democrática 

Constitución por acuerdo mayoritario del pueblo a través de sus representantes. 
Un acuerdo acerca de un texto con el que todas las fuerzas políticas pudieran 
identificarse y que posibilitara realmente el desarrollo de los distintos programas 
de gobierno. 

111. Los resultados de la transición 

Como decíamos más arriba, en verdad, los modelos teóricos han ido perfeccionán­
dose y aumentando su capacidad explicativa. ¿Servirán luego como recetarios en 
otras latitudes, otros sistemas políticos, con otras tradiciones y culturas distintas? 
Es ésta una de las cuestiones más y peor debatidas de los últimos tiempos. Es 
frecuente oír a los políticos afirmar la posibilidad de trasplantar modelos. Sobre 
todo cuando tales afirmaciones son gratuitas. Si han de tener consecuencias, por el 
contrario, lo más frecuente es escuchar que los modelos políticos no son exporta­
bles. De igual modo, los politólogos suelen ser cautos y afirmar el carácter 
intransferible de dichos modelos, salvo que estén en juego los llamados trabajos de 
equipos y proyectos de investigación, en cuyo caso se mostrarán firmes partidarios 
de un comparativismo tan exacerbado que llegue, incluso, al préstamo de modelos. 

En realidad, el debate es inane por cuanto nadie en su sano juicio propone la 
pura y simple aplicación de modelos de un lugar a las condiciones de otro. Las 
instituciones no son transplantables sin más. Eso lo sabe todo el mundo y no sólo 
los académicos. Cualquier exportador sabe que, si pretende colocar sus productos 
en un mercado exterior, no puede ignorar las peculiaridades de éste ni obstinarse 
en no adaptar su producto a sus exigencias, so pena de fracasar en el empeño. Los 
modelos de transición son como productos a la hora de la exportación. No es 
posible saber si funcionarán o no en otros ámbitos si no es probándolos. En una 
palabra: que no sean mecánicamente exportables no quiere decir que sean mecáni­
camente inexportables. 

Es cierto que cada país tiene sus tradiciones, sus peculiaridades y su concreta 
cultura política; pero invocarlos para abortar todo intento de aplicación de 
modelos es una actitud estéril que en el fondo equivale a negar un hecho evidente: 
el de que es posible aprender de la experiencia ajena y beneficiarse de ella. 

Por supuesto, es posible aplicar el esquema de seis fases aquí formulado a 
transiciones políticas muy diversas y ver si da o no resultado. Puede -y es lo más 
probable- que determinados aspectos sean productivos y otros, no. Téngase en 
cuenta, asimismo, que se trata de up. proyecto abierto, flexible y dinámico. Como 
hemos visto, en todo momento admite el esquema una posible alternativa que 
llevaría la evolución del sistema de que se trate por un derrotero distinto al de la 
transición democrática. 

La transferencia del proyecto explicativo de transición habrá de hacerse de 
modo gradual, por etapas y explicando con claridad lo que se pretende en cada una 
de ellas. Se trata de comprobar la operatividad del esquema. Para ello, salvo mejor 
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opinión en contrario o que aconseje variar el procedimiento, entendemos que 
aquél se hará operativo cumpliendo una precondición y procediendo luego en 
cuatro etapas, que deben diferenciarse claramente. La precondición obvia es 
determinar en qué sentido se pretende emplear el proyecto, si con fines descripti­
vos o prescriptivos. Cuestión importante. Nada impide, incluso, cambiar de 
sentido, empezar por el descriptivo y pasarse luego al prescriptivo o a la inversa. 
Simplemente, es preciso decirlo. La precondición es, por tanto, el primer umbral 
del fair play. Es preciso dejar constancia de antemano de si se pretende una u otra 
forma de utilización. 

Las etapas, a su vez, se consideran cumplidas cuando han conseguido algunos 
resultados. Distinguimos cuatro de éstas: 1. opciones; 2. aplicación; 3. adecuación; 
y 4. comprobación de resultados. 

Primera: el investigador especifica si se trata de una transición de un régimen 
autoritario a otro democrático (opción a) o de un sistema democrático a uno 
autoritario (opción b) o bien de una forma de autoritarismo a otra (opción c). Se 
observará que no consideramos la opción de un régimen democrático a otro 
también democrático simplemente porque no existe, dado que partimos de una 
concepción puramente procedimental de la democracia, para la cual los contenidos 
sustantivos son irrelevantes, lo que quiere decir que no hay más que una democra­
cia por definición. A su vez, estas tres opciones han de mezclarse con las dos 
posibilidades de la precondición de forma que, en abstracto, hemos de considerar 
6 posibles situaciones. Sostenemos que la utilidad de nuestro esquema queda 
reducida, al menos en nuestro interés, a dos supuestos, los resultantes de cruzar la 
opción a con las dos precondiciones: al, transición democrática con fines descripti­
vos Y a2, transición democrática con fines prescriptivos. 

Segunda: la aplicación. En esta etapa ha de aquilatarse el valor de las variables 
en el modelo, así como el alcance de los consensos. Evidentemente, siendo 
variables, tales valores raramente serán fijos y exactos y tenderán a' oscilar en una 
gama, pero no será difícil establecer ésta. El elemento determinante suele ser fácil 
de identificar en el fin biológico del régimen anterior, la guerra exterior, l~ 

subversión interior, la crisis económica, etc. Se advertirá que los pasos posteriores 
de la transición habrán de ser distintos, según haya sido el elemento desencadenan­
te y las circunstancias del anterior régimen. Por ejemplo, no es lo mismo, a todas 
luces, a la hora de evaluar la variable «personal político» habérselas con militares 
de alta graduación (Argentina), funcionarios de un partido-estado (Unión Soviéti­
ca), de un partido en desbandada (Polonia) o de una estructura gubernativa 
incoherente (España). 

Tercera: la adecuación. Es una etapa de corrección del esquema. Sólo es 
posible cuando la anterior está bien hecha, pues trata de ajustar el valor de las 
variables a las condiciones culturales específicas del país en cuestión para hacer 
más eficaz el procedimiento. Por ejemplo, el régimen autoritario puede haberse 
venido abajo a causa de la variable subversión interna. Pero, a su vez, la situación 
no será la misma si tal subversión triunfante ha sido pacífica o violenta. 

Cuarta: comprobación. Aquí se trata simplemente de comprobar si los resulta-
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dos obtenidos se ajustan a las pretensiones enunciadas en la precondición, es decir, 
si el esquema ha sido funcional explicativa o prescriptivamente. 

Si este esquema inductivo es funcional o no es algo que está por ver. En este 
apartado tampoco consideramos necesario aplicarlo al caso español pues, como 
señalamos más arriba, el modelo está en buena medida extrapolado de nuestro país 
y su aplicación a él sería una mera actividad reflexiva 46. Nos concentraremos, sin 
embargo, en los asuntos que juzgamos relevantes en la transición española, en 
parte porque todavía están abiertos y en período de discusión en cuanto a su 
incidencia real en una «versión» del proceso español. 

Dado que España es un caso ejemplar de transición lograda, corresponde 
estudiar qué ha cambiado en este supuesto. Es evidente que lo primero que mudó 
fue la forma de gobierno. Ello equivalía entonces, como hemos señalado más 
arriba, al cambio de paradigma legitimatorio. Tal cambio estaba ya previsto en las 
leyes constitucionales del régimen anterior: la dictadura por la monarquía 47. Y era 
algo inherente a la conciencia que aquélla tenía de sí misma. Lo más llamativo de la 
dictadura de Franco es que jamás tuvo nombre oficial: España no era una 
dictadura, ni una República, era un Estado (cosa estúpida, pues tal condición no 
definía la forma de Gobierno) que luego, más adelante, se constituía en Monar­
quía. Una Monarquía sin monarca y que cumplía una sola función: constituir a la 
dictadura en interregno y al dictador en regente de modo implícito, jamás 
explícito. A cambio, en efecto, el régimen se constituyó en Monarquía para las 
previsiones sucesorias. Paralelamente a ello, también se transformó en proceso 
lento el conjunto del régimen, entendido éste al modo de L. Morlino: ideas, 
pautas, actitudes e instituciones. 

El régimen español surgido de la transición es una democracia a todos los 
efectos. A veces se escuchan voces de aviso respecto a los peligros que lo 
acechan 48, pero todas ellas coinciden habitualmente en que nuestra democracia 
es, sin duda, perfectible pero que -y ello es lo más importante- es. Solamente en 

46 Espero con impaciencia los resultados del análisis de la transición en la ex-Unión Soviética, 
hechos por Emilio ALVARADO, actualmente dedicado a su estudio en París. 

47 Un cambio de hecho, que no de derecho y, por lo tanto, típicamente politológico. Las leyes 
fundamentales de FRANCO ya estipulaban que España era un Monarquía tradicional católica, social y 
representativa y el Rey lo fue en el marco de la legalidad (y de la legitimidad) formales del régimen 
autoritario franquista. Jurídicamente, nada había cambiado; políticamente, todo: un dictador real había 
sido sustituido por un monarca real y, en menos de un año, el resultado fue el fin de la dictadura. Esto 
no es atribuir al monarca el crédito y la responsabilidad entera de la transición. No sería sensato ignorar 
las presiones de todo el cuerpo social en pro de la democratización. A efectos formales, sin embargo, es 
bueno situar el cambio de la legitimidad ya, en la investidura del Rey. 

48 La bibliografía al respecto no es abundante. Proliferan, sí, las obras catastrofistas, vaticinando el 
fin de las libertades y algún tipo de dictadura de las izquierdas. Son normalmente admoniciones escritas 
por la derecha o la extrema derecha. Pero no son frecuentes los escritos por personas moderadas, con 
un genuino interés por la democracia y preocupación por sus problemas. Entre ellos, cabe destacar a 
José Manuel OTERO NOVAS, Nuestra democracia puede morir, Barcelona, Plaza y Janés, 1987, un libro 
espléndido e interesante, quizá excesivamente alarmista y Justino SINOVA y Javier TUSELL, El secuentro 
de la democracia. Cómo regenerar el sistema político español, Madrid, Plaza y JanéslCambio 16, 1990. 
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un aspecto no parece haber cuajado la situación por entero: en el acomodo del 
nacionalismo vasco y, en menor medida, del catalán. Evidentemente, desde el 
punto de vista de importantes sectores del pueblo vasco, no existe el tercer 
consenso. A su vez, ello se debe, en buena medida, a que tampoco son admisibles 
los otros dos. Según remontamos la cadena de consensos, disminuye la cantidad de 
gente que manifiesta su desacuerdo: muchos con el tercer consenso, menos con el 
segundo y menos aún con el primero. Pero este mero hecho es muy significativo: 
quiere decir que, para ciertos sectores del nacionalismo vasco (casi todos ellos 
agrupados en Herri Batasuna) no ha habido cambio real del personal político de la 
dictadura ni consenso acerca del pasado. 

A diferencia del vasco, el nacionalismo catalán, que se integró en los tres 
consensos, ha discrepado mucho menos y aunque sus sectores más radicales (Terra 
Lliure) continúan cuestionando la validez del cambio de legitimidad, se comprome­
ten a hacerlo dentro de las reglas de juego establecidas por el tercer consenso. 

Es poco verosímil que el nacionalismo vasco pueda dar al traste con la 
democracia española mas, en puridad de criterio, mientras tal posibilidad exista, 
siempre podrá decirse que la consolidación espáñola no está totalmente 
garantizada 49. Desde un punto de vista politicoideológico y programático esta 
afirmación es condenable. Desde un punto de vista politológico no hay afirmacio­
nes condenables o no condenables, sino verdaderas o falsas. Decir de ésta que es 
falsa equivale a afirmar, a su vez, que suceda lo que suceda en el País Vasco, la 
democracia española no sufrirá alteración sustancial. Y ello es mucho decir. 

A pesar de todo, damos la transición por concluida en España. En la valoración 
de los consensos, especialmente de la eficacia del tercero, hemos reducido la 
magnitud del problema vasco al margen inevitable de riesgo de cualquier sistema 
político; de cualquier sistema a secas. Por eso, por no poder aspirar a la exactitud 
matemática en nuestro conocimiento, hemos de operar por aproximación. No hay 
seguridad de que la cuestión vasca no sea mortal para la democracia española pero, 
aproximadamente, con el mismo índice de probabilidad con que pueda serlo un 
conflicto con Marruecos, un estallido social del campo andaluz, una catástrofe 
ecológica de enorme magnitud o una recesión económica profunda acompañada 
también por una crisis de los mecanismos de integración social. 

En un terreno más empírico, la mejor enseñanza que se obtiene de la transición 
española la observamos examinando la reacción de nuestro sistema político, tanto 
el institucional como los partidos políticos, a la larga crisis de 1973 a 1978. Resulta 
evidente que el personal político de la transición supo acometer este primer reto 

49 En otros ámbitos también se sostiene, al menos implícitamente, que la transición no está acabada. 
Por ejemplo, Marcelino CAMACHO, Memorias. Confieso que he luchado, Madrid, Temas de Hoy, 1990, 
p. 405, afirma que la democracia no ha llegado aún a los lugares de trabajo. Es posible. La diferencia, 
sin embargo, entre Camacho y los nacionalistas vascos, que afirman que la transición no se ha hecho en 
Euskadi, es que el primero admite al menos el consenso tercero, si bien se reserva el derecho a utilizarlo 
en pro del triunfo de sus ideales. Ello es legítimo y racional. Los segundos niegan los tres consensos y 
tratan de imponer a la colectividad su disenso por la fuerza de las armas. 
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heredado al proceso, poniendo en marcha un mecanismo del segundo consenso: los 
Pactos de la Moncloa, anteriores a la Constitución, pues son de 1977 50. Será 
posteriormente, ya pasada la transición y un período de consolidación, cuando el 
electorado español decida zanjar el problema de la pretendida crisis del Estado del 
bienestar de una forma poco ortodoxa: votando por mayoría absoluta al Partido 
Socialista, cuyo programa era todavía de corte keynesiano, si bien sus gestores 
tenían ya planes distintos en la cabeza, establecidos con las enseñanzas del fiasco 
socialista francés del primer gobierno de Mitterrand 51. Se abría así paso la opinión 
de poner entre paréntesis el keynesianismo y de abordar políticas liberales con el 
fin de restaurar la productividad española 52 antes de comenzar algún tipo de 
experimento social que pudiera acabar como el francés. Si ha habido o no en 
España verdadera crisis del Estado del bienestar, es algo que podremos medir en 
los próximos años. Sobre todo porque, en verdad, el Estado español no se ajustaba 
en 1982 a los patrones clásicos de esta forma de Estado: esto es, red de servicios 
públicos aceptable y aceptable sistema de prestaciones sociales de todo tipo. La 
existencia de un importante sector público de la economía, más o menos deficita­
rio, no es condición imprescindible para la existencia del Estado del bienestar, 
como se prueba en el caso de los EE UU, Suecia o Alemania. 

En este aspecto, por tanto, la transición española ha conocido un proceso 
interesante, comparativamente hablando, en cuanto a la relación entre restableci­
miento de las libertades democráticas y fortalecimiento del Estado del bienestar. 

IV. ¿Sirve de algo el ejemplo de la transición española? 

Por supuesto. Aparte del hecho de que la transición española se ajuste al esquema 
de «los tres consensos», presenta algunas características peculiares que pueden ser 
de interés en otros casos y siempre que se haya aquilatado bien el valor de las 
distintas variables y corregido su adecuación a las especificidades culturales de cada 
país. Entre los rasgos propios de la transición española de los que cabe extraer 
conclusiones que quizá sean de interés en otros lugares creo útil reseñar la cuestión 
de la Jefatura del Estado y la de la organización territorial de éste. 

50 Se ha escrito mucho sobre los Pactos de la Moncloa, sobre todo, acerca de su intencionalidad y 
posible politización. Esta última es casi segura. Pero lo importante a nuestro entender es que son un 
mecanismo típico de consenso transitorio: establecimiento de un ámbito de debate social y económico a 
base de concertación. 

51 Sobre el fiasco socialista en Francia, al que a mi juicio es el mejor estudio hasta la fecha, al menos 
en español, es George ROOS, Stanley HOFFMANN y Sylvia MARZACHER, El experimento Mitterrand, 
Valencia, Edicions Alfons el Magnanim, 1988. 

52 Permítaseme suponer que para algo de esto debieron de servir aquellos intercambios javeanos 
que luego se publicaban como libros, en algunos de los cuales se encontraban fórmulas de recomenda­
ción. VV AA, El futuro del socialismo, Madrid, Sistema, 1986; VV AA, Nuevos horizontes teóricos 
para el socialismo, Madrid, Sistema, 1987; VV AA, El nuevo compromiso europeo, Madrid, Sistema, 
1987. 
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La decisión sobre la Jefatura monárquica del Estado ejerce una influencia 
directa sobre el cambio de legitimidad que, a su vez, es un aspecto crucial de la 
transición. El Reyes el punto de enganche del proceso de cambio político. Y lo es, 
cuando menos, en dos aspectos de muy distinto calado. 

Por el primero, la persona del monarca es el punto visible de referencia para la 
imputación de la lealtad de los miembros de la colectividad. Es la clave de arco del 
primer requisito de Rustow, ya mencionado. Ello puede parecer evidente, pero la 
experiencia española ha mostrado que no lo es tanto, como se prueba por el hecho 
de que el segundo rasgo peculiar y ejemplificador de la transición en nuestro país 
sea la distribución territorial del poder, es decir, la propia existencia de la 
conciencia de colectividad nacional rustowiana. A quienes, además de evidente, 
pueda parecerles fácil, conviene recordarles cómo tampoco es así. La prueba: que 
incluso con el buen funcionamiento de la institución monárquica como punto de 
referencia de la lealtad colectiva, a una parte de la comunidad no le parece que 
haya servido para cumplir tal menester. 

Por el segundo, más arduo de exponer, y también más delicado, la Jefatura 
monárquica del Estado, por cumplir su función de centro de imputación de la 
lealtad, carga con la responsabilidad moral del cambio de legitimidad. En términos 
más claros y también respetuosos, por supuesto, el Jefe del Estado se gana la 
lealtad de los ciudadanos cuando, tras jurar los principios fundamentales del 
movimiento nacional, esto es, el núcleo de la legitimidad anterior, abre camino 
luego a un orden político basado en un principio de legitimidad opuesto al previo y 
que también jura. Los ciudadanos intuyen en ello un sacrificio en pro de la 
concordia y del bienestar colectivo. Por este motivo, en nuestro país, el Rey no 
puede estar sometido a crítica, pues tal crítica sólo es posible gracias precisamente 
al sacrificio del criticado. Ejercer esta actividad con el Rey en nuestro país en tanto 
no se extralimite en sus funciones constitucionales no solamente fuera deslealtad 
sino también, lo cual es peor, ingratitud. 

Con todo ello, no estamos defendiendo la forma monárquica para todo tipo de 
transición, sino únicamente la necesidad de contar con algún tipo de centro de im­
putación de la lealtad colectiva, cuyo crédito reside en posibilitar los términos de 
la institucionalización del conflicto (todo sistema político es, por necesidad, 
conflictivo), a base de pechar con las decisiones morales muchas veces intratables, 
que bloquean las posibilidades del consenso. Expuesto de este modo, el asunto 
equivale a proponer como garantía del cambio de legitimidad una institución, 
símbolo o persona, cuya aceptación como «poder neutro» 53, sea garantía de que el 
proceso de transformación llega a buen puerto. La restauración de la Monarquía 
en España, tras casi medio siglo de interregno, es una hazaña de cierta considera-

53 Poco hemos avanzado en relación a la teoría del «poder neutro», de CONSTANT. Lógico, por lo 
demás, si pensamos que las dos épocas, la de CONSTANT y la nuestra, hoy, son de esas de grandes 
mudanzas en Europa: hundimiento de imperios, carácter traslaticio de las fronteras, aparición de 
estados nuevos, cambio social. Benjamín CONSTANT, Principes de politique, en el mismo, De la liberté 
chez les modernes, París, PlurieULivre de Poche, 1980, p. 280. 
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ción, de la que no nos consta que haya precedentes. Otra cosa podrá ser si, a la 
vista de los resultados, viene a tener consecuentes. 

La organización territorial del Estado. Quizá sea el aspecto en el que los 
españoles hemos hecho más innovación y del que, muy idiosincrásicamente, nos 
sentimos más orgullosos y más avergonzados, al mismo tiempo. No nos interesa el 
asunto aquí desde el punto de vista de las técnicas y de la eficacia de la 
descentralización 54, sino desde otro cientificopolítico y en la medida en que 
contribuya a influir sobre la aplicación de los elementos del esquema de la 
transición. Al respecto, la necesidad de dar contenido real a la realidad de las 
diversas naciones del Estado español (púdicamente llamadas «nacionalidades» en 
la Constitución española que, con su terminología demuestra también que el 
tiempo no pasa en balde) ha influido directamente en la adopción de unas u otras 
reglas de juego en los tres consensos, en la medida en que ha condicionado la 
determinación de la regla de decisión, matizando la mayoritaria con la proporcio­
nal. Al mismo tiempo, ha iniciado el establecimiento de los mecanismos institucio­
nales de decisiones consocionales, pero no los ha llenado con los procesos 
oportunos, de forma que las Comunidades Autónomas no disponen de una cámara 
organizada según criterios consocionales sino, simplemente, según la regla de la 
decisión mayoritaria, matizada por la proporcional, pero sólo matizada. 

Parte del descontento suscitado por la distribución concreta del poder en 
España se deriva del hecho de que la tal distribución no haya alcanzado la 
perfección de los mecanismos consocionales. De hecho, éstos funcionan (por 
ejemplo, las formas peculiares de financiación de las Comunidades Autónomas del 
País Vasco y de Navarra así lo prueban) pero, al margen de algunos aspectos 
específicos, normalmente relacionados con la existencia y representación parla­
mentaria de los partidos nacionalistas, lo cierto es que no hay ámbitos instituciona­
les concretos en que lo consocional esté establecido. Dado, sin embargo, que la 
plurinacionalidad es muy diversa, tanto cuantitativa como cualitativamente, exis­
ten minorías estructurales, según la definición de Jellinek, para las que es difícil, si 

54 La reorganización territorial de España seguramente es sobre lo que más se haya escrito de todo lo 
relativo a la transición. La innovación en ella contenida ha provocado adhesiones que han llegado a lo 
ditirámbico. Por ejemplo, Luis RACIONERO, para quien puede quedar resuelto el problema secular de 
España, la unidad en la diversidad, España como mosaico, España en Europa, Barcelona, Planeta, 
1987. Confesando de antemano mi ignorancia en tan arduo asunto, se me hace que esta unidad en la 
diversidad, este ser de mosaico ha sido de siempre la esencia de España. Solo los 40 años del franquismo 
trataron de imponer una Gleichschaltung que sería injusto a todas luces atribuir a los castellano hablan­
tes. Parece natural, por lo tanto, restar crispación a las relaciones territoriales en España. Tienen razón, 
a mi juicio, quienes afirman que España.es una realidad multinacional, por ejemplo, Miguel ROCA 

JUNYENT, «Tratamiento de las nacionalidades y regiones en el debate sobre Comunidades Autónomas», 
en Miguel MARTíNEZ CUADRADO (comp.), La Constitución de 1978 en la historia del constitucionalismo 
español, Madrid, Mezquita, 1982. Pero es una razón tradicional. España ha sido siempre realidad 
plurinacional, sin que nadie se ofendiera. No obstante, en lo publicado sobre la reorganización 
territorial del Estado, sobre todo en aquellas ciencias como la administrativa, que profesan escasa 
simpatía por las grandes palabras o valores simbólicos, como la nación, abunda la perspectiva crítica. 
Citarla aquí fuera no terminar. 
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no imposible, sobrevivir bajo la aplicación de un estricto principio de mayorías. 
Sin embargo, el asunto es importante porque, como ya se ha apuntado más 

arriba, la integración de estas minorías en la configuración general del Estado 
español es todavía una cuestión abierta y la única que, de ir muy mal las cosas, 
puede dar al traste con la democracia española 55. 

Dejando de lado el ya zanjado debate de si es o no posible trasplantar 
instituciones y leyes de un país a otro, lo cierto es que la transición española puede 
estudiarse con provecho y con la intención de predecir lo que pueda darse en otros 
lugares. 

Por eso, hemos tratado de hacer un libro sistemático, que facilite el trabajo de 
los estudiosos y que proporcione información y mecanismos a los politólogos para 
llevar adelante su cometido, sobre todo cuando es de carácter comparativo. El 
libro se divide en dos grandes apartados, esto es, el período de la transición 
propiamente dicha (de 1976 a diciembre de 1978) y el de la consolidación, desde 
1979 a 1986. Entre los dos, hemos incluido un estudio de los tres grandes aspectos 
más relevantes para una perspectiva cientificopolítica de la Constitución: los 
principios y valores, la organización territorial del Estado y la de los órganos del 
Estado. 

Se observará que hemos tratado de conjugar los aspectos institucionales con los 
más propios de los estudios de procesos y de la dinámica política, por lo cual, el 
lector podrá considerar las explicaciones dadas por los especialistas sobre los 
aspectos concretos del gobierno, las Cortes Generales, el poder judicial o las 
Comunidades Autónomas o sobre partidos políticos, grupos de presión o eleccio­
nes. Hemos creído importante asimismo no prescindir de los factores ideologico­
simbólicos, por lo cual también se abordan las cuestiones relativas a la cultura 
política desde una perspectiva de psicología social. 

Por último, hemos considerado enriquecedor terminar el volumen como lo 
hemos empezado, esto es, con una visión comparativa -esta vez empírica- sobre 
los procesos de transición, encomendado a la máxima autoridad en la materia, 
Juan José Linz. 

55 Ello merece cierta reflexión. Desde un punto de vista desapasionado, la obra de Juan J. L1NZ, 

Conflicto en Euskadi, aclara bastantes extremos. La pregunta, no obstante, que ha de plantearse 
cualquier estudioso es por qué existe ETA, a pesar de todo. 
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1. Las postrimerías del 
franquismo 

MANUEL PASTOR 

I. Marco ideológico y teórico 

La ciencia política, igual que todas las ciencias sociales e históricas, no debe 
pretender tanto juzgar como comprender los fenómenos políticos. Alexis de 
Tocqueville, al estudiar la democracia en América, proponía que los procesos 
sociales deben admitirse como hechos consumados o dispuestos a consumarse, 
«con el fin de discernir en ello, claramente, las consecuencias naturales» y de 
apercibir, si es posible, los medios de hacerlos provechosos para los hombres 1. 

La famosa semblanza que el gran pensador liberal hiciera del dictador Luis 
Bonaparte podría aplicarse en gran parte, mutatis mutandis, a Francisco Franco: 

Su disimulación, que era grande, como la de un hombre que se ha pasado la vida entre 
conspiraciones, se valía singularmente de la inmovilidad de sus rasgos y la inexpresividad de 
su mirada [ ... ]. Muy despreocupado ante el peligro, tenía un valor frío y hermoso en los días 
de crisis y, al mismo tiempo, según suele ocurrir, era muy vacilante en sus designios [ ... ]. 

I A. de TOCQUEVILLE, La democracia en América, México, FCE, 1978, p. 39. 
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Creía en su estrella; estaba firmemente convencido de que era el instrumento del destino 
y el hombre necesario 2. 

y en su Memoria al conde de Chambord, pretendiente legitimista de los Borbones, 
Tocqueville hace una prognosis del fin del régimen bonapartista por un espíritu de 
libertad que sólo puede asegurar una monarquía constitucional fuerte, con una 
representación nacional y genuina de la voluntad popular 3. 

A partir del ejemplo francés, la conceptualización del bonapartismo, como es 
sabido, tiene una larga tradición en el pensamiento político contemporáneo. 
Aparte de los textos de Tocqueville y Victor Hugo 4, en el campo liberal, existe 
una amplia literatura marxista, inaugurada por el propio Marx 5. Engels, Lenin y, 
sobre todo, Trotski, han ampliado el análisis del concepto, induciendo a otros 
autores posteriores, como A. Thalheimer, M. Rubel, E. Mandel, N. Poulantzas, 
T. Dos Santos, A. Rouquié, etc., a una mayor precisión teórica del mismo 6. En 
esta línea teórica ha sido frecuente referirse a las dictaduras españolas del siglo xx 
(del general Primo de Rivera, 1923-1930, y del general Franco, 1936-1975, in­
cluyendo la prolongación del sistema franquista hasta la Ley de Reforma Política 
de 1976) como ejemplos de bonapartismo militar-burocrático 7. Hoy, sin embargo, 
con la voluminosa literatura historiográfica disponible sobre el franquismo, y las 
sofisticadas elaboraciones teórico-políticas, permanentemente perfeccionadas, so­
bre el fenómeno autoritario, el concepto de bonapartismo se nos antoja, aunque 
todavía parcialmente válido, insuficiente. 

Entre la ya considerable producción sobre el tema, quiero destacar dos autores: 
el politólogo español Juan J. Linz 8 y el historiador norteamericano Stanley G. 

2 Cit. porJ. Peter MAYER, Tocqueville. Estudio biográfico de ciencia política, Madrid, Tecnos, 1965, 
pp. 87-88. 

3 [bid., p. 116. 
4 Véase V. HUGO, Napoleón le Petit (1852). 
s K. MARX, Las luchas de clases en Francia (1850) y E/18 Brumario de Luis Bonaparte (1852). He 

recapitulado esta literatura marxista en un trabajo mío: M. PASTOR, Ensayo sobre la dictadura. 
Bonapartismo y fascismo, Madrid, Túcar, 1977. Véase también E. NOLTE, «Ideal Sociology and Real 
Sociology in the works of Marx and Engels: A Contribution to the Understanding of the Theory of 
Bonapartism», en Marxism, Fascism, Cold War, N.J., Atlantic Highlands, 1982. 

6 Véase M. RUBEL, Karl Marx devant le bonapartisme, París, 1960; N. POULANTZAS, Fascisme el 
Dictature, París, 1970 [Fascismo y dictadura, Madrid, Siglo XXI, 1979]; L. TROTSKI, The Struggle against 
Fascism in Germany, Nueva York, 1971 [La lucha contra el fascismo, Barcelona, Fontamara, 1980]; A. 
ROUQUIÉ, «L'Hypothese Bonapartiste et l'Emergence des sistemes politiques semicompetitifs», en 
Revue Fram,;aise de Science Politique, 25, 1975. 

7 Véase, como ejemplos: L. TROTSKI, .c:<Qué es el fascismo» (1931) y R. MORaDO, «El 18 Brumario 
español» (1973) para el caso de PRIMO DE RIVERA; para el caso de FRANCO, M. PASTOR, ob. cit., p. 66. 
También, B. OLTRA Y A. de MIGUEL, «Bonapartismo y catolicismo. Una hipótesis sobre los orígenes 
ideológicos del franquísmo», en Papers, 8, Barcelona, 1978. 

8 J. J. L1NZ, «An Authoritarian Regime: Spain», en E. ALLARDTy Y. LITTUNEN (comps.), Cleavages, 
ldeologies and Party Systems, Helsínkí, The Westmarck Society, 1964. 

La primera versión en español probablemente es Un régimen autoritario: España, ciclostilado, 
Servicio de Publicaciones, Madrid, Ministerio de Trabajo, 1964. Diez años más tarde, con pequeñas 
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Payne~. En sus obras, especialmente la del último, encontrará el lector la 
bibliografía más exhaustiva sobre el franquismo, a la que cabe añadir la que nos 
proporcionan las excelentes síntesis de Juan Pablo Fusi y Javier Tusell 10. 

La teoría política moderna, que ofrece la primera formulación del autoritaris­
mo en las obras de los propios autores clásicos como Maquiavelo, Bodin, Hobbes, 
etc., cobra una re actualización empírica a finales del siglo XIX con la aportación de 
los politólogos y sociólogos maquiavelistas: Mosca, Pareto, Michels y el propio 
Weber 11. Un peculiar epígono de esta corriente, «el auténtico discípulo de 
Max Weber» como se definió a sí mismo, Carl Schmitt, inicia en pleno fragor de 
la gran guerra la reflexión sobre el problema del autoritarismo y la dictadura que 
presentará más tarde en su famosa monografía de 1921, Die Diktatur 12. Sus tesis 
se perfeccionan y complican en sucesivos trabajos durante la década de los trein­
ta, ejerciendo una notable influencia en los ámbitos intelectuales germánicos y 
españoles 13. Paralelamente, otros teóricos políticos coetáneos suyos, como 
E. Forsthoff, O. Spann, H. O. Ziegler, E. Voegelin 14, e incluso algunos escri­
tores españoles como el filósofo J. Ortega y Gasset y los políticos Francesc Cam­
bó y Andreu Nin se plantean similares cuestiones desde diferentes ángulos 
ideológicos 15. 

variantes sintácticas, aparece como «Una teoría del régimen autoritario. El caso de España», en el 
vol. III, El Estado y la política (tomo 1), dirigido por M. FRAGA IRIBARNE, de la serie La España de 
los años 70, Madrid, Moneda y Crédito, 1974. 

Del mismo autor, entre otros, los siguientes trabajos: «From Falange to Movimiento Organización: 
The Spanish Single Party and the Franco Regime, 1936-1968», en S. HUNTINGTON y C. MOORE (comps.), 
The Dynamics of Established One Party Systems, Nueva York, Basic Books, 1970; «Opposition in and 
Under an Authoritarian Regime: The Case of Spain», en R. A. DAHL (comp.), Regimes and 
Oppositions, New Haven, Yale U. Press, 1973; «Totalitarian and Authoritarian Regimes», en F. 1. 
GREENSTEIN y N. POLSBY (comps.), Handbook of Politlcal Science, vol. 3, Reading, Addison-Wesley, 
1975. 

9 S. G. PAYNE, Falange. A History of Spanish Fascism, Stanford, Stanford U. Press, 1961, versión 
española en Ruedo Ibérico, París, 1965. Autor de muchos libros y artículos sobre la historia de España, 
destacamos aquí, sobre todo, The Franco Regime 1936-1975 (1987) [El régimen de Franco, 1936-1975, 
Madrid, Alianza, 1987J. 

10 J. P. FUSI, Franco. Autoritarismo y poder personal, Madrid, El País, 1985; J. TUSELL, La dictadura 
de Franco, Madrid, Alianza, 1988. 

11 J. BURNHAM, The machiavellians (Defenders of Freedom), Nueva York, John Day, 1943; 
M. PASTOR, ob. cit., pp. 20 ss.; sobre el elitismo político de WEBER: D. BEETHAM, Max Weber and 
the Theory o[ Modern Poli/ics, Oxford, Polity Press, 1985, p. 55. 

12 C. SCHMITT, Die Diktatur (1921) [La dictadura, Madrid, Revista de Occidente, 1968]. 
13 Véase, especialmente, J. W. BENDERSKY, Carl Schmitt. Theorist for the Reich, Princeton, 

Princeton U. Press, 1983, pp. 276 ss. 
14 O. SPANN, Der wahre Slaal (1921); H. O. Ziegler, Autoritiirer oder totaler Staa! (1932); E. 

FORSTHOFF, Der totaJe Staat (1936); E. VOEGEUN, Der autoritiire Staat (1936). Véase K. D. BRACHER, 

«Intellectuals and Dictatorships», en The Age of 1deologies, Londres, Weidenfeld and Nicolson, 1984. 
15 J. ORTEGA Y GASSET, «Sobre el fascismo» (1925) y La rebelión de las masas (1929), en Obras 

completas, 2 y 4, Madrid, Alianza, 1983; F. CAMBÓ, En torno de/ fascismo italiano (1924), Barcelona, 
Catalana, 1925; Las dictaduras, Madrid, Espasa-Calpe, 1929; A. NIN, «La Italia actuab> (cuatro artículos 
de 1924 en La Correspondance Internationa/e) y Las Dictaduras de nuestro tiempo, Madrid, Ed. Hoy, 
1930. 
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Desde la publicación de La dictadura, en sucesivos trabajos (1922, 1927, 1929, 
1930) Schmitt nos ofrece las claves para una mejor comprensión de sus postulados 
y para conocer un lejano inspirador de los mismos, el español Juan Donoso Cortés 16. 

y es, precisamente, en un estudio casi definitivo sobre Donoso del historiador 
norteamericano John T. Graham 1/ donde encontramos la referencia pertinente a 
nuestro tema: «Since the second world war, however, he has largely outlived the 
protofascist label and fascist distorsions so his social thought and doctrine of 
corporative monarchy (Christian, hereditary, limited, social, and democratic) have 
made him the darling of conservative monarchists in Franco's Spain, where the 
restoration by 1967 was becoming rather Donosian». Y en nota a pie de página 
Graham señala: «Franco's Ley Orgánica of 1967, which made future provision for 
restoring monarchy, states in Title 1, Art. 2 that unity of power (which was 
Donoso's chief constitutional principIe) will be one ofthe two main principIes (with 
a form of corporatism) of the monarchic State» 18. 

En el pensamiento donosiano, expuesto en sus retóricos y apocalípticos discur­
sos sobre la Dictadura (1849), sobre España (1850) y Europa (1850), y que culmina 
en su famoso Ensayo sobre el catolicismo, el liberalismo y el socialismo (1851), 
encontramos la primera distinción teórica entre la «dictadura gubernamental» (de 
«arriba», del «sable») y la «dictadura insurrecciona!» (de «abajo», del «puñal») que 
le permite refutar la revolución anarco-comunista con su concomitante totalitaris­
mo (<<el más gigantesco y asolador despotismo de que hay memoria en los hombres 
[ ... ] las vías están preparadas para un tirano gigantesco, colosal, universal, inmenso 
[ ... ]») y postular la fórmula positiva de una dictadura católica, saludable y 
preventiva 19. Su rechazo dellegitimismo le distingue de los contrarrevolucionarios 
franceses (Maistre, Bonald), asesorando a Luis Bonaparte, «instrumento de la 
Providencia» según sus palabras, en el golpe de Estado que liquida las secuelas 
revolucionarias de 1848 (en España los motines y revueltas de aquel año fueron 
dominados enérgicamente por el general Narváez, con quien Donoso no simpatiza­
ba, pero al que veía como baluarte efectivo contra la revolución). 

Graham percibe en su fórmula política de monarquía católica, eventualmente 
decisionista-dictatorial en las crisis, una expresión del nacionalismo español o 
«españolismo»: «In both its internal and external dimensions, nationalism was a 
large part of the policy of strength that he had been urging [ ... ] A government 
could unify a divided society, and a party could attain truly national dimensions by 
adopting a symbol on which all minds could unite, one that comprised all elements 
constituting Spanish and European civilization. Leaving untillater the fulI elabora­
tion of his symbol into a new dogmatic political theory of Christian liberal and 

16 C. SCHMITI, Interpretación europea de Donoso Cortés, Madrid, Rialp, 1952. 
17 J. T. GRAHAM, Donoso Cortés. Utopian Romanticist and Political Realist, Columbia, U. of 

Missouri Press, 1974. 
Itl ¡bid., p. 7. 
1'1 J. DONOSO CORTÉS, «Discurso sobre la dictadura», en Obras completas, 11, Madrid, Católica, 

1970, pp. 316 Y 319. 
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social-democratic monarchy, he addresed himself to Spanish nationalism, or 
- l' [] 20 espano LSmo ... » . 

Catolicismo y nacionalismo, ° nacionalcatolicismo, como ideología integrada 
en la forma de la monarquía. Un siglo más tarde, las Leyes Fundamentales del 
franquismo recogerán estos tópicos ideológicos junto al enunciado del caudillaje: 

España, como unidad política, es un Estado católico, social y representativo, que, de 
acuerdo con su tradición, se declara constituido en Reino. 

La Jefatura del Estado corresponde al Caudillo de España y de la Cruzada, Generalísimo 
de los Ejércitos, don Francisco Franco Bahamonde. 

(Ley de Sucesión de 1947, Artículos primero y segundo). 

La Nación española considera como timbre de honor el acatamiento a la Ley de Dios, según 
la doctrina de la Santa Iglesia Católica, Apostólica y Romana, única verdadera y fe 
inseparable de la conciencia nacional, que inspira su legislación. 

(Ley de Principios del Movimiento Nacional de 1958, u). 

Las definiciones se suceden repetitivamente a lo largo de esta especie de 
constitución semántica 21 o dictatorial, codificada en los textos refundidos de 1967: 

Artículo primero 
1. El Estado español, constituido en Reino, es la suprema institución de la comunidad 
nacional. 
[ ... ] 

2U J. T. GRAHAM, ob. cit., pp. 62-63. 
El profesor TIERNO GALVÁN subestimó la importancia del pensador español, considerándole un simple 
vulgarizador de los contrarrevolucionarios franceses. Pero, a mi juicio, la importancia y originalidad 
de DONOSO consiste en rechazar las actitudes «ochentayochistas» del legitimismo francés. Su concepto 
de la dictadura no es teocrático, sino realista y positivista, lo que confiere una clara modernidad a 
sus postulados contrarrevolucionarios. Cf. E. TIERNO GALVÁN, Tradición y modernismo, Madrid, Tec­
nos, 1962, pp. 162 ss. R. MORODO señala, correctamente, que DONOSO será tratado permanentemente 
como cita de autoridad por Acción Española y los ideólogos del franquismo: Acción Española. Orí­
genes ideológicos del franquismo, Madrid, Túcar, 1980, p. 237. 

DONOSO probablemente influyó en MAURRAS y la Action Fram;aise a través de Louis VEUILLOT, su 
amigo y editor de sus obras en Francia. Fue admirado por COSTA, VÁZQUEZ DE MELLA Y MAEZTU. 

Durante el franquismo su pensamiento fue estudiado apologéticamente por R. CALVO SERER, R. 
FERNÁNDEZ CARVAJAL, G. FERNÁNDEZ DE LA MORA, M. FRAGA IRlBARNE, S. GALlNDO HERRERO, J. 
LARRAZ, D. SEVILLA ANDRÉS, F. SUÁREZ VERDAGUER, y E. VEGAS LATAPIÉ, entre otros. 

21 «Mientras la tarea original de la constitución escrita fue limitar la concentración de poder, dando 
posibilidad a un libre juego de las fuerzas sociales de la comunidad dentro del cuadro constitucional, la 
dinámica social, bajo el tipo constitucional aquí estudiado, tendrá restringida su libertad de acción y 
será encauzada en la forma deseada por los detentadores del poder. .. Este tipo se puede designar como 
constitución semántica. Si no hubiese en absoluto ninguna constitución formal, el desarrollo fáctico del 
proceso del poder no sería notablemente diferente. En lugar de servir a la limitación del poder, la 
constitución es aquí el instrumento para estabilizar y eternizar la intervención de los dominadores 
fácticos de la localización del poder político». Karl LOEWENSTEIN, Teoria de la Constitución (1959), 
Barcelona, Ariel, 1976, pp. 218-219. 
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Artículo segundo 
1. La soberanía nacional es una e indivisible, sin que sea susceptible de delegación ni cesión. 
n. El sistema institucional del Estado español responde a los principios de unidad de poder 
y coordinación de funciones. 
(Ley Orgánica del Estado de 1967, título 1) 

Uno de los más importantes ideólogos del franquismo, el profesor Francisco 
Javier Conde, en su obra Espejo del caudillaje (1941), dudosa y confusa síntesis del 
pensamiento tradicional católico y joseantoniano con las teorías de Max Weber y 
Carl Schmitt, ofrecía las siguientes proposiciones: 

a. Acaudillar es, ante todo, mandar legítimamente 22 

b. Acaudillar no es dictar; caudillaje no es sinónimo, sino contrapunto de dictadura 23 

C. Acaudillar es mandar carismáticamente 24 

d. Acaudillar es mandar personalmente 25 

para justificar finalmente el poder militar de Franco con las correspondientes 
invocaciones católicas y nacionalistas: 

Lo religioso impregna así decisivamente los actos genuinos del caudillaje. En ese elemento, 
no en otro de orden natural o biológico, está la raíz última de la identidad entre el caudillo y 
los acaudillados. La misión religiosa del mando político presupone, como término correlati­
vo, la conciencia de pertenecer a un pueblo elegido. Esa conciencia está presente en la 
interpretación de la guerra como Cruzada y de España como pueblo llamado a salvar al 
hombre moderno del abismo en que se halla caído [ ... l. La forma militar del mando es el 
modo más preciso y practicable de asegurar la organización del poder, porque con ella se 
alcanza el más alto grado de rigor en los mandatos y de seguridad en la obediencia [ ... l. El 
mando militar es, pues, uno de los elementos racionales del caudillaje, y es, desde luego, el 
más importante, en cuanto está llamado a asegurar el cumplimiento de la función política en 
el interior y en el exterior 26. 

El profesor Conde es un ejemplo perfecto de intelectual «víctima» de la 
fascinación por Schmitt (como traductor suyo habría que recordar aquello de que 
toda traducción es una traición) que, obnubilado por la teoría decisionista del 
maestro alemán, sucumbirá a una interpretación irracional y un tanto distorsionada 
de sus ideas y conceptos. En Schmitt, como en Weber, hay una tensión/distinción 
dialécticas entre la teoría y la apología, entre lo prescriptivo y lo descriptivo, que le 
faculta para una interpretación racional y estratégica de los binomios políticos 
fundamentales amigo/enemigo, legalidad/legitimidad, norma/decisión, libertad/ 

22 F. J. CONDE, «Espejo de caudillaje», en Escritos y fragmentos políticos 1, Madrid, IEP, 1974, 
p.374. 

23 ¡bid., p. 375. 
24 ¡bid., p. 377. 
25 ¡bid., p. 384. 
~ó ¡bid., pp. 380 Y 382. 
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democracia, etc., de tal manera que las importantes distinciones conceptuales 
entre «dictadura comisaria» y «dictadura soberana», dictadura «cualitativa» y 
dictadura «cuantitativa», y, finalmente, la más precisa entre «Estado autoritario» 
y «Partido totalitario» 27, se diluyeron confusamente o desaparecieron en las ela­
boraciones retóricas e ideológicas de sus discípulos franquistas. Tal confusión 
ideológica/teórica no se desvanecerá completamente hasta los trabajos de Juan J. 
Linz 28. 

Para ser justos, hay que señalar que a principios de los años cuarenta algunos 
ideólogos del Régimen ya cuestionaron el carácter totalitario del Estado y del 
Movimiento. Por ejemplo, A. García Valdecasas, uno de los fundadores de la 
Falange, antiguo orteguiano y primer director del Instituto de Estudios Políticos, 
con un sesgo liberal y monárquico, en su artículo «Los Estados Totalitarios y el 
Estado Español» (Revista de Estudios Políticos, enero de 1942) escribe: 

Ningún instrumento se justifica por sí. Vale en cuanto cumple el fin a que está destinado. No 
es, por tanto, el Estado, para nosotros, fin en sí mismo, ni en sí puede encontrar su 
justificación [ ... ]. Para justificarse positivamente, el Estado habrá de actuar como instru­
mento para la consecución de ulteriores valores morales [ ... ]. El pensamiento genuino 
español se niega a reconocer en el Estado el supremo valor. Éste es el sentido de la actitud 
polémica de todo el pensamiento clásico español contra la razón de Estado enunciada por 
Maquiavelo 29. 

López Rodó relata en sus recientes Memorias que «Terminada la contienda 
española se sucedieron una serie de proyectos de Constitución política, siendo de 
destacar los de Serrano Súñer (1941), conde de Rodezno (1942), Aunós (1945), 
Conde (1956), Arrese (1956), Fraga (1963) y Garrigues Díaz-Cañabate (1966), 
ninguno de los cuales llegó a buen puerto [ ... ]» 30. Por una parte, los proyectos que 
definían al Estado como «instrumento totalitario» (Serrano Súñer) y, por otra, los 
que postulaban una usurpación del área del Estado por el Partido/Movimiento, 
convirtiendo en «instrumento totalitario» a éste (Conde, Arrese), fueron rechaza­
dos por Franco, que tuvo en cuenta la oposición de los monárquicos tradicionalis­
tas y conservadores (E. Bilbao, A. Iturmendi, conde de ValleJlano, L. Carrero 
Blanco ... ) y de la alta jerarquía eclesiástica (cardenales Pla y Deniel, Quiroga 
Palacios, y Arriba y Calvo) 31. 

López Rodó, miembro del Opus Dei desde 1940 y catedrático de Derecho 

27 J. BENDERSKY, ob. cit., pp. 31-35 Y 73 SS.; G. SCHWAB, The Challenge oi the Exception. An 
1ntroduction lO the Poli/ieal/deas of Cad Sehmitt, Berlín, Dunker and Humblot, 1970, pp. 77-79. 

2¡; L1NZ había sido discípulo y ayudante universitario de CONDE, y en su nueva etapa académica 
americana (universidades de Columbia y Yale) desde 1950, se inspirará en el modelo teórico del 
totalitarismo. elaborado precisamente por algunos ex-discípulos de SCHMITI emigrados a Estados Unidos 
(e. J. FRIEDRICH, F. NEUMANN ... ) para construir su modelo original del autoritarismo. 

29 S. G. PAYNE, Falange ... ob. cit., p. 219. 
30 L. LÓPEZ RODÓ, Memorias, Barcelona, Plaza y Janés/Cambio 16, 1990, p. 45. 
31 {bid., pp. 46 Y 70-76. 
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Administrativo desde 1945, se atribuye una influencia decisiva en la reorientación 
institucional del régimen franquista a partir de la primavera de 1956, a través de 
dictámenes elaborados para el ministro de justicia Iturmendi y, especialmente, 
desde su nombramiento, en diciembre del mismo año, como secretario general 
técnico de la Presidencia del Gobierno, a propuesta de Carrero 32: 

Aquella idea de servicio, entendida como un deber, explica el porqué de mi actuación en la 
vida pública que persiguió dos objetivos principales: la construcción de un Estado de 
Derecho monárquico y el desarrollo económico de España. 

Para la consecución del primero actúe decisivamente en la elaboración de una serie de 
leyes relativas al Gobierno y a la Administración y a las garantías jurídicas de los 
ciudadanos, cuyo mejor aval es que siguen vigentes después de la transición política, al 
propio tiempo que, en colaboración con Gonzalo Fernández de la Mora, redactaba unos 
proyectos de leyes constitucionales que culminaron con la Ley Orgánica del Estado 33. 

En este contexto, la publicación del estudio de Linz marca, sin duda, un punto 
de inflexión teórica en la comprensión del régimen franquista. Como advertía el 
autor, tras «subrayar la naturaleza propia y distinta de los regímenes autoritarios», 
como tipo ideal frente al de totalitarismo 34, siguiendo las indicaciones de diversos 
sociólogos y politólogos (A. Inkeles, R. Aron, G. Almond, etc.): «Las formas 
externas de los años treinta y cuarenta -los uniformes, ceremonias, y léxico, y las 
invocaciones de hoya los valores democráticos o socialistas, resultan más fáciles de 
adoptar que las realidades sociales que representan. Podemos llegar a equivocacio­
nes graves si estudiamos esos regímenes tan sólo a través de constituciones, leyes, 
discursos, escritos de ideólogos desconocidos y poco escuchados y no indagamos 
además cómo éstos se plasman en la realidad social» 35. Citemos, en fin, la 
definición completa que da Linz de régimen autoritario: 

Los regímenes autoritarios son sistemas políticos con un pluralismo político limitado, no 
responsable; sin una ideología elaborada y directora (pero con una mentalidad peculiar); 
carentes de una movilización política intensa o extensa (excepto en algunos puntos de su 
evolución), yen los que un líder (o si acaso un grupo reducido) ejerce el poder dentro de 
límites formalmente mal definidos, pero en realidad bastante predecibles 36. 

Numerosos son ya los análisis posteriores que han matizado y desarrollado la 
variada y compleja tipología del autoritarismo (Huntington y Moore, Kirkpatrick, 

32 [bid., pp. 51 Y 65-66. La supuesta influencia del Opus Dei en los gobiernos franquistas queda 
matizada con la referencia que el autor hace al tema en la página 99. 

33 [bid., p. 7. Del mismo autor: La larga marcha hacia la Monarquía, Barcelona, Plaza y Janés, 
1977, pp. 182 ss. 

34 Para un balance sobre las discusiones en torno al concepto: L. SHAPIRO, Totalitarianism, Nueva 
York, Praeger, 1972; S. MILLER, «Totalitarianism, Dead and Alive», en Commentary, Nueva York, 
Agosto de 1989, pp. 28 ss. 

35 J. J. L1NZ, Una teoría ... , ob. cit., p. 1471. 
36 [bid., pp. 1474-1475. 
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Schmitter, O'Donnell, Stepan, Pasquino, Germani, Bayart, Perlmutter, etc.) 
como ilustran las síntesis teóricas, con sus correspondientes bibliografías, del 
propio Linz (Una interpretación de los regímenes autoritarios, 1975) y de Morlino 
(Los autoritarismos, 1986) 37. 

Linz insistirá en el carácter de «regímenes», antes que «gobiernos» autoritarios, 
por la baja especificidad de las instituciones políticas, y antes que «sociedades», 
por la apreciable distinción entre Estado y sociedad civil 38. Asimismo, el «pluralis­
mo limitado» tiene como componente un «partido unificado», más bien que un 
«partido único» totalitario, que «suele propiciar las organizaciones seglares patro­
cinadas por la Iglesia o relacionadas con ella, como la Acción Católica o el Opus 
Dei en España, que constituyen depósitos de dirigentes para dichos regímenes, no 
demasiado distintos en cuanto a su función de reclutamiento de elites de los 
partidos democratacristianos» 39. Tal sistema, en fin, genera las «semioposi­
ciones»: 

Permítasenos subrayar aquí que las semioposiciones -la oposición no legal pero tolerada, el 
papel relativamente autónomo de varias instituciones bajo condiciones de semilibertad­
crean un complejo proceso político de trascendentales consecuencias para la sociedad y su 
desarrollo político. La liberalización de los regímenes autoritarios puede llegar lejos, pero 
sin un cambio en la naturaleza del régimen, sin la institucionalización de los partidos 
políticos, corre el riesgo de quedar en nada. La semilibertad en dichos regímenes impone a 
sus adversarios ciertos costes que se diferencian mucho de los de persecución de oposiciones 
ilegales y que explican su frustración, desintegración y a veces predisposición a la designa­
ción, que contribuye a la persistencia de dichos regímenes mientras dura su capacidad 
represiva. La ambigüedad de la oposición bajo regímenes autoritarios contrasta con las 
claras fronteras existentes entre el régimen y sus adversarios en los sistemas totalitarios. No 
obstante, señalemos que el pluralismo limitado, los procesos de liberalización y la existencia 
de la oposición tolerada, en ausencia de canales institucionales para la participación política 
y para que la oposición pueda llegar a la masa de población, permite efectuar una neta 
distinción entre los regímenes autoritarios y democráticos 40. 

Por su parte, Morlino ofrece un esquema para el análisis de la crisis del 
autoritarismo: «La hipótesis central de que podemos partir es que se dan las 
condiciones para la crisis autoritaria cuando la coalición dominante que está en la 

37 J. J. UNZ, «Una interpretación de los regímenes autoritarios», en Papers, 8, Barcelona, 1978; 
L. MORUNO, «Los autoritarismos», en Manuel de Ciencia Política, Madrid, Alianza, 1988; S. P. HUNTING­

TON y C. H. MOORE, Authoritarian Politics in Modern Society, Nueva York, Basic Books, 1970; 
J. KIRKPATRICK, Leader and Vanguard in mass Society: A Study o[ Personist Argentina, Cambridge, Mass., 
Mit Press, 1971; J. M. MALLOY (comp.), Authoritarianism and Corporatism in Latin America, PiUs­
burgh, U. Pittsburgh Press, 1977; G. O'DONNELL, Modernization and Burocratic-Authoritarianism, 
Berkeley, Inst. of International Studies, 1973; A. PERLMUTTER, Modern Authoritarianism, New Haven, 
Vale U. Press, 1981-

31! J. J. UNZ, «Una interpretación_ .. », art. cit., p. 15. 
3'1 ¡bid., p. 16. 
40 ¡bid., p. 25. 
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base del reglmen se resquebraja y, después, se rompe; o, con otras palabras, 
cuando falla el pacto, más o menos explícito y siempre sobre problemas sustanti­
vos, que está en la base del régimen autoritario» 41. El autor postula las vías de 
«ruptura» o de «erosión gradual» de la coalición dominante, en base a diferentes 
hipótesis sobre transformaciones en la estructura, consistencia y opciones de los 
grupos sociales y económicos, génesis de la oposición activa o pasiva, tensiones 
internas del régimen, surgimiento de nuevos actores como resultado de las trans­
formaciones socioeconómicas, presiones y movilizaciones, etcétera 42. 

Estos esquemas teóricos tendrían una concreción en las diversas polémicas 
desplegadas en las postrimerías del franquismo acerca del desarrollo político y 
constitucional (1. Fueyo, R. Fernández Carvajal, C. Ollero, M. Fraga, M. Herrero 
de Miñón, 1. de Esteban, P. Lucas Verdú, etc.) 43 y en los análisis sociológicos y 
po litológicos sobre la transición política, en términos de fuerzas políticas (R. 
Morado, L. García San Miguel, J. J. Linz, etcétera) 44. 

11. La pre-transición 

Los antecedentes de la transición política española, ha señalado Ramón Cotarelo, 
comenzaron a manifestarse hacia finales de los años sesenta. Un destacado 
dirigente de la oposición en las postrimerías del franquismo, el profesor Raúl 
Morado -quien precisamente acuñara el término «pre-transición»- sostiene que 

con la Ley Orgánica del Estado termina la etapa de cristalización ideológica y de evolución 
plenamente controlada del Estado franquista. A partir de aquí, el sistema cerrado de la 
legalidad totalitaria comenzará a deslizarse por distintas opciones, intra-régimen y extra-

4\ L. MORUNO, ob. cit., p. 167. 
42 lbid., p. 169. 
43 J. FUEYO, Desarrollo político y orden constitucional, Madrid, IEP, 1964; R. FERNÁNDEZ CARVAJAL, 

La constitución Española, Madrid, Ed. Nacional, 1969; M. HERRERO, El principio monárquico, Madrid, 
Edicusa, 1972; J. de ESTEBAN y otros, Desarrollo político y Constitución Española, Barcelona, Ariel, 
1973; M. FRAGA IRIBARNE, El desarrollo político, Barcelona, Grijalbo, 1971; P. LUCAS VERDÚ, La 
Octava ley Fundamental, Madrid, Tecnos, 1976. 

44 R. MORODO, autor de diversos artículos sobre el Gobierno y la oposición en el período 1965-75, 
publicados en lberica (Nueva York) y otras revistas, algunos de los cuales están recogidos en ellíbro Por 
una sociedad democrática y progresista, Madrid, Turner, 1982; L. GARCÍA SAN MIGUEL, «Estructura y 
cambio del régimen franquista» (Sistema, 1, enero de 1973) y «Cambio político y oposición bajo el 
franquismo» (Sistema, 4, enero de 1974) recogidos en el libro Teoría de la transición, Madrid, Ed. 
Nacional, 1981; J. J. L1NZ, «Opposition in and under an Authoritarian Regime: The case of Spain», arto 
cit.; J. A. GONZÁLEZ CASANOVA, La lucha por la democracia en España, Barcelona, Avance, 1975; 
R. TAMAMES, Un proyecto de democracia para el futuro de España, Madrid, Edicusa, 1975; s. VILAR, La 
oposición a la Dictadura, Barcelona, Ayma, 1976; J. TUSELL, La oposición democrática alfranquismo, 
Barcelona, Planeta, 1977. 
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régimen. Continuismo, evolucionismo, ruptura serán las categorías enfrentadas y cuyo 
proceso se acelerará y dinamizará rápidamente en unos pocos años 45. 

Apreciación que coincide básicamente, a posteriori, con la del ministro fran­
quista López Rodó, cerebro de la tecnocracia desarrollista: «El desarrollo econó­
mico hacía posible la evolución política. Los resabios del totalitarismo iban a ser 
enterrados por la Ley Orgánica del Estado [ ... ]. Las bases de la reconciliación 
nacional estaban puestas» 46. 

El conocido biógrafo de Franco, Brian .Crozier, estima que con la mencionada 
LOE se alcanza el punto culminante de la carrera del dictador: «En realidad, los 
últimos diez años de su vida fueron, en comparación con los anteriores, un fracaso 
para el Caudillo» 47. En efecto, durante el período 1957-67, España experimentó 
una profunda transformación de su sistema económico, con un crecimiento real 
cercano al 9 % anual, el más alto de Occidente; aunque, como señala Payne, 
«comparativamente, los años de mayor éxito fueron los de 1961-64, los anteriores a 
la puesta en práctica del Plan» 48. 

En cualquier caso, el balance histórico de la transformación social y cultural de 
España a partir de los años sesenta no ofrece dudas: fue una auténtica revolución 
burguesa 49, que supuso, más que un simple desarrollo, un cambio de destino 50, 

constituyendo «un enlace moral con la España posterior» 51, A principios de 1971, 
según testimonio personal del general Vernon Walters, el propio Franco podía 
afirmar: «Mi verdadero monumento no es aquella cruz en el Valle, sino la clase 
media española. Cuando asumí el gobierno, no existía. La lego a la España de 
mañana» 52, 

El desarrollo económico y sus efectos concomitantes (industrialización, terciari­
zación, urbanización, educación, secularización, consumismo, etc.), ampliamente 
estudiados 53, constituían, en palabras de uno de los teóricos del Régimen, una 
auténtica revolución permanente que llevaba incoado un desarrollo político 54, de 
tal manera que «una discusión sobre el futuro de España -sostenía el profesor 
Fueyo en 1964- ya no puede ser planteada sobre categorías absolutas que 
determinan posiciones irreconciliables r ... ]. El desarrollo económico forzosamente 

45 R. COTARELO, en la obra colectiva La transición democrática española, Madrid, Sistema, 1989, 
p. 33. R. MORODO, La transición política, Madrid, Tecnos, 1984, pp. 71-72. 

46 L. LÓPEZ RODÓ, Memorias, ob. cit., p. 596. 
47 B. CROZIER, Franco, crepúsculo de un hombre, Barcelona, Planeta, 1980, p. 150. 
48 Ch. W. ANDERSON, The Political Economy 01 Modern Spain, Madison, U. Wisconsin Press, 1970, 

p. Xl; S. G. PAYNE, El régimen de Franco, 488. 
49 S. G. PAYNE, ob. cit., p. 500. 
:'0 E. FUENTES QUINTANA, cit. por LéJPEZ RODÓ, p. 596. 
:'1 J. FERRATER MORA, cit. por LÓPEZ RODÓ, p. 596. 
52 V. A. WALTERS, Misiones discretas, Barcelona, Planeta, 1978, p. 331. 
53 Véanse, entre otros: Ch. W. ANDERSON, ob. cit.; AA VV, La economía española: 1960-1980, 

Madrid, Blume, 1982; J. F. TEZANOS, «Modernización y cambio social en España», en La transición 
democrática española, Madrid, Sistema, 1989. 

5-1 J. FUEYO, ob. cit., pp. 21 Y 43. 
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ampliará la tensión de intereses, los nucleará y los llevará a una concurrencia que 
necesita tener su cauce de solución a través de las instituciones políticas» 55. La 
fórmula que postulaba era la constitucionalización del Régimen (definido un tanto 
barrocamente como «democracia social de desarrollo de impronta verdaderamente 
española») con un pluralismo dentro del Movimiento 56. El problema, claro, 
estaba en los límites que se asignaran a dicho pluralismo. 

El propio Franco había afirmado poco antes que «el Movimiento es un sistema 
y hay un lugar en él para todo el mundo», esto es, el concepto de Movimiento­
Comunión sustituía al de Movimiento-Partido. Y al presentar el proyecto de LOE 
ante las Cortes en noviembre de 1966, la caracterizaría como «una amplia demo­
cratización del proceso político [ ... ] los partidos políticos no son un elemento 
esencial y permanente sin los cuales la democracia no pueda realizarse [ ... ]. No 
cerramos la puerta a posteriores modificaciones y complementos, pero éstos 
tendrán que hacerse dentro de los cauces establecidos para evitar peligrosas 
improvisaciones» 57, Quizás en este mensaje del Caudillo estaba implícita aquella 
fórmula estratégica de la Reforma que más tarde, en 1969, invocará el profesor 
Torcuato Fernández Miranda: de la ley a la ley 58. 

Fernández Miranda, catedrático de Derecho Político, iniciado en la política 
como director general de Enseñanza Media (bajo J. Ruiz Giménez) y de Enseñan­
za Universitaria (bajo J. Rubio), había sido designado por Franco, en 1960, tutor 
del príncipe Juan Carlos 59. Autor, entre otros trabajos, de los libros La justifica­
ción del Estado (1946), El concepto de lo social y otros ensayos (1951) y del texto 
oficial de formación política en bachillerato para todo el país, El hombre y la 
sociedad (1961), será nombrado en octubre de 1969 (cambio de gobierno que 
supuso el desplazamiento de los «azules» de la burocracia falangista por los 
«grises» de la tecnocracia opusdeísta) ministro Secretario General del Movimiento, 
«en cuyo cargo --según Palacio Attard- mantuvo un relativo talante aperturista, 
que contrastaba con anteriores posturas suyas más rígidas»; postulando la posibili­
dad de (en palabras del propio Fernández Miranda) «varias formas de entender y 
servir con fidelidad a nuestros Principios Fundamentales» y «un pluralismo ideoló­
gico [en el que] hay una solapada tentación de ruptura» 60. Glosando los poderes 
del Jefe del Estado, según la LOE, estimaba Fernánd~z Miranda que «conocen las 

55 ¡bid., pp. 46-54. 
56 ¡bid., p. 56. 
57 F. FRANCO, Discursos y mensajes del jefe del Estado (1964-67), Madrid, 1968, cit. por PAYNE, 

p.535. 
58 V. PALACIO ATIARD, Juan Carlos J, el advenimiento de la democracia, Madrid, Espasa-Calpe, 

1989, pp. 28 Y 68; C. SECO SERRANO, Juan Carlos J, Madrid, Anaya, 1989, p. 85. 
59 'SECO SERRANO opina que «su papel resultaría decisivo en la transición, aunque, por lo pronto, 

precisamente su fluctuante maquiavelismo, trocado en aspereza cuando lo creía necesario, no le atraía 
muchas adhesiones [ .. ]~ (ob. cit., p. 72). 

60 V. PALACIO ATIARD, ob. cit., p. 69; Declaraciones de FERNÁNDEZMIRANDA en ABC, 11 de enero 
de 1970; la promoción a ministro de FERNÁNDEZ MIRANDA también se la atribuye LÓPEZ RODÓ, en 
Memorias, p. 99. 
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naturales limitaciones» y, en todo caso, «son menos importantes que la condición 
histórica, por todos reconocida, de Caudillo de la Nación española en una de las 
crisis más graves de su historia». Aunque reconoce que, según la Ley de Sucesión, 
la Jefatura del Estado puede revestir tres formas (Caudillaje, Regencia, Monar­
quía), considera a la primera «un título excepcional de autoridad, individualizado, 
y en este sentido irrepetible», y a la segunda «un título de autoridad de carácter 
provisional y temporal» 61. La decisión de Franco, en 1967, de relevar al vicepresi­
dente del gobierno, el capitán general Muñoz Grandes, por el almirante Carrero 
Blanco, fue un claro signo de orientación hacia la reinstauración monárquica, que 
eventualmente neutralizaba las presiones «regencialistas» 62. Las rivalidades inter­
nas del Régimen, «fluidas y a veces superpuestas» (Payne) entre monárquicos y 
regencialistas, por una parte, y entre reformistas y tecnócratas, por otra, se dirimió 
en principio en favor de los monarco-tecnócratas dirigidos por Carrero y López 
Rodó. 

El porvenir de España, para ellos -escribe S. G. Payne-, quedaría asegurado no por los 
proyectos reformistas o semi-falangistas, sino por medio de la completa institucionalización 
de la monarquía. Intentaron garantizar la sucesión logrando que se reconociese heredero a 
Juan Carlos mientras Franco aún viviera, al mismo tiempo que se esforzaron por desmante­
lar el Movimiento. El resultado sería una estructura autoritaria racionalizada, moderna y 
progresista, dirigida por la tecnocracia y coronada por la monarquía 63. 

Por su parte, López Rodó no ha dejado de insistir en su intencionalidad 
reformista o evolucionista, excluyendo de la misma, aparentemente, a José Solís y, 
más extraño aún, a Fernández Miranda: 

No faltaba sino proseguir en la línea de una progresiva adaptación de las instituciones 
políticas a las realidades sociales. En esta dirección empujamos algunos ministros, principal­
mente Castiella, Fraga, López Bravo, Lora Tamayo, Oriol, Silva Muñoz y yo, que teníamos 
cIara conciencia de servir mejor a la evolución pacífica desde dentro y no extramuros del 
Régimen [ ... ]. Mi conducta tomó como punto de partida la aceptación realista y leal del 
régimen de Franco. Frente a las posturas inmovilistas procuré contribuir a su evolu­
ción [ ... ] 64. 

La línea reformista más decidida la representaba, sin duda, Fraga, quien ya en 
1963 había presentado a Franco un proyecto de Constitución, similar en algunos 
aspectos a lo que sería la LOE, introduciendo una mayor representatividad y 
responsabilidad en las Cortes, con Cámara de Procuradores elegida democrática­
mente, y con funciones legislativas y de control del gobierno 65. Su salida del 

61 T. FERNÁNDEZ MIRANDA, Separata, (Madrid, Doncel, 1967) a El hombre y la sociedad, pp. 12-14. 
62 L. LÓPEZ RODÓ, La larga marcha ... ob. cit., p. 351. 
ó.1 S. G. PAYNE, ob. cit., p. 525. El autor puntualiza que el propio LÓPEZ RODÓ no se oponía a 

todos los objetivos de los reformistas. 
ó4 L. LÓPEZ RODÓ, Memorias, pp. 596-597. 
65 S. G. PAYNE, p. 528; L. LÓPEZ RODÓ, pp. 397-400. 
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gabinete en la crisis de 1969 -para Carrero, tras la Ley de Prensa (1966), Fraga era 
«un liberal peligroso» 66_ que se resolvería con el «gobierno monocolor» de los 
tecnócratas, fue el inicio de una reconversión ideológica de sus posiciones hacia 
objetivos plenamente democráticos. En su obra de 1971, El desarrollo político, 
escribirá: 

Ha llegado el momento de que nuestra sociedad camine sobre sus propios pies, de que el 
pueblo español sea declarado mayor de edad, de que empecemos a vivir alejados de 
nostalgias del pasado y de los miedos irracionales respecto del futuro [ ... ]. Hay un marco 
institucional abocetado; pero ahora hay que cumplirlo y desarrollarlo de buena fe, ampliarlo 
y flexibilizarlo con generosidad, meter las fuerzas vivas del país a jugar dentro, y no fuera 
del sistema. España necesita, con urgencia, un claro compromiso con el desarrollo político, 
y, para ello, un decidido plan de reformas 67. 

Fraga consideraba urgentes la regulación de las asociaciones políticas, el 
sistema electoral, el régimen local y la reforma de las Cortes. Planteaba, asimismo, 
la necesidad de las reformas concordataria, fiscal, educativa y empresarial. En 
diversas conferencias y artículos en 1971-72, iría perfilando una teoría del centro, 
de la legitimidad y de la representación, que completarían el marco teoricopolítico 
de su concepción reformista 68. Continuando algunos esquemas previamente ela­
borados, entre otros, por los profesores Carlos Ollero y Luis Díez del Corral, 
analizará el problema de la Monarquía comq forma de Estado: 

Hoy no puede haber, en definitiva, más Monarquía, que la basada en una función social 
[ ... ]. La Monarquía puede prestar, en las sociedades en transición, unos servicios incompa­
rables, si logra constituirse en el centro seguro de un sistema dinámico, como árbitro, como 
moderador, como integrador y como garantía de un proceso de reforma social [ ... ]. La 
Monarquía ha de acompañar a la sociedad en su ser dinámico, y servirle precisamente de 
regulador de los cambios, y de garantía en un proceso de reformas 69. 

El año 1969, como ha señalado Morodo, sería un año políticamente clave 
(estado de excepción, designación del príncipe Juan Carlos como sucesor, sucesi­
vas tentativas asociacionistas, gobierno monocolor tecnocrático ... ) que marca el 
comienzo de la pre-transición 70. Desde el punto de vista histórico, se inicia el 
ocaso del régimen 71. 

Consolidada la «Operación Príncipe», propiciada por el tándem Carrero-López 
Rodó, quedaban marginadas las veleidades regencialistas, arrastrando incluso al 
reformismo de Fraga. El «pluriformismo» del Movimiento se concretó en el 

66 S. G. PAYNE, p. 567. 
67 M. FRAGA IRIBARNE, El desarrollo político, ob. cit., pp. 40-41. 
68 M. FRAGA IRIBARNE, Legitimidad y representación, Barcelona, Grijalbo, 1973. 
69 ¡bid., p. 274. 
70 R. MORaDO, La transición política, p. 84. 
71 S. G. PAYNE, ob. cit., p. 565. 
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Estatuto de Asociaciones que permitiría el nacimiento de algunos grupos, desde la 
extrema derecha (Fuerza Nueva de BIas Piñar) hasta el centro-derecha homologa­
ble con la democracia (Acción Política de Pío Cabanillas y L. Calvo SoteIo, y 
Reforma Social Española de M. Cantarero del Castillo). Los excesos retóricos no 
desaparecerían totalmente, pero todo quedó en agua de borrajas por el escaso 
entusiasmo que Carrero y el propio Franco mostraron por el asociacionismo 72. Sin 
embargo, un grupo de jóvenes reformistas (Ortí Bordás, Martín Villa, Suárez ... ) 
comenzó a presionar, dentro del Movimiento, en favor de un sistema más repre­
sentativo. 

El impacto de ciertos escándalos financieros (Matesa, Reace), el comienzo de 
la crisis económica y el aumento de la actividad huelguística, especialmente notable 
desde 1972 7\ la reactivación de la oposición antifranquista (política, estudiantil, 
eclesiástica) y el terrorismo, frustrarán los planes tecnocrático-autoritarios del 
gobierno. 

Carrero, siempre aleccionado por López Rodó, presentó a Franco en 1971 un 
memorándum instándole a nombrar un presidente del gobierno. El Caudillo 
pospuso tal decisión hasta 1973, pero accedió a clarificar los términos de la sucesión 
(decreto de 15 de agosto de 1971), que propiciaría un debate público académico 
sobre los poderes de la Corona 74. 

En un conocido trabajo de 1973, Luis García San Miguel analizaba sociológica­
mente las corrientes políticas dentro del Régimen, clasificándolas en tres grupos 
(evolucionistas, inmovilistas, involucionistas) y enunciaba la siguiente hipótesis: 

Si se impusieran los evolucionistas, el tránsito hacia una democracia capitalista parece muy 
probable. El modelo sería, curiosamente, el sistema político de la restauración, que algunos 
recuerdan en sus declaraciones. Entraríamos en el neocanovismo: un ejecutivo fuerte, 
presidido por el Rey y unos partidos de notables sometidos al ejecutivo. López Rodó y 
Fraga, u otros semejantes a ellos, serían los Cánovas y Sagasta versión sociedad industrial. 
El socialismo democrático terminaría siendo admitido. No habría violencias, pues es 
evidente que si el poder quisiera la transición a la democracia sería muy fácil lograrla 75. 

Los evolucionistas del Régimen (reformistas desde el poder) eran la única 
corriente que hacía plausible el cambio político, mediante un proceso de reforma 
legal (autorreforma), augurando un futuro entendimiento con los reformistas de la 
oposición. 

También en 1973 el profesor Carlos Ollero, en las conclusiones finales de un 
trabajo suyo, abundaba en los mismos supuestos: 

Los Principios del Movimiento, por su amplitud y generalidad, no suponen obstáculo 

72 [bid., pp. 571-572. 
73 lbid., p. 579. 
74 [bid., p. 605. La exposición más clara de la polémica sobre los poderes del Rey se encuentra en 

V. PALACIO ATIARD, ob. cit., pp. 36-46. 
75 L. G. SAN MIGUEL, Teoría de la transición, pp. 44-45. 
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infranqueable para iniciar y avanzar muy considerablemente en un verdadero desarrollo 
político; por lo demás, existen fórmulas legales apropiadas para su adaptación a las etapas 
culminadoras. Sería políticamente irrazonable no deducir que la vía del desarrollo político 
democrático que se prevé ha de fundamentarse en el acatamiento del orden constitucional 
del que forma parte el procedimiento de desarrollo por la Reforma que se preconiza 76. 

La alternativa de los años siguientes, 1974-76, entre las diversas modalidades de 
la reforma (Arias, Arias-Fraga, Suárez) y de la ruptura (Junta Democrática, 
Plataforma Democrática, Coordinación Democrática), se resolvería finalmente, 
como se pondrá de manifiesto en otros capítulos de esta obra, mediante una 
«estrategia del consenso» que se concretará en una reforma pactada. Como ha 
explicado el profesor Morado, 

Si la muerte de Carrero dejaba al franquismo sin cabeza visible continuista, la muerte de 
Franco traslada el centro del poder a la Corona. La voluntad regia, a pesar de las 
instituciones vigentes, constituirá así el eje de la transición: no será sólo, a partir de ahora, 
un poder moderador, sino un aglutinante global del proceso y de la dinámica política 
española. El poder franquista, como poder total, que se servía de las instituciones, dejaba 
un vacío que las instituciones -sin credibilidad y sin operatividad en la sociedad española­
remitían, de hecho, al poder real. Se mantendrán como instituciones formales y, desde ellas, 
se hará la transición, pero eran ya incapaces de, por sÍ, neutralizar y subordinar a la Corona. 
El franquismo, por naturaleza, como he indicado, acaba con Franco 77. 

A modo de conclusión, muy sumariamente, podemos establecer las siguientes 
hipótesis: 

1. El franquismo, especialmente en sus postrimerías, se ajusta cabalmente al 
modelo de régimen autoritario que ha descrito, entre otros, el profesor 
Linz. 

2. Además de las características señaladas para dicho modelo, hay que 
subrayar la de su carácter «biodegradable», a diferencia de los sistemas 
totalitarios. Esto es, la posibilidad de generar en su seno procesos evolucio­
nistas o de «autorreforma» que transformarán al régimen, gradual pero 
inevitablemente, en una democracia. 

3. Cabe destacar, por último, algunas especificidades de la pre-transición en 
el caso español: su carácter eminentemente político y moderado, en un 
país con escasa cultura democrática; el centripetismo ideológico de los 
principales grupos reformistas; la neutralidad de las fuerzas armadas y, 
especialmente, un destacado rol de la Corona, tanto en sus funciones 
árbitro-moderadoras como en las político-decisorias. 

76 C. OLLERO, «Desarrollo político y constitución española}>, Boletín Informativo de Ciencia 
Política, 13-14, Madrid, 1973, p. 26. 

77 R. MORaDo, ob. cit., p. 95. 



2. La dinámica de la legitimidad 
en el discurso político de 

la transición 

RAFAEL DEL ÁGUILA 

lo Introducción: legitimidad y transición 

La íntima vinculación de «lo legítimo» con estándares valorativos ha convertido en 
corrientes definiciones del término cuyo principal objetivo es aclarar el proceso a 
través del cual se crea la legitimidad. ASÍ, la fuerza de una pretensión de 
legitimidad descansaría en su capacidad de invocar con éxito ciertos valores y 
fundamentos externos a, e independientes de, la mera opinión del que sostiene 
aquella pretensión. Esto es, una acción o una institución resultan legítimos cuando 
pueden invocar alguna fuente de autoridad o legitimidad más allá de ellos mismos 
que los justifica l. De este modo, una huelga general o una manifestación callejera, 
la reforma de una ley o la negociación entre varios partidos políticos sobre una 

I ej., por ejemplo, J. H. SCHAAR, «Legitimacy in the Modero State~~, en W. CONNOLLY (comp.), 
Legitimacy and the State, Oxford, Basil Blackwell, 1984, pp. 107 SS.; también H. F. PITKIN, Wittgenstein 
and Justice, Berkeley, Los Angeles y Londres, University of California Press, 1973, pp. 280 ss. 
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normativa electoral, pueden remitir su pretensión de legitimidad a los más diversos 
estándares valorativos: la libertad de expresión, la transparencia del proceso de 
decisión política, la estructura legal vigente, la igualdad de oportunidades entre la 
pluralidad de opciones ideológicas, etc. El que, a su vez, ese estándar valorativo 
sea problematizado o requiera de ulterior justificación, es un problema que 
concierne en cada caso al grado en que determinados valores estén o no inscritos en 
la cultura política de una población, sean centrales o hegemónicos en ella, etc. 
Pero, sea como fuere, este hecho supone que la legitimidad se halla estrechamente 
vinculada a la idea de justificación racional y de consenso en torno a valores 
compartidos por la comunidad 2. Por esta razón, la idea de justificación argumen­
tativa y de referencia a valores ocupa un lugar importante en el análisis que sigue, 
articulándose ambas dentro de la dinámica de la transición como aspiración y 
búsqueda de fundamento legítimamente para las distintas opciones políticas 
y estratégicas. 

Como toda transición política, la nuestra constituyó un proceso de «institucio­
nalización de la incertidumbre», de la falta de fijación de las distintas opciones 
estratégicas, de plasticidad y de intervención de la Fortuna en grado superlativo 3. 

Todo pudo ser de otra manera, no hubo «fuerza del destino» ni tragedia griega, 
sólo posibilidades actualizadas por los actores. Tampoco hubo indeterminación 
absoluta y sí un marco contextual específico aunque pleno de azar, elección y 
estrategias. Muy posiblemente este carácter abierto de los procesos de transición 
los convierte en esencialmente impredecibles y sujetos a dinámicas en las que la 
aparición de lo inesperado es la regla, mientras la regularidad del comportamiento 
constituye la excepción 4. Pero es precisamente esa estructura abierta la que nos 
permite apreciar, acaso mejor que en ningún otro fenómeno político, la esencial 
dinamicidad de los argumentos legitimantes. 

2 En estos momentos no interesa entrar en la polémica de si nos hallamos realmente ante una 
justificación racional (J. HABERMAS, Problemas de legitimación en el capitalismo tardio, Buenos Aires, 
Amorrortu, 1968), o bjen una justificación basada exclusivamente en los valores convencionales de 
nuestra tradición cultural occidental cuya defensa constituiría, por otro lado, la única posibilidad de 
racionalidad (R. RORTY, eonsequences 01 Pragmatism, Sussex, The Harvester Press, 1982), o ante una 
justificación basada, sí, en valores de nuestra tradición, pero adecuadamente recuperados por nuestra 
capacidad de «phrónesis» (A. MCINTYRE, After Virtue, University of Notre Dame Press, Notre Dame, 
1984) o ante una justificación cuyo argumento legitimante último está en ciertas referencias formales y 
convencionales concernientes a nuestra esfera pública (H. ARENDT, Between Past and Future, Har­
mondsworth, Penguin, 1968). Lo que específicamente buscamos es una descripción de los canales a 
través de los cuales se produjeron las distintas fórmulas de legitimación en la transición española y no 
una discusión crítica sobre su estatus epistemológico. 

3 Véanse, por ejemplo, G. O'DONNELL y P. C. SCHMIlTER, Transitions lrom Authoritarian Rule. 
Tentative Conclusions About Uncertain Democracies, Baltimore y Londres, Johns Hopkins University 
Press, 1986, pp. 3 SS.; A. PRZEWORSKI, «Sorne Problems in the Study of the Transition to Democracy», en 
G. O'DONNELL y P. C. SCHMITIER, Transitions from Authoritarian Rule. eomparative Perspectives, 
Baltimore y Londres, Johns Hopkins University Press, 1986, p. 58, etc. 

4 Quizá por eso los modelos del «rational choice» o del estructuralismo resultan a veces tan pobres 
en su capacidad de explicación, comprensión y predicción de estos procesos. ef R. del ÁGUILA, «El 
problema del diseño político de la transición», Documentación Social, núm. 73, oct.-dic. de 1988, 
pp. 25 ss. 
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Las páginas que siguen intentan mostrar el poder que la legitimidad tuvo en el 
condicionamiento de las distintas estrategias del proceso de transición, así como 
comprender la razón por la que la legitimidad del poder 5 resultante debe en buena 
parte su legitimidad vigente a aquel proceso en el que tuvo su origen. 

11. Crisis de legitimidad y construcción de una alternativa 
al franquismo 

Es un lugar común, por otra parte bastante razonable, sugerir que un proceso de 
transición al pluralismo suele venir precedido de dos importantes desarrollos 
interrelacionados: un cambio en la estructura económica y social y una crisis en la 
legitimación autoritaria del régimen anterior 6. Parece que el caso de la transición 
española ofrece un importante apoyo a esta tesis. 

En efecto, la España de los sesenta y los setenta sufrió toda una serie de 
cambios económicos, de transformaciones de la estructura social, un paulatino 
incremento del desarrollo urbano, la aparición de nuevas clases medias, una 
creciente interconexión económica y cultural con Europa, etc., que indudablemen­
te favorecieron un proceso de secularización, una transformación de las identida­
des sociales y culturales, un cambio de valores, una modernización de la sociedad y 
de la cultura política, al menos en ciertas zonas clave, etc. 7. Todo ello parecía 
apuntar a la formación gradual de lo que Almond y Yerba denominaron una 
«cultura cívica» 8, esto es, al surgimiento, adecuado a un cierto nivel de desarrollo 
económico y social, de una serie de valores y creencias que hacen posible o facilitan 
la aparición y el funcionamiento de un régimen democrático. No obstante, convie­
ne ser cauto a este respecto porque, efectivamente, la relación entre cambio social, 
cambio de valores, crisis de legitimidad y procesos de transición, está lejos de ser 
automática, como demostraría, entre otros muchos ejemplos posibles, el que 
países con un grado de desarrollo económico y social superior al de, pongamos por 
caso, Grecia o Portugal, no hayan conseguido por ello un mayor éxito en sus 
procesos de transición al pluralismo 9. Existen demasiados factores implicados 
como para hacer recaer el peso de la determinación del proceso en uno solo. 

s Sobre la «legitimidad del poder» y el «poder de la legitimidad» cf V. MATHIEU, «Légitimité et 
Pouvoir» en A. MOULAKIS (comp.), Legitimacy/Légitimité, Proceedings of the Conference held in 
Florence June 3/4, 1982, Berlín, Nueva York, European Institute, Walter de Gruyter, 1986, pp. 15 ss. 

6 ef, por ejemplo, S. GINER, «Political Econorny, Legitimation and the Sta te in Southern Europe», 
en G. O'OONNELL, P. C. SCHMITTER y L. WHITEHEAO (comps.), Transitions from Authoritarian Rule. 
Soufhern Europe, Baltirnore y Londres, Johns Hopkins Vniversity Press, 1986, p. 35. 

7 ef, por ejemplo, J. M. MARAVALL y J. SANTAMARíA, «Political Change in Spain and the Prospects 
for Democracy» en J. O'DONNELL, P. C. SCHMITTER y L. WHITEHEAD (comps.), ob. cit., pp. 72 ss. 

/! el. G. ALMONO y S. VERBA, La cultura cívica, Madrid, Euroamérica, 1970. 
9 Una crítica reveladora de los supuestos etnocéntricos del análisis de ALMOND y VERBA en R. 

INGLEHART, El cambio cultural en las sociedades industriales avanzadas, Madrid, Centro de Investiga-
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Pero sea como fuere, de lo que no parece haber duda es de que la crisis de 
legitimidad del régimen autoritario constituye un elemento crucial para la puesta 
en marcha de un proceso de transición a la democracia. De hecho, los autoritaris­
mos, al menos en el sur de Europa, han tenido su «talón de Aquiles» en la 
dificultad para fundamentar su legitimidad en valores y concepciones del mundo 
que, desde la derrota del fascismo, habían caído en un amplio descrédito en 
Occidente 10. Esto explicaría, en buena parte, los esfuerzos del franquismo por 
acudir a nuevas formas de legitimidad tales como la eficacia tecnocrática o la paz 
para justificar el papel y la autoridad del dictador, la necesaria represión de los 
conflictos y el pluralismo, etc. Y, en cierta medida, esta estrategia caló de manera 
duradera en la población española. 

El equilibrio mantenido a lo largo de los años por dos valores cruciales como 
son los de la paz y la justicia, nos dará una idea de lo que queremos decir 11: 

1966 1970 1975 1975 1976 

Paz (%) 57 62 45 39 36 

Justicia (%) 14 15 23 26 27 

La paz era un valor crucial y, aunque pierde fuerza apreciablemente en favor de 
la justicia y otros valores conexos durante la década descrita en el cuadro, su 
importancia en el conjunto de la cultura política es innegable. Sin embargo, 
también lo es el paulatino cambio de valores que se hace a cada paso más y más 
profundo. Así, a mitad de la década de los setenta, el 77 % de la población opinaba 
que lo más importante en nuestro país era «mantener el orden y la paz», pero, al 
tiempo, un 75 % de los encuestados opinaba que «cada cual tiene derecho a pensar 
lo que quiera» y un 58 % afirmaba que «lo que está haciendo falta en España es 
cambiar muchas cosas» 12. Esta ambivalencia probablemente reflejara el hecho de 
que, durante aquellos años, coexistía una aceptación pasiva del régimen autoritario 
con el surgimiento de valores y actitudes de tolerancia l3. De hecho, esto suponía 

ciones Sociológicas, 1991. ej. también P. C. SCHMITIER, «An Introduction to Southern Europe Tran­
sitions from Authoritarian Rule», en G. O'DONNELL, p, C. SCHMITIER y L. WHITEHEAD, ob. cit., pp. 
7 ss. 

10 ej., por ejemplo, S. GINER, ob. cit.; también G. O'DONNELL y P. C. SCHMITIER, Transitions jrom 
Authoritarian Rule. Tentative Conclusions aboul Vncertain Democracies, Baltimore y Londres, Johns 

Hopkins University Press, 1986. . 
1I Las fuentes para la elaboración de este cuadro en R. LÓPEZ PINTOR, «El estado de la opinión 

pública española y la transición a la democracia», REIS, núm. 13, enero-marzo de 1987, p. 22; A. LÓPEZ 

PINA y E. LÓPEZ ARANGUREN, La cultura política de la España de Franco, Madrid, Taurus, 1976. 
12 lbid., pp. 126 ss. 
13 lbid., pp. 92 ss.; R. LÓPEZ PINTOR y R. BUCETA, Los españoles de los años setenta: una versión 

sociológica, Madrid, Tecnos, 1975; R. LÓPEZ PINTOR; «Los condicionamientos socioeconómicos de la 
acción política en la transición española», RElS, núm. 15, 1981, etc. 
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un importante proceso de socavamiento de los valores más importantes del 
régimen anterior. En pleno año 1973, cuando estas opiniones, no hay que olvidar­
lo, eran ilegales, un 74 % de los encuestados se mostraban de acuerdo con la 
libertad de prensa, un 71 % con la religiosa, un 56 % con la sindical, etc. 14. Como 
resultado de este proceso de deslegitimación, el valor positivo del cambio político 
va imponiéndose de forma que a la muerte del general Franco un 61 % de los 
españoles deseaban que lenta (39 %) o rápidamente (22 %) las cosas cambiaran y 
se llegara a un régimen democrático 15. 

¿Es entonces el proceso de cambio cultural y la deslegitimación del régimen 
autoritario los que determinan la génesis y el desarrollo de los procesos de 
transición a la democracia? Recientemente A. Przeworski ha puesto en duda el que 
la legitimación (o la deslegitimación si se prefiere) posea tal fuerza determinante. 
En primer lugar, porque, según este autor, la legitimidad es reducible a algo 
distinto y es determinada por otros procesos 16. En segundo lugar, porque la 
erosión de legitimidad no es un factor necesario y suficiente para el cambio 
político 17. En efecto, la legitimidad, a su parecer, es sólo un elemento lateral en la 
supervivencia del régimen, puesto que lo que importa para la estabilidad de un 
sistema de dominación es la presencia o ausencia de alternativas preferibles. Así, la 
pérdida de legitimidad de un régimen autoritario sin que exista una alternativa al 
mismo viable, coherente y organizada, no produce consecuencias políticas trans­
formadoras. Sin una alternativa, los individuos aislados no tienen elección po­
sible aun cuando consideren más legítimo un régimen político distinto del exis­
tente. 

Ahora bien, ¿no forma parte de todo proceso deslegitimador cuando éste 
concierne a valores políticos centrales el intento (o, quizá sería mejor decir, los 
intentos) de creación de alternativas viables y coherentes? ¿Y no tendrían tales 
intentos un éxito tanto mayor cuanto más profunda y extensa fuera la deslegitima­
ción? Es innegable, con todo, que en la creación de alternativas el poder condicio­
nante del contexto económico, social y político tanto nacional como internacional 
juega un papel crucial. En el caso español, por lo demás, tanto el asesinato de 
Carrero Blanco como la muerte del dictador tuvieron probablemente mucha 
importancia para el aumento en la viabilidad de las alternativas de transición. Pero, 

14 Cf J. J. UNZ, M. GÓMEZ REINO, F. A. ORIZO y F. A. VILA: Informe sociológico sobre el cambio 
político en España, Madrid, FOESSA, Euroamérica, 1981, pp. 621-2; también J. M. MARAVALL, La 
política de la transición, 197511980, Madrid, Taurus, 1981, p. 34. 

15 Cf J. J. TOHARIA, Cambios recientes en la sociedad española, Madrid, lEE, 1989, p. 62. Según 
datos obtenidos retrospectivamente en 1980, un 47 % de los encuestados deseaba que tras la muerte de 
Franco las cosas cambiaran poco a poco. Cf R. LÓPEZ PINTOR, La opinión pública española: del 
franquismo a la democracia, Madrid, CIS, 1982, p. 63. 

16 Cf A. PRZEWORSKI, «Material Basis of Consent: Politics and Economics in an Hegemonic 
System», Political Power and (he Social System, núm. 1, 1980. 

17 Cf A. PRZEWORSKI, «Sorne Problems in the Study of the Transition to Democracy», en G. 
O'DONNELL, P. C. SCHMITTER y L. WHlTEHEAD, Transitions from Authoritarian Rule. Comparative 
Perspectives, Baltimore y Londres, Johos Hopkins Uoiversity Press, 1986, p. 50 ss. 
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también es cierto, que en la España de los sesenta y los setenta todo un conjunto de 
movimientos sociales y políticos coadyuvaron, sobre el telón de fondo de los 
cambios económicos, sociales y culturales, tanto al proceso de deslegitimación 
como a la creación de alternativas y salidas a la crisis política. 

En este sentido, el movimiento obrero, el movimiento estudiantil, los movi­
mientos nacionalistas, etc., jugaron un papel crucial en el proceso de deslegitima­
ción del franquismo, en el fracaso del continuismo y en la preparación de opciones 
políticas y estrategias viables con posibilidades de futuro 18. 

Durante los sesenta se produce un claro incremento de la protesta obrera. Así, 
mientras de 1963 a 1967 la protesta de carácter político constituye el 4 % del total 
de acciones de tal tipo, en el período 1968/1974 el dígito sube hasta alcanzar un 
45,4 %. Durante este último período la represión del régimen se acentúa conside­
rablemente, pero esta respuesta evidencia paulatinamente su carácter inútil y 
provoca un creciente descontento no sólo entre la población general sino entre las 
elites económicas, la Administración pública, las clases medias, etc. Se ponía de 
manifiesto el riesgo de que la crisis de la dictadura desembocara en una catástrofe 
social y económica para esos sectores sociales 19. De hecho, el movimiento obrero 
estaba ganando fuerza tras la represión. Las huelgas ilegales se incrementan en 
un 84 0;0 entre 1972 y 1973 Y un 63 % entre 1973 y 1974 20. Tras la muerte de 
Franco, el número de horas de trabajo perdidas en 1976 asciende a 156 millo­
nes 21. Sólo en el primer trimestre del citado año se perdieron un número de 
horas de trabajo 3,5 veces superior al correspondiente a todo el año 1975 22. Lo 
mismo que hasta aquí se ha señalado respecto del movimiento obrero podría 
decirse de las acciones de masas globalmente consideradas 23. • 

En estas circunstancias, el viejo equilibrio entre las distintas facciones del 
régimen, que ya venía siendo socavado por los cambios económicos y sociales de la 
década precedente, se deteriora, al tiempo que se produce un estrechamiento del 
apoyo social que reciben 24. La crisis del bloque dominante, su incapacidad para 
resolver los problemas sociales y políticos, para adaptarse a circunstancias nuevas y 
cambiantes, la desintegración de equilibrios y apoyos, etc., unida al aumento de la 

18 CI J. M. MARAVALL, «La transición a la democracia», Sistema, núm. 36, mayo de 1980, pp. 77 ss.; 
J. CASANOVA, «Modernization and Democratization: Reflections on Spain's Transition to Democracy», 
Social Research, núm. 50, 4, invierno de 1983, pp. 937 SS.; J. SANTAMARíA, «Transición controlada y 
dificultades de consolidación: el ejemplo español» en J. SÁNTAMARíA (comp.), Transición a la 
democracia en el Sur de Europa y América Latina, Madrid, CIS, 1981, pp. 386 ss. 

19 ef. J. M. MARAVALL, ob. cit., pp. 71 ss. 
20 Cf J. M. MARAVALL, «La alternativa socialista. La política y el apoyo electoral del PSOE», 

Sistema, núm. 35, marzo de 1980, pp. 9 ss. 
21 ef J. M. MARAVALL, La política de la transición, cit., p. 28; también J. M. MARAVALL, Dictadura 

y disentimiento político, Madrid, Alfaguara, 1978. 
22 ¡bid. y C. HUNEEUS, «La transición a la democracia en España: dimensiones de una política 

consociacional» en J. SANTAMARíA (comp.), ob. cit., p. 269. 
23 ef. J. VIDAL BENEYTO, Delfranquismo a una democracia de clase, Madrid, Akal, 1977, pp. 102 ss. 
24 ef. J. M. MARAVALL y J. SANTAMARíA, ob. cit., pp. 76-7. 
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combatividad de la OposlclOn y sus organizaciones, configura al unísono un 
panorama de crisis que produce un constante y doble proceso de socavamiento de 
legitimidad en el régimen y de creación de las condiciones para el surgimiento 
de una alternativa. 

Por otro lado, la lucha política de oposición tenía también unas características 
peculiares. En opinión de V. Pérez Díaz la cultura política de la clase obrera se 
había formado en torno a experiencias y luchas concretas (convenios, etc.) y sobre 
la base de organizaciones locales con amplio margen de autonomía 25. Creo que 
esta imagen puede ser adecuada a la descripción de las prácticas políticas de 
oposición en general, ya se produjeran éstas en el barrio, la Universidad, los 
Institutos, o cualquier otro lugar. 

Aun cuando la clandestinidad obligaba a utilizar un considerable grado de 
centralismo en la toma de decisiones, éste era en muchas ocasiones desbordado por 
las circunstancias. Aun cuando la manipulación y el secretismo no estaban ausentes 
de esas prácticas, la reivindicación de valores ligados a la publicidad, al convenci­
miento por la argumentación o a la transparencia, actuaban como contrapeso. Por 
lo demás, la lucha local por reivindicaciones concretas exponía a los integrantes de 
los más diversos colectivos al contacto directo con la discusión pública sobre 
intereses comunes, con el conflicto, el diálogo y la acción concertada. En este 
sentido, pese al autoritarismo de ciertas organizaciones clandestinas, los argumen­
tos legitimadores de mayor peso fueron aquéllos ligados a valores democráticos, de 
apertura, de cambio, de participación, de justicia, etc. Se suponía que la existencia 
de procesos autoritarios o'no democráticos ligados a la oposición podían, primero, 
ser denunciados con transparencia en los espacios públicos de configuración de la 
política de oposición y, segundo, no eran más que los males a los que la 
clandestinidad obligaba: tan pronto como se consiguiera una democracia desapare­
cerían las cautelas de ausencia de transparencia o de centralización que, lamenta­
blemente, de vez en cuando aparecían en la praxis de protesta. No parece 
exagerado decir que todo lo que se esperaba de participativo de la democracia 
futura tuvo su caldo de cultivo en las experiencias políticas conflictivas y asamblea­
rias de estos movimientos durante las dos últimas décadas 26. 

No obstante, las propias condiciones de las luchas políticas bajo el franquismo 
hicieron que en muchas ocasiones la experiencia y la cultura políticas de los 
distintos sectores sociales implicados directa o indirectamente en ellas fueran 
locales y limitadas. Si exceptuamos a las minorías militantes (y, a veces, ni siquiera 
con esta excepción) pocos parecían poseer una visión política de conjunto como no 

25 Cf v. PÉREZ DíAZ, Clase obrera, partido y sindicatos, Madrid, INF, 1979, pp. 19 ss. 
26 Naturalmente la tensión entre organizaciones centralizadas y contextos abiertos y participativos 

creó ciertas ambivalencias. Así, como ha señalado V. PÉREZ DtAZ (<<Clase obrera y organizaciones 
obreras en la España de hoy; política y vida sindical», Sistema, 32, septiembre de 1979, pp. 7 ss.) la acti­
tud de la clase obrera frente al fenómeno asambleario ha sido compleja. En datos de 1978, las asambleas 
son de capital importancia para el 94 % de los obreros, un 78 % asiste regularmente a las mismas, pero 
un 82 % afirma que sólo unos pocos conocen realmente los problemas de los que se trata y se atreven a 
intervenir para defender sus puntos de vista y un 56 % se declara partidario del voto secreto. 
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fuera una vaga idea de oposición (no siempre activa) a la dictadura o la reivindica­
ción de ciertos valores generales y nebulosos. Esto hizo que su posicionamiento 
político fuera en buena medida muy moderado en la gran mayoría de los casos y 
esto, desde luego, atañe por igual a todos los escenarios de protesta aunque, como 
es natural, existan grados. Ni que decir tiene que más allá de estos sectores 
movilizados la sociedad española era todavía más moderada 27. 

Las propias condiciones de la lucha de oposición, la moderación del público 
implicado, el surgimiento de valores democráticos, etc., fueron haciendo que, poco 
a poco, los distintos sectores de la oposición al franquismo fueran convergiendo en 
una serie de mensajes democráticos y democratizantes que respondían y creaban a 
un tiempo un refuerzo de la legitimación a través de valores argumentativos tales 
como libertad, autonomía, pluralismo, diálogo, etc. Santos Juliá ha llamado la 
atención recientemente sobre el hecho de que la clase obrera, que había debilitado 
durante la República los fundamentos de la democracia, se convertía en el caso 
actual tanto por la praxis de sus organizaciones como por su discurso ideológico en 
uno, si no el más sólido, de sus posibles fundamentos 28. La extensión e intensidad 
de la cultura política democrática en la oposición y la pretensión de legitimidad con 
referencia casi exclusiva a sus valores, han constituido uno de los catalizadores más 
importantes tanto en la crisis de legitimidad del franquismo como en la puesta en 
disposición de las distintas opciones políticas para lograr la formación de una 
alternativa viable, coherente y organizada al régimen autoritario. 

111. Legalidad y legitimidad en los inicios de la transición 

El análisis que J. J. Linz realizó hace años sobre el régimen autoritario español 
constituye hoy un clásico 29. Como se recordará, una de las características más 
salientes del mismo consistía en la especificación dentro del bloque dominante del 
franquismo de una considerable fragmentación en corrientes, opciones ideológicas, 
fuentes de legitimidad, etc. (falangistas, tecnócratas, Opus Dei, militares, tradicio­
nalistas ... ). Si a ello añadimos el concepto de «semioposición» 30 que algunos 
grupos y personalidades mantuvieron en el interior del régimen, el cuadro resultan­
te está lejos de ser unitario o monolítico políticamente hablando. De hecho, 
posiblemente fue esta fragmentación la que mejor coadyuvó a que el dictador 
cumpliera un papel arbitral crucial entre las distintas corrientes y opciones, y, en 

27 Cf J. M. MARAVALL, «La tran:;ición a la democracia en España», cit., p. 79. 
28 Cf S. JULlÁ, «Transiciones a la democracia en la España del siglo XX», Sistema, 84, mayo de 1988, 

pp. 39 ss. 
29 Cf J. J. UNZ, «El régimen autoritario: el caso de España» en M. FRAGA, J. VELARDE Y S. del 

CAMPO (comps.), La España de los años setenta, vol. IlI, Madrid, Moneda y Crédito, 1974. 
30 Este concepto se debe igualmente a J. J. LlNZ, «Opposition to and under an Authoritarian 

Regime» en R. DAHL (comp.), Regimes and Oppositions, New Haven y Londres, Yale University Press, 
1975, pp. 193 ss., 205 ss., 211 ss., etc. 



España (1975-1986) 55 

consecuencia, reforzó su propio papel, su eficacia y su legitimidad. Pero, tras su 
muerte, la fragmentación produjo una auténtica «parálisis decisoria» 31 y la posibi­
lidad de generar un acuerdo unánime dentro del bloque dominante para enfrentar 
el problema de la sucesión se evaporó. 

Debido a esta situación, no parece descabellada la opinión de C. Huneeus 
según la cual la heterogeneidad política en el seno del franquismo impediría que se 
aplicara en este caso la dualidad «duros»/«blandos» que G. O'Donnell ha propuesto 
para el estudio del comportamiento del bloque dominante en las transiciones al 
pluralismo 32. No podríamos entender correctamente la complejidad de papeles y 
opciones que jugaron las distintas familias franquistas haciendo que su alta 
fragmentación quede dividida únicamente en dos alternativas: aquellos que no 
desean cambiar en absoluto frente a aquellos que reconocen la necesidad de 
cambios profundos. Y, sin embargo, convenientemente restringida, aquella duali­
dad puede resultarnos muy útil para el análisis del funcionamiento de los argumen­
tos de legitimidad en el proceso de transición. 

En efecto, los calificativos «duro» o «blando» o, reformulando los términos 
para el caso español, continuistas y reformistas, no aluden a atributos fijos de los 
actores, los grupos o las instituciones, sino a alternativas estratégicas, no siempre 
precisas ni bien definidas en sus límites, debido a la plasticidad y esencial 
incertidumbre que presiden las situaciones de transición, pero claramente 
distintas 33. 

Sin embargo, existe una dificultad previa. Las referencias a la necesidad de 
cambio político y de reformas institucionales y al orden y la seguridad, que podrían 
constituir el elemento diferenciador entre ambas alternativas, pueden encontrarse 
tanto en el discurso continuista como en el reformista, lo que en un primer 
momento dificultaría la fijación de ambas opciones estratégicas si nos atenemos 
únicamente a la literalidad de lo expresado 34. 

Esta coincidencia parcial entre posiciones demostraría, indudablemente, que 
incluso aquellos que querían un esencial mantenimiento del régimen autoritario, 
debido al proceso de deslegitimación aludido en el epígrafe anterior, se veían 
obligados a intentar fundamentar parte de su legitimidad en los deseos de cambio 
de la población española; o bien, que incluso aquellos que deseaban el cambio en el 

3\ Cf C. HUNEEUS, La Unión de Centro Democrático y la transición a la democracia en España, 
Madrid, CIS, 1985, p. 36. 

32 ¡bid., p. 27, nota 6l. 
33 Cf G. O'DONNELL y P. C. SCHMITIER, Transitions from Authoritarian Rule. Tentative Conclusions 

about Uncertain Democracies, cit., pp. 15 SS., 74, nota l. 
34 Veamos una muestra de las referencias de los continuistas al cambio y a la seguridad y la paz: 

«Nuestro país va a tener, y muy pronto, una fase de reforma política que es inevitable» (M. FRAGA, Ya, 
18-2-1975). «Estoy por el Movimiento y por la reforma, no por la ruptura y por el caos sin destino 
definido» (M. FRAGA, ABC, 20-6-1975). «La sociedad española está en la vía pacífica a la democracia» 
(M. FRAGA, El País, 5-6-1976). Como puede comprobarse, todas las citas son anteriores al período 
propiamente reformista que dará comienzo en julio de 1976 con el nombramiento de A. SUÁREZ como 
presidente del Gobierno. 
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interior del régimen, exigían también un quantum de seguridad y orden. Pero lo 
cierto es que esta coincidencia parece dificultar nuestra tarea de delimitar en unos y 
en otros las fuentes de legitimidad en conexión con los elementos esenciales de su 
discurso político. 

No obstante, y pese a ello, es perfectamente posible distinguir ambas posturas 
en sus rudimentos básicos (aun cuando los límites se mantengan imprecisos) si 
logramos definir para continuistas y reformistas: 

1. Los «programas máximos» tanto legales como políticos del cambio del 
sistema (lo que prefigura un buen perfil de la «finalidad democrática» que se dice 
perseguir). 

2. Los límites en el reconocimiento de la oposición, en el pacto con la misma y 
en la «materia pactable», así como los riesgos que se está dispuesto a asumir en el 
proceso (lo que prefigura el tipo de medios políticos que van a emplearse). 

3. El nivel y los grados de verosimilitud y credibilidad en las políticas que 
plasmarían los dos primeros puntos. 

Indudablemente, la mejor encarnación de la política continuista la tenemos en 
la estrategia del gobierno Arias-Fraga desde finales de 1975 hasta el verano de 
1976. En este contexto podríamos afirmar que la pretensión de legitimidad de los 
continuistas se hallaba fuertemente apegada a la identificación con la legalidad 
vigente y al mantenimiento de ciertos valores «básicos» del régimen. Es de 
destacar, en lo que hace a este último aspecto, la continua insistencia en el orden, 
la paz y la seguridad como los valores centrales de la política continuista. En buena 
parte la legitimidad de esta alternativa estaba ligada a su capacidad para el 
mantenimiento del orden público y político y a su capacidad para garantizar, desde 
una reforma interna del régimen, la construcción de un sistema político estable. 
Una excesiva apertura pondría en riesgo tanto la legalidad, en su espíritu y en su 
letra, como esos valores básicos e irrenunciables. 

Este hecho produjo una apuesta por una estrategia de cambio restringido cuyo 
primer y más importante peldaño fue, posiblemente, la negativa frontal al recono­
cimiento y legalización de la oposición y, en consecuencia, al diálogo y al pacto con 
ella. La credibilidad de los continuistas en lo que respecta al cambio político, 
declaraciones públicas al margen, fue prácticamente nula debido, precisamente, a 
la forma en que se enfocó tanto el programa máximo de reformas como la relación 
con la oposición. Pero la eficacia con la que se perseguían incluso aquellos valores 
ligados al orden y la paz era también extremadamente endeble. La elección de la 
estrategia de cambio restringido desató una dinámica de polarización y generó 
inestabilidad y violencia políti~as, lo que supuso altos costes para todos los actores 
(el gobierno, pero también la Corona; los reformistas, pero también la oposición, 
etc.). Se imponía progresivamente la conciencia de que la represión suponía un 
decremento en la seguridad y en la estabilidad del régimen mismo, mientras la 
apuesta por una mayor tolerancia parecía mucho menos arriesgada 35. 

35 e!. c. HUNEEUS, ob. cit., pp. 15 ss., 66 ss., etc. HUNEEUS cita en este contexto el axioma de 
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El fracaso del continuismo para aunar orden, estabilidad, seguridad, por un 
lado, y cambio, reforma, por otro, hizo que en los últimos tiempos se intentara, 
con poca fortuna, subrayar el segundo aspecto frente al primero. La Ley de 29 de 
mayo de 1976 reguladora del derecho de reunión, señalaba en su preámbulo que la 
nueva ordenación legal de tal derecho respondía a «[ ... ] los deseos de desarrollo 
ordenado del proceso político hacia unas estructuras de poder plenamente 
democráticas» 36. Pero ya era demasiado tarde. Los continuistas parecían incapa­
ces de garantizar los valores en los que asentaban tanto su legitimidad como la 
eficacia de su política. Aquellos que en algún momento les apoyaron dejaron de 
hacerlo y se inició de este modo el paso hacia una nueva fase reformista que recicló 
y reorganizó las estrategias y los argumentos de legitimidad 37. 

La nueva opción reformista contaba, en principio, con idéntica legitimidad de 
origen que los continuistas: la legitimidad de lo legal. Era el suyo un gobierno legal 
y legítimamente instituido de acuerdo con los procedimientos jurídicos vigentes. El 
nombramiento de A. Suárez por el Rey les otorgaba, además, una apariencia de 
continuidad y una identificación con el régimen anterior que era reforzada por el 
mantenimiento de elementos franquistas en posiciones clave del aparato del 
Estado: Fuerzas Armadas, policía, sistema judicial, burocracias, gobiernos munici­
pales y provinciales, etc. 38. Su primera fuente de legitimidad fue, entonces, la de 
la legalidad sucesoria y el statu-quo político. 

El gobierno reformista obtuvo su segunda fuente de legitimidad, no ya de su 
origen jurídico-político, sino del ejercicio del poder de acuerdo con la estructura 
legal vigente. Con otras palabras, el ejercicio del poder adquiría su legitimidad a 
través de su sujeción a las normas que regulaban su uso. La identificación de la 
legitimidad de la reforma con la legalidad fue uno de los argumentos más 
difundidos y repetidos por todos los protagonistas y seguidores de esta opción 39 

R. DAHL sobre los costes de la tolerancia y la represión (véase R. DAHL, Polyarchy: Participation and 
Opposition, New Haven, Yale University Press, 1971). 

36 Boletín Oficial del Estado, núm. 130, 31 de mayo de 1976. 
37 A esta reorganización de estrategias se apuntaron igualmente ciertos sectores del continuismo. 

Un buen ejemplo lo constituye la reorganización de la derecha española de la mano de M. FRAGA Y que 
va desde AP, a CD, CP y PP. Su evolución ha resultado ser una de sus principales características. No 
hay que olvidar, por lo demás, que en 1977-8 para el 69 % del electorado AP era un partido franquista y 
para un 47 % un partido no democrático. Véase J. R. MONTERO, «AP, CD y CP (1976/86)>>, en 
J. SANTAMARIA (comp.), Los partidos políticos españoles, Madrid, CIS, 1987; también J. R. MONTERO, 

«Los fracasos políticos de la derecha española», RE/S, núm. 39, julio-septiembre de 1987, p. 1l. 
38 c¡ J. M. MARAVALL y J. SANTAMARtA, ob. cit., p. 90. 
39 Así, M. HERRERO DE MIÑÓN hablaba de la transición como un proceso «hecho desde la legalidad y 

sin quiebra alguna de la misma» (Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, citado en G. PECES­

BARBA, La elaboración de la Constitución de 1978, Madrid, CEC, 1988, p. 21). A. SUÁREZ, por su lado, 
afirmaba: «Hemos aceptado el compromiso de la reforma para engrandecer la legalidad» (El País, 
15-12-1976). Y, haciendo una referencia a la seguridad del proceso, más que a la vinculación de 
legalidad con continuismo, el entonces Presidente del Gobierno decía: «no puede existir, ni existirá un 
vacío constitucional, ni mucho menos un vacío de legalidad» (ABe, 11-9-1976). Por otra parte, el 
reformismo se definía en estrecha vinculación con la legalidad: reformismo es «realizar los cambios con 
respecto de la legalidad y a través de ella incluso para su modificación» (UCD. Principios ideológicos y 
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Es cierto que este elemento de su estructura de legitimidad fue, también desde un 
principio, sujeto a crítica y discusión. Se trataba, en efecto, de un difícil equilibrio: 
reformar y desmontar el régimen heredado desde la legalidad y siguiendo «escru­
pulosamente» las posibilidades legales y las reglas políticas vigentes. Aun cuando la 
credibilidad de esta pretensión de legitimidad no logró nunca cotas que cupiera 
calificar como muy altas, lo cierto es que buena parte de su éxito fue debida al 
quantum de legitimidad que esta identificación recibió gracias a ciertas decisiones 
de las instituciones franquistas. 

Las Cortes aprueban la Ley para la Reforma Política (LRP) y el resultado es en 
verdad elocuente: 425 votos a favor, 59 en contra y 13 abstenciones. Para obtener 
este importante apoyo es claro que Suárez buscó un consenso previo en el interior 
de las diversas familias franquistas 40. Con ello parecía garantizado en los inicios 
del proceso la legitimidad del ejercicio de la reforma desde el posicionamiento de 
los más allegados al régimen. Y esto era importante, porque el peso del continuis­
mo en lugares claves era aún demasiado grande como para que la reforma pudiera 
permitirse el no contar con los dos principios legitimantes hasta ahora aludidos: el 
del origen y el del ejercicio, ambos apegados a la estructura juridicopoIítica vigente 
y a la identificación de lo legítimo con lo legal 41. 

No obstante, estos argumentos de legitimidad eran insuficientes por sí mismos 
porque enmarcaban al reformismo excesivamente cerca del régimen anterior y del 
propio continuismo, cuyas estructuras de valores legitimantes y estrategias políticas 
se hallaban sujetas, como hemos advertido, a una aguda crisis. En esta medida, la 
búsqueda de legitimidad para la reforma requirió de otros instrumentos y otros 
argumentos. Distinguiremos dos grandes grupos: el de la legitimidad asociada al 
cambio y a la democracia y el de la legitimidad asociada al orden y la seguridad en 
el proceso de transición. 

Según el primer grupo, la reforma debía personificar los deseos de cambio y 
democracia de la mayoría de la población, el interés por la integración en Europa 
y en Occidente y, finalmente, la necesidad de una mayor eficacia en la gestión 
política resultado de una mayor adecuación entre la estructura social y política real 
y la oficial 42. Cambio, democracia, integración y eficacia eran, por tanto, los 

modelo de sociedad, Madrid, 1976, p. 6). La posición reformista era entendida como tercera vía entre 
continuismo y rupturismo, «claramente democrática en sus medios y sus fines, pero respetuosa del 
concepto de legalidad» (G. MEDINA [secretario general de información de VCD]). Conferencia 
pronunciada en Sevilla el23 de mayo de 1977, reproducida en El Centro, una opción para la democracia, 
Serie Testimonios, UCD, Madrid, s.a., pp. 3-4). 

40 En este momento no nos interesa discutir si esta decisión de los grupos e instituciones continuistas 
se debió a una consideración «trágicá» de los acontecimientos (<<no había otra salida»), o el importante 
papel que jugó el apoyo del Rey a los proyectos de reforma, o el tipo de compensaciones extraídas por 
el apoyo al gobierno. A este respecto cf. J. M. MARAVALLy J. SANTAMARfA, ob. cit., p. 83; C. HUNEEUS, 
ob. cit., pp. 36 ss.; etc. 

41 Para una problematización de la identificación reforma-legalidad-legitimidad véase R. del 
ÁGUILA y R. MONTORO, El discurso político de la transición española, Madrid, CIS, 1984, pp. 42 ss. 

42 Veamos unos cuantos ejemplos. «En definitiva, lo que hay que hacer es invertir la pirámide de 
poder en el sentido de que sea la base la que condicione esas posiciones [políticas], porque sea ella quien 
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valores manejados por la reforma. En este sentido, al menos aparentemente, el 
discurso de la reforma y el de la ruptura se adaptaban bastante bien el uno al otro, 
aun cuando los problemas de ajuste mutuo eran considerables en lo que hacía al 
contenido específico de cada uno de esos términos y al modo en que sería posible 
su actualización. 

Por otro lado, la afirmación decidida de estos principios y su asunción como 
argumentos legitimantes suponía el definitivo alejamiento del reformismo con los 
argumentos de legitimidad de los continuistas y una cierta ruptura de la identifica­
ción legitimidad/legalidad al reconocer la superior legitimidad de ciertos valores 
por encima de los legalmente establecidos. La reivindicación «fuerte» de aquellos 
valores del cambio y la democracia iniciaba para los reformistas un proceso para el 
que no había vuelta atrás. Unido a ciertas acciones legislativas y, sobre todo, a las 
negociaciones con la oposición de las que luego hablaremos, hacían que su 
posicionamiento no pudiera ser ya completamente legitimado ante los sectores 
duros del régimen que progresivamente iban perdiendo posibilidades de intervenir 
en el proceso y sujetarlo a su control 43. Sin embargo, la ruptura abierta con los 
otros principios legitimantes (la identificación con la legalidad) no se produjo 
nunca. y no sólo, en este caso, por el poder, aún en manos de los continuistas, sino 
también por la necesidad que la reforma tenía de legitimarse a la vez frente a la 
población en general con argumentos ligados al orden, la seguridad y la estabilidad 
en el proceso de consecución de un régimen democrático. 

Recientemente escribía el profesor Murillo que el nuestro es un pasado 
favorable para convertir la memoria en miedo 44. Ciertamente una de las claves del 
proceso de transición fue la aparición del miedo al conflicto frontal y, en el caso 

ostente la soberanía» (1. GARRIGUES, Ya, 3-10-1976). «La democracia ha de ser obra de todos los 
ciudadanos y nunca obsequio, concesión o imposición» (A. SUÁREZ, ABC, 11-9-1976). Se trata de 
«hacer normal en lo político lo que a nivel de calle es simplemente normal» (ibid.). Y respecto de 
Europa, «creemos que progresivamente vamos a ser todos ciudadanos de Europa y ciudadanos del 
mundo» (O. ALZAGA, Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados [en adelante, DSCD], 6-7-1978, 
p. 2952). Por cierto que este elemento entró rápidamente a formar parte de posicionamientos más a la 
derecha del espectro: «Somos Europeos porque Europa es libertad. Somos occidentales porque 
pertenecemos a las coordenadas del progreso tecnológico» (Manifiesto de ACL, integrada en CD, 
ABC, 10-1-1978). 

43 G. O'DONNELL Y P. C. SCHMITIER (ob. cit., pp. 23 ss.) señalan que existe en toda transición un 
punto en el que los «blandos» rompen las ligaduras que les unían a los «duros». Creo que ambos autores 
están en lo cierto. En mi opinión, existe un momento del proceso de transición en el que los reformistas 
adquieren la hegemonía de la iniciativa política y credibilidad, pero también en el que sus políticas de 
cambio han hecho un daño irreparable a las posiciones ~ontinuistas y éstos se ven obligados a dividirse 
entre las opciones lindantes con la violencia y el golpe de Estado, el desarraigo político y el aislamiento 
y aquellos que se embarcan, débilmente en un principio, más decididamente después, en los proyectos 
de cambio político. Por su lado, los reformistas en este momento temporal dependen progresivamente 
más del apoyo de los rupturistas a sus políticas, dado que han perdido aquél que le prestaban los 
sectores más duros. Un análisis en esta dirección, aunque referido a un momento temporal posterior a 
las elecciones de 1977, en S. CARRILLO, El año de la Constitución, Barcelona, Grijalbo, 1980, p. 25. 

44 CI. F. MURILLO, «España y Europa~~, B. OLTRA (comp.), Dibujo de España, Alicante, 1987. 
pp. 126 ss. 
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extremo, a la guerra civil. Más arriba veíamos la importancia que el valor de «la 
paz» tenía para los españoles de finales de los sesenta y principios de los setenta. 
Fuese cual fuese su origen (manipulación ideológica interesada o reflexión profun­
da sobre una alternativa no deseada) el miedo al enfrentamiento presidió la 
transición. De hecho, ésta se articuló como un esfuerzo para superar definitiva­
mente las luchas intestinas que produjeron los fracasos en los distintos proyectos de 
modernización y democratización de la historia española 45. 

En este sentido, la oposición ya había recogido en sus proyectos de lucha 
antifranquista términos tales como reconciliación y concordia. Pero fueron los 
sectores del franquismo que encabezan la reforma los que lograron un mayor éxito 
en la formulación de una imagen de su estrategia política estrechamente ligada a la 
garantía de seguridad y orden. Así, la pretensión de legitimidad de la reforma se 
fundamentaba no sólo en su legalidad de origen y ejercicio o en su vindicación de 
una transformación del orden jurídico y político, en sintonía con valores favorables 
al cambio extendidos entre la población 46, sino también en su capacidad de 
presentarse como una alternativa que garantizaba ciertos márgenes de seguridad 
(jurídica, política, física ... ), orden (público, político ... ), paz, estabilidad, etc. Esto 
es, la estructura de su legitimidad la presentaba como la única opción capaz de 
aunar a un mismo tiempo los valores de cambio, democracia e integración en 
Europa (los valores positivos de su legitimidad no continuista) con los valores 
defensivos de orden, estabilidad, seguridad y paz 47. 

En definitiva, la reforma tuvo éxito y logró la hegemonía en la dirección del 
proceso político de la transición, porque logró cristalizar y aunar en una opción 
política concreta todas y cada una de estas fórmulas de legitimidad 48. En este 
sentido la reforma pretendía lo siguiente: siendo un gobierno legal y legítimamente 
instituido, hacía un uso legal de los resortes del orden jurídico-político vigente que 
le permitiría la transformación de éste hacia estructuras de una mayor democracia, 
libertad y cosmopolitismo (identificación del fin del proceso), siempre dentro de 
márgenes que garantizaran que la transición al pluralismo se desarrollaría en 
orden, con seguridad y pacíficamente (identificación del procedimiento). 

45 ef. A. GARCíA SANTESMASES, «La transición política en perspectiva», Sistema, 78, mayo de 1987, 
pp. 39 ss. También La transición a la democracia en España hoy, Buenos Aires, Belgrano, 1983, 
pp. 126 ss. 

46 ef. R. GUNTHER, G. SANI y G. SHABAD, El sistema de partidos políticos en España: génesis y 
evolución, Madrid, CIS, 1986, pp. 442 ss. 

47 Sobre seguridad y legitimidad véase K. DESPOTOULOS, «La Raison D'etre de la Soumission au 
pouvoir» en A. MOULAKIS (comp.), Legitimacy/Légitimite, cit., pp. 12 ss. 

48 Dos encuestas diferentes realizadas al mismo tiempo (febrero de 1977) arrojaban los siguientes 
resultados a la pregunta: «¿Quién, según Vd., representa la política más apta para resolver el problema 
de la instauración de la democracia?»: Metra 6: A. SUÁREZ, 45; F. GONZÁLEZ, 6; el resto de los líderes se 
sitúa por debajo. Inventia 70: A. SUÁREZ, 46; F. GONZÁLEZ, 10; el resto de los líderes por debajo. Véase 
1. MOLAS, «Sur les Attitudes Politiques dans l'apres Franquisme», en L'Espagne Democratique, Pou­
voirs, 8, 1984, p. 15, tabla 2. ef igualmente el análisis de J. F. LÓPEZ AGUILAR: «El tema de la 
oposición en la crisis y la caída del autocratismo franquista», REP, 63, enero-marzo de 1989, pp. 164 ss. 
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IV. Legitimidad y credibilidad: una reforma digna de confianza 
y una ruptura ordenada 
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Pero, para que una opción o una estrategia política adquiera legitimidad ante la 
población no basta con que articule verbalmente un discurso coincidente con los 
valores de aquélla. Más allá de la palabra está la acción, aun cuando la acción se 
componga también de palabras. Para que la reforma pudiera completar esa 
secuencia que la llevaba de la identificación legalidad/legitimidad a la identificación 
legitimidad/cambi%rden requería de confianza en sus promesas, en sus tácticas, 
en la sinceridad de sus objetivos, etc. Requería que las fuerzas de oposición y 
amplias zonas de la población creyeran no sólo en la viabilidad de los medios por 
ella aconsejados o en las ventajas de la utilización de esos medios, sino, principal­
mente, en la honestidad y amplitud con los que perseguía sus objetivos. La reforma 
requería, . en una palabra, credibilidad. 

Para hacer verosímil su propuesta política, para hacer que se creyeran sus 
intenciones, la reforma necesitaba de la oposición. Y no únicamente, como se ha 
señalado con toda razón, porque la correlación de fuerzas del momento así lo 
aconsejara sino porque su propia credibilidad pasaba por el acercamiento a la 
fuente de legitimidad antifranquista: los partidarios de la ruptura. La razón de ello 
está en que, primero, puesto que los rupturistas no habían hecho otra cosa que 
apostar por los valores conexos al cambio ya la ruptura con el franquismo, eran en 
cierto modo garantes, tanto simbólicos como reales, de la sinceridad de los 
objetivos democráticos del proceso de transición. Y, segundo, porque tratándose 
del adversario al que no se quería convertir en enemigo, la colaboración con él era 
un acto que representaba la intención de garantizar la paz y la seguridad. De este 
modo, la estrategia reformista se escoró hacia la negociación. 

ASÍ, ésta (la negociación) reforzaba al mismo tiempo tanto la credibilidad como 
la legitimidad de los medios reformistas y los fines democráticos. Poco a poco, fue 
convirtiéndose en el eje central del campo de juego en cuyo interior se dirimió 
políticamente el proceso de transición. 

Sin embargo, decíamos que la credibilidad sólo se obtiene en la acción, a través 
de actos. ¿Cuáles fueron esos actos? Pueden distinguirse aquí varias fases, de 
límites no siempre precisos, pero que pueden aclarar la dinámica del proceso. 

Primera, la que va de julio de 1976 a diciembre del mismo año. En este período 
los distintos actos del gobierno Suárez, demasiado preocupado por lograr el 
quantum de legitimidad continuista que le era necesario, no obtiene credibilidad o, 
al menos, no la obtiene en un grado suficiente, entre las fuerzas de oposición. Pese 
a ciertos gestos simbólicos de interés (amnistía, etc.), la ratificación de distintos 
Convenios Internacionales 49, un discurso y una actitud más abiertos y acaso más 
convincentes que los que les precedieron, etc., la reforma no obtuvo la credibilidad 

49 Entre ellos el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (28-9-1976); Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (18-9-1976); etcétera. 
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que presumiblemente buscaba. Y esto se aplica igualmente a la Ley para la 
Reforma Política y sus pretendidas, y ambiguas 50, intenciones democratizadoras. 
Los rupturistas se niegan a considerar verosímil el argumento reformista y, 
pensando acaso que podrán imponer sus condiciones más profundamente, solicitan 
la abstención, bien es cierto que en forma un tanto tibia, en el Referéndum de la 
LRP 51, Pero los resultados de éste 52 parecen legitimar el proyecto reformista ante 
la población y esto, unido probablemente al cambio de estrategia del propio 
gobierno hacia la negociación, orienta fuertemente a los rupturistas hacia un nuevo 
campo de juego. 

De enero de 1977 a junio de ese mismo año se desarrolla la siguiente etapa. En 
aquel primer mes empiezan a tener lugar seriamente contactos directos entre el 
gobierno y la oposición 53, En estas y otras conversaciones comienzan a ser objeto 
de pactos distintas reivindicaciones de la oposición 54: libertad de partidos (febrero 
y abril de 1977), Amnistía (marzo de 1977), disolución del Movimiento y el 
Sindicato Vertical (primavera de 1977), convocatoria de elecciones y acuerdos 
sobre normas electorales (marzo de 1977), etc. 55, Al tiempo que esto sucede la 
derecha reformista se organiza políticamente, lo que hace necesario a su vez 
movimientos, negociaciones y pactos en el seno de la derecha democrática para 
formularse como alternativa en un marco pluralista 56. 

50 La ambigüedad es una de las características de esta etapa, en buena parte debido al difícil 
equilibrio que mantenían las distintas fórmulas de legitimidad. Esto es apreciable en el siguiente texto: 
«Es asimismo condición esencial de la democracia que las diversas corrientes políticas acepten el axioma 
de que su auténtica fuerza no es otra que la que se deriva del número de ciudadanos que las apoyen a 
través de las urnas. Por ello, es obvio, dentro de una concepción democrática, que, en las actuales 
circunstancias, no se pueden reconocer como propias del pueblo aquellas actitudes que no hayan sido 
verificadas por las urnas» (Preámbulo del Proyecto de Ley para la Reforma Política). La ambigüedad 
del texto queda clara cuando se comprende que las «actuales circunstancias» a las que se refiere son las 
del año 1976, esto es, ausencia de elecciones o de libertades o de partidos, etcétera. 

51 La oposición postuló tímidamente la abstención debido a que sus exigencias para una participa­
ción afirmativa en el Referéndum habían sido insuficientemente satisfechas: reconocimiento de todos 
los partidos y organizaciones sindicales, protección y garantía de libertades políticas y sindicales, etc. 
Tales condiciones surgen de reuniones de la «Plata-Junta» (Coordinación Democrática) celebradas el5 
y 6 de noviembre. 

52 Estos resultados dieron un alto porcentaje de participación que rondaba el 78 % y un porcentaje 
de votos afirmativos del 94,1 %. La oposición sólo consiguió que cerca de un 13 % de la abstención real 
pudiera considerarse como la abstención activa que ella propugnaba. Véase J. J. LINZ y otros, Informe 
sociológico sobre el cambio político en España, etc., p. 89. 

53 Una comisión de la oposición compuesta por F. GONZÁLEZ, A. CANYELLAS, J. SATRÚSTEGUI Y 
J. JÁUREGUI se entrevista con A. SUAREZ en La Moncloa. 

54 Hay aquí ciertos recortes de reivindicaciones previas de la oposición (véase nota 51), pero 
igualmente muchas de ellas se plasman en instrumentos legales que posteriormente serían reformados y 
ampliados. 

55 Cf C. HUNEEUS, ob. cit., 122. Algunos de los instrumentos jurídicos que encarnaron estos actos 
políticos fueron: Decreto Ley 12/1977 de 8 de febrero sobre Partidos Políticos, Ley 19/1977 de 1 de abril 
sobre Libertad de Expresión, Real Decreto Ley 20/1977 de 18 de marzo sobre Normas Electorales, etc. 

56 Cf J. M. MARAVALL, «La transición a la democracia», cit., p. 73. 
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En esta etapa, la credibilidad de la reforma se ha consolidado. Cierto que, 
como todo concepto que comporta una valoración intersubjetiva, la credibilidad es 
algo que se consolida o no en todas y cada una de las acciones cotidianas de unos y 
otros. La ambigüedad no se esfumó de un día a otro de las distintas declaraciones y 
movimientos estratégicos de los reformistas que mantenían gran parte de la 
estructura del régimen anterior intocada. Pero su credibilidad ante la oposición y la 
población en general dependía ahora cada vez más fuertemente del nuevo campo 
de juego de la negociación y de los resultados en él obtenidos. Era de ese nuevo 
campo de juego de donde credibilidad y legitimidad surgían más intensamente 
porque era a través suyo que podrían garantizarse tanto la seguridad en el proceso, 
como la obtención del resultado democrático. (De esta manera, los residuos 
del franquismo se suponía que serían paulatinamente eliminados con el trans­
currir del tiempo si se mantenía la estrategia negociadora entre todos los 
grupos.) 

De la tercera etapa, que va de las elecciones de junio de 1977 a la aprobación de 
la Constitución de diciembre del 1978, nos ocuparemos más tarde. Por el momento 
hemos llegado a establecer una etapa temporal en la que la reforma consiguió 
consolidar la credibilidad en sus valores y en sus actos, lo cual naturalmente no 
significa que no hubiera aún recelos y, menos todavía, que no existieran desacuer­
dos, a veces profundos, entre las partes. Estos subsistieron, como era lógico 
esperar, pero ocuparon ya un segundo plano, pues el primero estaba reservado a la 
discusión sobre contenidos y a los acuerdos en ese terreno y no a la puesta en 
cuestión de la estrategia global. 

Por otro lado, hay que decir que si los reformistas lograron credibilidad 
respecto de su estrategia, de sus valores y de sus actos, esto se debió también a que 
la búsqueda de credibilidad les obligó al uso de ciertas estrategias, al manejo de 
ciertos valores y a la práctica de determinados actos. En otras palabras, si 
obtuvieron credibilidad para su estrategia es porque la estrategia se movilizó en 
busca de credibilidad de una manera de ningún modo casual o «altruista», sino 
condicionada por circunstancias y necesidades concretas. 

Pero si los reformistas requerían de «el otro» para asentar su discurso de 
legitimación sobre bases sólidas ¿cuál era la condición de los partidarios de la 
ruptura? ¿por qué, buenas intenciones aparte, entraron en una vía de negociación 
como la que les ofrecían los reformistas? ¿por qué sacrificaron algunas de sus 
reivindicaciones y aplazaron otras? Hay aquí, como en el caso anterior, varios 
elementos diferenciados en lo que hace a la esfera de legitimidad de la ruptura que 
quizá pudieran aclararnos un poco las preguntas precedentes. 

En un primer momento la legitimidad de la ruptura venía asociada a ciertos 
valores que se articularon de un modo positivo como búsqueda de un régimen 
político distinto del franquista que fuera capaz de establecer un sistema con fuertes 
rasgos democráticos y participativos, así como una mayor igualdad social. De 
nuevo aquí encontramos valores referidos al cambio, la democracia, la libertad o la 
integración en Europa, y, en este caso, es de resaltar en el discurso de la izquierda 
un mayor interés por éstos que por los tradicionales referidos a la revolución, la 
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abolición del capitalismo, el igualitarismo extremo, etc. 57. Aun cuando cabe 
considerar a la alternativa rupturista como un compuesto político heterogéneo 
donde se encontraban tanto partidos de izquierda (PSOE, PSP, PCE, etc.), como 
sindicatos (Ce 00, UGT, USO, etc.), movimientos sociales incipientes (estudian­
til, vecinal, etc.), ciertas personalidades representativas (intelectuales, artistas, 
etc.) e, incluso, sectores de la derecha tradicional (democracia cristiana, liberales, etc.); 
lo cierto es que existía entre todos ellos una suerte de denominador común que era 
la oposición al franquismo y la reivindicación, en grados diversos desde luego, de 
valores democráticos entendidos en un sentido amplio. Aun cuando, como es 
natural, las ambigüedades y las diferencias en este punto son importantes podría­
mos intentar esquematizar el centro de grav~dad de la esfera de legitimidad de la 
ruptura como sigue: 

1. Legitimidad del cambio de las circunstancias políticas, de la modernización 
y la europeización, etcétera. 

2. Legitimidad de la autonomía de los individuos y grupos para la determina­
ción de la propia vida, lo que implica reivindicación de libertades individuales, 
políticas y sociales, reivindicación de un control sobre el sistema de reclutamiento 
de los gobernantes y sobre los actos de los mismos, etcétera. 

3. Legitimidad de la pluralidad y la diferencia, ya sean éstas de individuos y 
grupos (libertad de expresión u opinión, pluralidad ideológica y de partidos, etc.) o 

. de comunidades (autonomías, federalismo, etc.) 

Pues bien, la garantía de obtención de estos valores centrales que, más o 
menos, resultaban compartidos por casi todos los grupos políticos que integraron 
en distintos momentos las posiciones de oposición al régimen, solo parecía posible 
mediante una ruptura en su sentido «fuerte». Esto es, mediante una amnistía total, 
la legalización de todos los partidos, sindicatos y organizaciones, la disolución de 
los cuerpos represivos, el nombramiento de un gobierno provisional que presidiera 
unas elecciones libres, etc. La legitimidad de esta estrategia se fundamentaba, 
precisamente, en el recelo, más que en el «ajuste de cuentas»: sólo de esa manera 
parecía posible dar lugar a un régimen democrático y puesto que las fuerzas del 
franquismo no tenían interés alguno en el logro de este fin, difícilmente se podía 
confiar en ellas para realizarlo. 

57 Veamos, de nuevo, algunos ejemplos. «Estas reglas del juego [democráticas], con su sustrato 
ideológico de tolerancia y pluralismo, con el sometimiento de los gobernantes a la ley, con los partidos 
políticos, con la protección de los derechos fundamentales [ ... ] serán un cauce formal para superar los 
conflictos, para encauzar la lucha de clases, para resolver los antagonismos» (G. PECES-BARBA, 

Cuadernos para el Diálogo, núm. 151',20/26-3-1976). «La libertad y la democracia son hoy una suerte de 
patrimonio común a todos los pueblos, a toda la humanidad avanzada» (S. CARRILLO, La Vanguardia, 
4-3-1977). «El socialismo de mañana, por el que se lucha hayal luchar por la democracia, será 
inevitablemente un socialismo pluripartidista [y] democrático» (S. SÁNCHEZ MONTERO: Qué es el 
comunismo, Barcelona, La Gaya Ciencia, 1976, p. 70). Y, respecto de Europa: «Europa no puede 
consolidar su proyecto político y económico sin contar con lo que pase en la península ibérica. España 
no puede encarar su futuro sin contar con la existencia de un marco económico-político que necesaria­
mente va a ser el de su ubicación natural» (F. GONZÁLEZ, Cambio 16, núm. 209, 8/14-12-1975). 
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y fue este tipo de argumento de legitimidad para aquella estrategia lo que 
constituyó la debilidad de la ruptura. Al igual que en el caso de los reformistas, no 
se trataba únicamente de que los rupturistas no tuvieran suficiente «fuerza» para 
imponer su solución al problema de la transición a la democracia. No era sólo un 
asunto de «debilidad» en la correlación de fuerzas 58. La necesidad de «el otro» 
era, igual que antes, más profunda que eso. La ruptura debía desembarazarse, por 
un lado, del halo de desorden, caos, conflicto, guerra, violencia, etc., que para 
amplios sectores de la población parecía traer aparejado el cambio. Por otro lado, 
debía abandonar, cosa que en buena parte ya había hecho, las ideas de revancha, 
petición de responsabilidades, etc., que se temía dieran al traste con una transición 
ordenada y pacífica. Y para soslayar estos peligros y adecuarse al deseo de paz y 
orden, tanto como al de democracia y libertad, para evitar una imagen inadecuada 
de su propia posición, para obtener credibilidad en sus intenciones no violentas 59 y 
lograr así el apoyo popular que les era indispensable, la estrategia rupturista 
necesitaba igualmente de actos: la negociación y el diálogo con los reformistas 
cuando éste les fue ofrecido en unas condiciones de mínima credibilidad. 

Ya hemos visto, por lo demás, que este paso no se realizó inmediatamente. La 
falta de garantías parecía evidente hasta diciembre de 1976 en un contexto de falta 
de voluntad negociadora reformista al que hay que añadir la permanencia en el 
poder de todo el aparato del régimen anterior, la ausencia de actos democratizado­
res, etc. En ningún momento, hasta el recién señalado, le pareció a la oposición 
que se produciría una ruptura real con el pasado franquista y en ello tuvo 
probablemente algo que ver la coexistencia por aquella época de principios de 
legitimidad continuistas (identificación legalidad/legitimidad en los reformistas), 
con vagas declaraciones de intenciones y tímidas aperturas 60. 

Cuando la oposición entra en las negociaciones en el nuevo campo de juego 
creado por las circunstancias políticas posteriores al 15 de diciembre de 1976, 
muchos vieron en ello una simple cesión de la hegemonía del proceso a los 
reformistas y la liquidación de la ruptura 61. Esto es, según creo, una simplificación 
de lo que constituye un fenómeno algo más complejo. La ruptura tuvo, es 
evidente, distintos sentidos, pero al final significó únicamente cambio hacia la 

58 Todo este asunto de la correlación de fuerzas remite a la idea de equilibrio de poder que estaba 
ampliamente difundida entre la población. A la pregunta sobre la situación política de entonces, la 
alternativa de que el franquismo no estaba en condiciones de aguantar mucho pero tampoco la 
oposición estaba en condiciones de derribarlo, recibe un 30 % de respuestas, mientras la opción de un 
régimen capaz de aguantar (13 %) o de una oposición capaz de desbancarle (18 %) quedan claramente 
por debajo. Cf. J. J. TOHARIA, Cambios recientes en la sociedad española, cit., p. 62. 

59 La oposición, desde luego, se cansó de repetir que ruptura no significaba violencia o caos. «Se 
hablaba de la ruptura como de un concepto traumático, cuando, en realidad, nosotros siempre 
concebimos la ruptura como un concepto no sólo no traumático, sino como un concepto que debiera 
llevar implícito el tránsito pacífico)) (F. GONZÁLEZ, Conferencia dictada en el Club Siglo XXI, 
12-2-1979). 

60 CJ, por ejemplo, J. de ESTEBAN y L. LÓPEZ GUERRA, De la dictadura a la democracia, Madrid, 
1979, pp. 404 ss. . 

61 Cf., por ejemplo, J. VIDAL BENEYTO, Del franquismo a una democracia de clase, cit., pp. 123 ss. 
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democracia prescindiendo de que éste proceso fuera dirigido por la oposición. 
Posiblemente la ruptura en su sentido «fuerte» era inviable porque no hubiera sido 
capaz de imponerse por sus propias fuerzas, pero también porque no hubiera 
podido legitimar adecuadamente sus pretensiones de orden y seguridad en el 
proceso sin contar con los reformistas. Pero esto no significa que fuera inútil, y, de 
hecho, funcionó como elemento de presión que forzaba a la negociación y como 
parte integrante e ineludible del marco de legitimidad negociadora del que 
hablaremos inmediatamente 62. 

v. El nuevo campo de juego de la legitimidad: 
consenso y razón de Estado 

Así pues, no era sólo un problema de equilibrio en la correlación social y política 
de fuerzas lo que impulsó hacia la negociación. Los reformistas necesitaban de 
credibilidad tanto en los objetivos que perseguían como en los medios a utilizar en 
el proceso que conducía a ellos. Los rupturistas necesitaban de credibilidad en lo 
que respecta al orden, la paz y la estabilidad del proceso, que por sí solos parecían 
incapaces de garantizar. Ambos eran políticamente incapaces de legitimar sus 
posiciones y estrategias por sí mismos: demasiado débiles en ambos casos para 
vencer y para convencer si no contaban con «el otro». 

y llegó un momento en el que ya no era posible reivindicar la legitimidad de 
ciertos valores sino en relación con acciones que se desarrollaban dentro del marco 
negociador. A cada paso que ambas opciones se internaban en él, era más difícil 
cambiar los términos del juego, aun cuando siempre fuera posible «hacer 
trampas» 63. El diálogo empieza a ocupar un lugar central en los argumentos de 
legitimidad de todas las partes, sencillamente porque encarna la principal regla del 
juego político a la que cada vez es más difícil sustraerse 64. 

Los argumentos de legitimidad de reforma y ruptura se encuentran en este 
punto o, mejor, en este campo de juego. Porque no se trataba de que hubiera entre 
las partes un acuerdo completo en cuanto a fines (el tipo de democracia que se 

62 En la misma línea de los últimos párrafos véase la opinión de L. GARCíA SAN MIGUEL en la 
«Encuesta sobre la transición democrática en España», Sistema, núm. 68/69, noviembre de 1989, pp. 
207 ss. 

63 G. Q'DONNELL y P. C. SCHMITIER (ob. dt.) utilizan la metáfora de la transición como un juego de 
ajedrez extremadamente complejizado y con múltiples jugadores. Creo que resulta más adecuado a la 
propia dinámica del juego de la transición el castizo mus, con sus posibilidades de faroles, de gestos y 
señas, de engaños, etc., pero, al mismo tiempo, con un estricto conjunto de reglas que no pueden ser 
rotas en ninguna circunstancia. 

64 Las siguientes palabras de A. SUÁREZ creo que son generalizables a casi todos los intervinientes 
en el proceso: «Quienes creemos que el lenguaje es el supremo don de la humanidad, vemos en este 
diálogo, que sustituye la contienda por el debate, la discrepancia por el acuerdo, la más alta forma de la 
vida política» (DSCD, 31·10-1978, p. 5203). 
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perseguía, por ejemplo), sino, más bien, de que sería en este campo de juego 
dialogal y negociador en el que estos fines (el contenido específico de la democra­
cia, por ejemplo), se dirimirían. Esta situación condujo a unos y otros a conversa­
ciones, pactos, compromisos, etc., en los cuales el acento se ponía en las condicio­
nes, en los medios, en el procedimiento, y, no tanto, en la discusión frontal sobre 
los fines. En este momento, por ejemplo, importaba menos el si las Cortes que 
surgieran de las elecciones habían o no de ser constituyentes, lo importante era que 
tales elecciones se realizaran efectivamente, las condiciones y garantías en las 
mismas, quiénes concurrirían, etcétera. 

De esta forma, la legitimidad de ambos posicionamientos políticos requería del 
interlocutor y las intenciones requerían de pruebas. Una prueba de que las 
libertades y el objetivo democrático eran algo más que la finalidad del proceso. 
Sólo era posible legitimarse adecuadamente si ambos demostraban en el proceso de 
transición, a través de medios negociadores, dialógicos y democráticos, su voluntad 
de consecución de la democracia. En este punto lo que parece haberse vuelto 
crucial es la afirmación de que un proceso de transición a la democracia debía ser, a 
su vez, democrático, abierto y libre. Los reformistas hubieron de adoptar la actitud 
que hiciera esto políticamente factible (conversaciones, pactos en cuanto al «tem­
po» o los objetivos, garantías jurídicas y políticas, no aplicación de determinadas 
leyes, reformas en otras, etc.). Los rupturistas debían a cambio garantizar la paz 
social y política y controlar a sus bases (manifestaciones y acciones de protesta y 
conflicto «medidas» y controladas, moderación de posiciones, aplazamiento u 
olvido de ciertas reivindicaciones, pactos de Estado, etc.). Cuando, tras las 
elecciones, la composición de las Cortes resultÓ equilibrada y moderada 65, la 
necesidad de seguir actuando dentro de este campo de juego se incrementó. 

Naturalmente, la ilusión ideológica en todo esto fue que en pie de igualdad 
gobierno y oposición dialogaban y decidían juntos y con total transparencia sobre 
el objetivo democrático y la vía que conducía a él. Hubo, como es evidente, ciertos 
límites, ciertos árbitros internos y externos que impusieron condiciones, señalaron 
puntos de no retorno, y establecieron fronteras en las decisiones posibles. La 
estructura de clases, de poder y de privilegio jugaron un papel decisivo en los 
acontecimientos 66. Hubo igualmente presiones que funcionaban desde hacía 
tiempo (CEE, etc.) favorables a la salida del franquismo y al establecimiento de un 
tipo de democracia, occidental izada y europeísta 67 (¿y acaso también atlantista?). 
En cierto modo, tales condiciones estructurales y contextuales se plasmaron en la 
hegemonía del proceso en manos del gobierno reformista, a la que ya hemos 
aludido. 

Pero lo que ahora nos interesa resaltar es cómo la ilusión ideológica de igualdad 

65 Cf. M. CACIAGLl, Elecciones y partidos en la transición española, Madrid, CIS, 1986, pp. 56 ss. 
ó6 CJ, por ejemplo, J. CASANOVA, ob. cit., p. 40. 
67 Cf., por ejemplo. L. WHITEHEAD. «International Aspects of Democratization», en G. O'DONNELL, 

P. C. SCHMIITER y L. WHITEHEAD (comps.), Transitions from Authoritarian Rule. Comparative 
Perspectives, cit., pp. 22 ss. 
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entre las partes condujo, a través de una secuencia compuesta por términos tales 
como reconciliación, moderación, tolerancia, convivencia, etc., a la idea de 
consenso como pacto racional 68. 

En efecto, en este contexto la legitimidad del campo de juego donde se dirimían 
tanto los medios como los fines del proceso de transición se ligó a la idea de 
consenso entendido como superación del antagonismo, focalización en lo común, 
apuesta por la convergencia, etc. La impresión que uno obtiene de todo esto, en un 
primer momento, es que el procedimiento de adopción de acuerdos era la fuente 
de su legitimidad en una medida acaso superior al del resultado de tales 
acuerdos 69. Lo que importaba era el «cómo» y, acaso menos, el «qué». El 
consenso se convierte en estas condiciones en el argumento de legitimidad más 
consistente. Aun cuando durante el período constituyente el consenso tuvo sus· 
altas y sus bajas, no hay duda de que fue en la elaboración de nuestra Constitución 
donde mejor puede apreciarse la fuerza legitimante que el diálogo y el consenso 
obtuvieron, así como sus excepciones, cuando las hubo 70. 

Sin embargo, aunque el consenso se constituyó como argumento prioritario de 
legitimidad porque encamaba la espina dorsal del campo de juego al que habían 
arribado las distintas posiciones estratégicas que jugaron un papel destacado en la 
transición, igualmente el consenso extrajo buena parte de su propia legitimidad de 
su capacidad real para funcionar como elemento superador del conflicto, en una 
palabra: de su efectividad. A través del compromiso, o sea, del regateo en las 
pretensiones de las partes; del consenso propiamente dicho, o sea, del acuerdo no 
ideológico en torno a medios y fines; y de la ambigüedad y la anfibología, la 
estrategia consensual logró importantes éxitos 71. Gran cantidad de antagonismos 
previos fueron superados con éxito (el papel de la Corona, la forma de Gobierno, 
el reconocimiento de derechos y libertades, etc.); otros fueron, en todo caso, 

68 Sobre esta secuencia véase R. del ÁGUILA y R. MONTORO, ob. cit., pp. 126 ss. 
69 Los Pactos de la Moncloa fueron entendidos d« este modo: «[ ... ] constituyen uno de los 

documentos más importantes de la moderna historia de España, no sólo por su contenido, sino por su 
elaboración y el consenso alcanzado entre todos los grupos políticos» (Cumplimiento del programa de 
actuación jurídica y política de los Pactos de la Moncloa, Madrid, Servicio de Publicaciones de la 
Secretaría General Técnica, 1978, p. 7). Sus resultados económicos no fueron precisamente espectacu­
lares: tasa de inflación del 16,5 % en 1978 y del 15,6 % en 1979; 1 083000 parados en 1978 y 1 334000 
en 1979, etc. Pero el sentido de los pactos no era primariamente económico. Como, entre otros, 
S. CARRILLO supo ver, se trataba de «un acto de responsabilidad nacional para restaurar la democracia» 
(citado en R. GUNTHER y otros, El sistema de partidos en España, cit., pp. 144 ss.). Y para restaurar la 
democracia parecía más importante pactar lo económico y lo social que el que el pacto fuera 
inmediatamente eficaz en la economía y la sociedad. 

70 Cf. G. PECES-BARBA, La elaboración de la Constitución, cit.; E. ATTARD, La Constitución por 
dentro, Barcelona, Argos Vergara, 1983; M. FRAGA, En busca del tiempo servido, Barcelona, Planeta, 
1987; A. HERNÁNDEZ GIL, El cambio político español y la Constitución, Barcelona, Planeta, 1982; 
C. OLLERO, Derecho y teoría política en el proceso constituyente español, Madrid, CEe, 1986; etc. 
Naturalmente, también Constitución española. Trabajos parlamentarios, 4 vals., Madrid, Servicio de 
Estudios y Publicaciones, Cortes Generales, 1980. 

71 Sobre estas distinciones véase R. del ÁGUILA, «El problema del diseño político de la transición en 
España», cit., pp. 31 ss. 
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regulados satisfactoriamente (problema religioso, normativa electoral, el papel del 
Estado en la economía, etc.); y, aunque existieron también zonas en las que la 
estrategia consensual no logró una regulación adecuada (nacionalidades, etc.) 72, 

en términos generales el consenso logró una importante cantidad de cosas política­
mente hablando. 

En otras palabras, la legitimidad del consenso en un principio procedía del 
hecho de que encarnaba valores y principios de legitimidad de todos los grupos 
implicados (diálogo y entendimiento, pluralidad y estabilidad, etc.). Con posterio­
ridad se convirtió él mismo en punto de referencia obligado y valioso por sí mismo, 
porque era en su interior en el lugar en el que se dirimían los contenidos específicos 
del marco democrático en proceso de construcción. Finalmente, el consenso quedó 
justificado por el éxito y la efectividad en su regulación de los conflictos y 
antagonismos: la pregunta por el método dejó paso a la pregunta por la eficacia de 
tal método. El diálogo y el consenso (valores en sí mismos) se legitimaban por su 
resultado (superación o elusión de las escisiones políticas). Y, paralelamente, la 
transición como un todo, que se legitimaba con referencia a los valores y el fin 
democrático perseguido, empezó a hacerlo a través de argumentos de legitimidad 
que hacían hincapié en el proceso como un proceso democrático 73. 

En este punto es donde conviene, me parece, contemplar al concepto de 
legitimidad adoptando la estructura reflexiva de una razón de Estado. Tradicional­
mente por razón de Estado se entiende aquel procedimiento de justificación de 
acuerdo con el cual la importancia de la finalidad perseguida por una acción o 
conjunto de acciones legitima o excusa los costes que la utilización de determina­
dos medios puede traer aparejada. Veamos como se aplica esto a lo que acabamos 
de decir. 

1. Finalidad: era necesario y adecuado a todos, primero, el logro de una 
democracia que garantizara el libre juego de opciones plurales y evitara, en 
segundo lugar, el enfrentamiento y la violencia. 

2. Medios/fines: era igualmente necesario que el proceso de construcción de la 
democracia adoptara una imagen fuertemente ligada a la legitimidad consensual y 
democrática. Entre otras razones, porque a través del proceso así entendido se 
garantizaría el fin democrático perseguido (implicación de todos en la construcción 
del marco de pluralidad) y que en el proceso se eludiría el enfrentamiento (a través 
de la colaboración de todos los grupos). 

3. Costes: ambas necesidades (la de una democracia y la de un proceso 
democrático) excusaban y justificaban ciertas imperfecciones, ciertos costes, cier­
tas concesiones, ciertos olvidos, ciertas elusiones, etcétera. 

¿De qué ,costes hablamos? Sin ánimo exhaustivo alguno (tampoco es el objetivo 

72 Sobre la precedente división de los éxitos del consenso véase R. GUNTHER y otros, ob. cit., pp. 
138 ss. 

73 La idea de que el proceso de transición fue un proceso democrático sigue teniendo importantes 
adeptos aun en la actualidad. Cf la «Encuesta sobre la transición democrática en España», cit. 
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de este capítulo tratar este tema) podríamos enumerar brevemente los siguientes. 

En primer lugar, los costes económicos y sociales de la crisis que por aquél 
entonces se atravesaba fueron desigualmente repartidos entre los distintos sectores 
sociales. La oposición abandonó muchas de sus reivindicaciones económicas 
progresistas en aras de la paz social y el acuerdo político. Por lo demás, no hubo en 
ningún caso una puesta en cuestión de la estructura de privilegio vigente, lo que, 
naturalmente, revertía en un beneficio del statu qua y un coste para los grupos 
menos privilegiados. El cambio social que el cambio político podría haber cataliza­
do quedó fuera del «horizonte de lo posible» 74. 

En segundo lugar, el que la transición fuera hegemonizada por los grupos 
políticos reformistas que procedían del régimen anterior supuso un desequilibrio 
en las cesiones que unos y otros se vieron obligados a arrostrar. Sin embargo, no 
debe imaginarse que el concepto de hegemonía remite a algo así como un poder 
omnímodo para la puesta en práctica de las propias decisiones. Todas las opciones 
cedieron aun cuando no simétricamente. Así, mientras los partidarios de la ruptura 
aceptaban, por ejemplo, la monarquía parlamentaria, un «tempo» extremadamen­
te lento en la democratización de instituciones, una moderación de posiciones, una 
retirada de los lugares clásicos de la actividad de protesta bajo el franquismo, 
etc. 75; la reforma venía obligada a la legalización, primero del PCE y luego de 
toda la izquierda, los sindicatos y la extrema izquierda (hasta extremos a veces 
desconocidos en la Europa democrática), a aceptar unas Cortes Constituyentes y a 
no poder manejar y, a veces tampoco dirigir, el proceso de elaboración de la 
Constitución 76, etcétera. 

En tercer lugar, la política de consenso llevó asociada la estrategia de pactos 
privados y no transparentes, lo que acabó generando un alto grado de apatía 
participativa, de «desencanto», de cesión completa de la iniciativa política a los 
partidos, de configuración elitista de la nueva democracia, de creación de una 
cultura política no participativa 77, de falta de profundización de los valores 
democráticos, de ambigüedad respecto del legado franquista y su valoración desde 
posiciones democráticas 78, etc. Estos costes, naturalmente, no se deben única-

74 Esto tiene, como es natural, mucho que ver con el papel jugado por las estructuras de poder y 
privilegio, nacionales e internacionales, al que hemos aludido más arriba. 

75 J. VIDAL BENEYTO señala que los cuatro objetivos de la LRP fueron: 1. Legitimación popular de 
la Corona por vía indirecta del Parlamento y la Constitución; 2. Recuperación «democrática» de la 
clase política franquista; 3. Mantenimiento de la dirección política en manos de la derecha en la nueva 
democracia; 4. Confiar la actividad democrática al dominio estrictamente político y, más concretamen­
te, al derecho de voto. Cf. J. VIDAL BENEYTO, «Le Revers de la Médaille» en L' Espagne Democratique, 
Pouvoirs, núm. 8, 1984, p. 56. 

76 ej. G. PECES-BARBA, ob. cit., pp. 15 ss. 
77 Véase sobre este tema R. del ÁGUILA, «Partidos, democracia y apatía: una interpretación», REP, 

núm. 30, 1982. 
78 Un dato revelador. Del 83,5 % de los que piensan que la democracia es el mejor sistema político 

para un país como el nuestro, sólo un 28,2 % desaprobaba totalmente y un 23,2 % parcialmente, a 
FRANCO y su régimen. Cf. J. J. LlNZ y otros, ob. cit., p. 614. 
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mente a la forma en que se desarrolló la transición, sino también a otros factores 
nacionales e internacionales, pero, en todo caso, se han convertido en costes 
estructurales de la democracia surgida del proceso al pluralismo y frecuentemente 
han sido lamentados desde las más diversas perspectivas. 

Si decimos que la legitimidad adopta en este punto la forma de una razón de 
Estado es porque la justificación argumentativa de estos costes o, mejor, de su 
inevitabilidad, se suele fundamentar en la idea de necesidad y porque la imperfec­
ción resultante es «excusada» por la grandeza y la importancia del resultado 
obtenido. Esto no quiere decir, desde luego, que todo el proceso pueda ser tachado 
sin más de ideológico, producto del engaño y la manipulación. Por otro lado, es 
igualmente evidente que tampoco hemos de suponer que todos los costes fueron 
igualmente necesarios e ineludibles y que, por tanto, la elección política a la que los 
protagonistas y actores de la transición se vieron conducidos era en cierto modo 
inevitable. Pero este enfoque del problema sí debería al menos permitirnos 
comprender que, como por otra parte ocurre siempre en toda razón de Estado, el 
objetivo perseguido y el resultado obtenido quedan profundamente afectados por 
el tipo de medios utilizados y de costes arrostrados en su consecución. 

VI. Consideraciones finales: la dinámica de la legitimidad 
y las instituciones democráticas 

Como era de esperar, la legitimidad adoptó a lo largo del proceso de transición un 
aspecto dinámico. Los distintos argumentos de legitimidad nunca llegaron a 
cristalizarse, o lo hicieron muy raramente, manteniéndose vivos y dúctiles en los 
distintos momentos en los que jugaron papeles esenciales. Hasta aquí hemos hecho 
referencia a diferentes fórmulas y esferas de legitimación que correspondieron a los 
diferentes grupos en circunstancias diversas. Podríamos ahora, para mayor clari­
dad, agrupar en cinco grandes tipos de argumentos de legitimidad a los valores 
políticos que actuaron como puntos de referencia últimos. 

1. Legitimidad ligada a la seguridad: legalidad, reforma, estabilidad, miedo al 
enfrentamiento, paz, concordia, reconciliación, etc. 

2. Legitimidad ligada a la autonomía: cambio, ruptura, libertad, democracia 
(reglas, valores, procedimientos ... ), etc. 

3. Legitimidad ligada a la pluralidad: reconocimiento de lo diferente, toleran­
cia, conflicto, diversidad, pluralidad ideológica, pluralidad nacional, etc. 

4. Legitimidad ligada a la integración: Europa, occidente, CEE, ciudadanía 
europea, etc. 

5. Legitimidad ligada a la unidad: negociación, pacto, acuerdos, colabora­
ción, cuestiones de Estado, etc. 

La clasificación agrupa con cierta coherencia y, lógicamente, con cierta arbitra-
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riedad, valores que resultaron significativos para una legitimación de los actos y 
estrategias políticas relevantes durante la transición. Ciertamente, la lista podría 
extenderse, pero parece razonable pensar que en ella se encuentran, al menos, los 
más importantes puntos de referencia legitimante. El lector habrá apreciado ya que 
ninguna de las referencias valorativas fue monopolio exclusivo de un grupo y que 
bastantes de ellos tendrían sentidos diferentes dependiendo de la posición política 
desde la que fueran reivindicados, del momento del proceso de transición en el que 
fueran articulados y de la interrelación recíproca que mantuvieran con el resto de 
los valores y argumentos de legitimidad. Es este hecho lo que permite hablar de 
una esencial dinamicidad de la legitimidad en la transición. 

La propia dinamicidad del proceso de transición se liga con la complejidad que 
toda referencia legitimante tiene, dando lugar así a un conjunto en continua 
evolución. Si hay algo que define mejor acaso que ninguna otra cosa a la 
legitimidad durante la transición es su plasticidad, esto es, su capacidad para ser 
moldeada, esculpirse en nuevas formas de una manera expresiva, viva y política­
mente funcional. Cuando la rutinización consolida e institucionaliza un sistema 
político, es probable que con la esfera de la legitimidad ocurra otro tanto. Pero un 
proceso de transición acelera y cataliza las acciones, los movimientos tácticos, las 
estrategias, los posicionamientos políticos y, consecuentemente, genera una diná­
mica de la legitimidad que, una vez asentado el nuevo régimen político tiende a 
olvidarse o a fijarse en fórmulas estables. 

Como ejemplo de lo que acabamos de decir examinaremos ahora brevemente 
dos instituciones cuya legitimidad está vinculada fuertemente a su papel durante la 
transición y que de algún modo son paradigmáticas para un estudio de la dinámica 
de la legitimidad: la Corona y la Constitución 79. 

El Rey obtuvo en un principio su legitimidad de dos fuentes distintas. Primero, 
de la línea sucesoria monárquico-tradicional, enmarcada en este caso por la 
abdicación de don Juan de Borbón. Segundo, de la legalidad franquista y continuis­
ta establecida por la Ley de Sucesión. Pero ya desde muy pronto hubo quien 
percibió que ambas fuentes eran insuficientes para producir una consolidación de 
la institución monárquica en España. Ya antes de la muerte del general Franco, J. 
M. de Areilza advertía que «la monarquía [había] de ser instrumento institucional 
de unidad y reconciliación» 80. La Corona debía actuar como garante de la paz y la 
concordia, como árbitro moderador de los procesos políticos que evitara el 
enfrentamiento y la escisión de la comunidad. Muy pronto esa función pacificadora 
y moderadora se conectó con el inicio de un proceso reformista democratizador, o 
sea, la Corona buscó su fuente de legitimidad no sólo en argumentos ligados a la 
seguridad y la unidad, sino también en aquellos relacionados con la autonomía y la 
pluralidad. Bien es cierto que entre las fuerzas de oposición tardó algún tiempo en 
calar la aceptación de la Corona, pero cuando la reforma fue capaz de consolidar su 

79 Un análisis pormenorizado del uso en el discurso político de ambos términos en R. del ÁGUILA y 
R. MONTORO, ob. cit., pp. 54 ss., 228 ss., 234 ss. 

80 J. M. de AREILZA, ABe, 11-11-1975. El subrayado es mío. 
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credibilidad, hay que conceder que sin demasiadas dificultades los rupturistas 
apreciaron que lo que les resultaba crucial era el dilema dictadura/democracia y no 
el de MonarquíalRepública 81. Por tanto, lo que se exigía al monarca para su 
legitimación basada en el cambio y la democracia era una identificación de sus 
actos con la consecución de un régimen democrático. En opinión de muchos se 
trataba de hacer proceder la legitimidad de la Corona de la transición a la 
democracia y la Constitución y no viceversa 82. Por otro lado, para los rupturistas 
durante el proceso constituyente era bastante evidente que gran parte de la 
credibilidad y de la legitimidad que los reformistas habían conseguido había pasado 
a formar parte de la Corona 83. En este sentido, la Corona había jugado un 
importante papel, gracias a sus dos fuentes de legitimidad primeras, en la justifica­
ción del cambio político ante los sectores franquistas y continuistas más duros. Esta 
función le identificó con la estrategia reformista y, paulatinamente, le convirtió en 
el lugar del sistema político donde el equilibrio de legitimidades obtenía una mayor 
estabilidad. No es casualidad que S. Carrillo señalara que «la monarquía desempe­
ña un papel evidente en el proceso democratizador, cuestionarlo sería poner en 
cuestión todo el proceso democrático», dado que constituye «una pieza decisiva en 
el difícil equilibrio político» de la transición 84. En estas condiciones y en el 
momento en que la ruptura a través de la Constitución empezaba a ser un hecho, 
un punto de no retorno del proceso, la institución monárquica se convierte en 
«motor del cambio» 85. 

Y si la Corona logra al tiempo los títulos de elementos de continuidad, árbitro 
moderador y motor del cambio es, sencillamente, porque ha conseguido una 
síntesis de fuentes y argumentos de legitimidad, similar a la de los reformistas, pero 
sin gran cantidad de los costes que éstos hubieron de arrostrar 86. Su legitimidad 
fue un proceso de creación de legitimidad quizá más claramente que en ninguna 
otra institución u opción política. No hay que olvidar que la figura del Rey no era 
en los inicios del proceso en absoluto carismática y que, a priori, ni seguridad ni 

81 Véase la explicación de la posición comunista en este asunto en las palabras de S. CARRILLO, 

DSCD, 5-5-1978, p. 2037. 
R2 En opinión de G. PECES-BARBA (ob. cit., pp. 147 ss.) el voto particular que el PSOE mantuvo ante 

la Comisión debe interpretarse como un deseo de hacer proceder la legitimidad de la Corona de la 
Constitución. 

83 La buena imagen del Rey puede confrontarse en los capítulos y epígrafes correspondientes de 
J. J. LlNZ y' otros, ob. cit. y en «Actitudes y opiniones de los españoles ante la Constitución y las 
instituciones democráticas», Estudios y Encuestas, núm. 3, Madrid, CIS. 

84 Cf., respectivamente, Interviú 17-1-1978 y DSCD, 5-5-1978, p. 2 037. 
85 ef. M. HERRERO DE MIÑÓN, DSCD, 5-5-1978, p. 2037. 
86 El 23 % de los españoles atribuye todo lo positivo del proceso de transición al Rey y sólo un 2 % 

lo negativo. El presidente del Gobierno (A. SUÁREZ) se halla cerca, pero por debajo de estos dígitos 
(20 % Y 2 % respectivamente). Cf. J. J. LINZ y otros, ob. cit., p. 121. Por otro lado, un 71 % considera 
que su actuación fue muy o bastante importante en aquel período, frente al 66% que sostiene idéntica 
opinión respecto del Presidente. Mientras un 67 % considera que la transición a la democracia no 
hubiera sido posible sin el monarca. Cj. J. J. TOHARIA, ob. cit., pp. 72 ss. y «Banco de datos del CIS», 
Estudio núm. 1 495, 1985. 
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cambio político eran argumentos de legitimación que se aplicaran en su sentido 
«fuerte» con referencia a él. El proceso, como hemos visto, fue más bien el 
contrario: sus acciones concretas le identificaron con la seguridad en el proceso de 
transición y con la democracia como resultado y esto le valió una posición 
privilegiada en cuanto a la esfera de legitimidad se refiere. Ni que decir tiene que 
cuando la Corona juega un papel decisivo en el desarrollo de los acontecimientos 
posteriores al 23-F y se constituye en «defensora de la Constitución», su posición 
aglutina casi todas las posibles fuentes de legitimidad a su alcance. 

La Constitución, por su lado, extrajo su primera fuente de legitimidad de los 
valores democráticos que debía encarnar en el futuro. Paradójicamente, si lo 
comparamos con su desarrollo consensual posterior, surgió como una exigencia. 
Cuando los reformistas se decidieron a abordar seriamente el asunto del cambio 
constitucional, cuando la ruptura se convirtió en ruptura a través de la negociación, 
se produjo un cambio importante. La apertura de un proceso constituyente 
transformó a la Constitución de una exigencia en el símbolo de la ruptura 87. Por 
aquel entonces la Constitución, es cierto, no era más que una meta, un proyecto, 
un objetivo. Pero el primer problema que había que enfrentar era dotarla de un 
quantum extra de legitimidad, aun en ese estado embrionario. Las reglas de 
elaboración del texto, el procedimiento, se convirtieron en la fuente de esa nueva y 
necesaria legitimidad. Y, entre estas reglas, destaca con perfil propio la idea de 
consenso como método de consecución de acuerdos que encarnaba tanto las ideas 
de seguridad como las de autonomía, tanto las de pluralidad como las de unidad. El 
consenso, y la Constitución a través suyo, se vieron entonces vinculados a multitud 
de valores básicos al proceso de transición: reforma, paz, concordia, ruptura, 
cambio, libertad, democracia, tolerancia, sentido del Estado, etc. 88. 

Como es lógico el consenso constitucional fue definido de distintas maneras. 
Podía aludirse a él como un sistema para llegar a un acuerdo en la mayoría de los 
temas posibles o como un método que impide que nada inaceptable para alguno de 
los grupos se plasme en el texto constitucional 89. Sea como fuere, la elaboración 
consensual de la Constitución tenía un doble objetivo: eludir el enfrentamiento y la 
escisión, por un lado, garantizar la estabilidad y la democracia, por otro. En 
muchos casos, es cierto, esto obligó a encaminarse por la vía de los compromisos 
apócrifos (Schmitt), esto es, acuerdos en los cuales no había otra cosa que voluntad 
de acordar pero no un real entendimiento o una comprensión idéntica de lo 
acordado 90. La ambigüedad resultante ha sido ya suficientemente resaltada tanto 
desde un punto de vista jurídico como político. Sin embargo, lo que resultaría 
interesante analizar en este contexto es la relación de la legitimidad de la Constitu­
ción con el uso del texto constitucional como símbolo. 

87 Una Constitución «es lo que marca la realidad de ruptura con la situación [el régimen] anterior» 
(G. PECES·BARBA, DSCD, 5-5-1978, p. 2030). 

88 Un análisis pormenorizado del consenso en R. del ÁGUILA y R. MONTORO, ob. cit., pp. 126 ss. 
89 Éstas son las posiciones respectivas de G. PECES BARBA y M. FRAGA. Cf. G. PECES BARBA, ob. cit., 

pp. 146-7. 
90 Cf. C. SCHMITT, Teoría de la Constitución, Madrid, 1934, pp. 33 ss. 
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Debido precisamente a su método de elaboración, la Constitución dejó de 
significar simplemente ruptura con el franquismo para convertirse en una «Consti­
tución de reconciliación nacional» 91, «una Constitución sin vencedores ni 
vencidos» 92 que ha permitido la «superación de la guerra civil» 93. En este sentido, 
la Constitución es un símbolo que señala al terreno de lo común y lo compartido, 
de la unidad de la comunidad y de superación de los antagonismos. Por ello, refiere 
su legitimidad a su capacidad para encarnarse como la «Constitución de todos» 94 

que permite asentar sobre bases sólidas las reglas de procedimiento necesarias para 
regular la disensión. 

En el momento en que la Constitución ha conseguido establecerse como marco 
del pluralismo es cuando ella misma se convierte en fuente de legitimidad y la 
posterior identificación de lo legítimo con lo constitucional nos retrotrae a aquella 
idea tan querida para Max Weber o la teoría de sistemas: es legítimo lo que es 
legal. El círculo de dinamicidad de la transición se cierra y a un sistema autoritario 
le sigue, a través de este complejo proceso, un sistema democrático que ha creado 
a través de la dinámica sus propias fuentes legitimantes rutinizadas. 

91 Cf s. CARRILLO, El año de la Constitución, cit., pp. 94-5. 
92 CJ. Una Constitución para una sociedad libre, Madrid, UeD, Serie Testimonios, 1978, p. 5. 
93 Cf J. REVENTÓS, DSCD, 31-10-1978, p. 5 193. 
94 Cf F. ABRIL MARTORELL, DSCD, 5-10-1978, p. 3387. 





3. Las elecciones de la transición 

LOURDES LÓPEZ NIETO 

l. Consideraciones previas 

Quince años después de la celebración de las primeras elecciones democráticas, 
resulta difícil escribir sobre este proceso, el que tuvo lugar el 15 de junio de 1977, 
considerado el más importante de la transición, por la abundante literatura que 
existe al respecto; prácticamente está todo dicho, debido a la gran influencia que la 
normativa y la dinámica política ejercieron sobre comicios posteriores sobre los 
que lógicamente se han realizado numerosas investigaciones. 

Los estudios sobre el funcionamiento y mecánica del sistema electoral han 
ocupado a numerosos politólogos nacionales y extranjeros en el análisis de las 
ventajas del mismo, aportando elementos que permitieran mejorar y limitar los 
inconvenientes del modelo establecido originariamente, como fruto y cristalización 
de la compleja negociación que supuso la denominada octava ley fundamental, 
esto es la Ley Para la Reforma Política. 

Existe acuerdo acerca de la limitada proporcionalidad producida por el sistema 
electoral, en términos globales, así como en aspectos puntuales de carácter técnico, 
práctico y político. La mayoría de la clase política considera válido este sistema «en 
el que hemos aprendido a utilizar el derecho al sufragio», por lo que pese a las 
sistemáticas críticas de los estudiosos y de algunos partidos, los elementos funda­
mentales del sistema electoral se han mantenido en las sucesivas revisiones 
legislativas. 
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Otro tipo de trabajos prolijos se centran más en el comportamiento electoral y 
el sistema de partidos, muchos referidos a ámbitos territoriales concretos, que 
explican y sistematizan los resultados de las consultas; la participación, los sistemas 
de partidos y la estabilidad y centralidad del comportamiento, frente a la inestabili­
dad de las elites y organizaciones partidistas, son asuntos recurrentes de estos 
estudiosos. 

Investigaciones sobre partidos políticos en sus aspectos organiza ti vos y progra­
máticos, las crisis y debilidad interna explican las repercusiones en el ámbito 
electoral y parlamentario. Cuestiones normativas y otras más concretas de los 
procesos electorales, como la financiación, los contenciosos, y las aportaciones de 
o sobre los actores políticos, permiten ilustrar y conocer en profundidad lo 
ocurrido en las elecciones celebradas en estos quince años. 

Por ello y con las ventajas que ofrece la distancia temporal y el material 
elaborado, trataré de exponer los aspectos que, a mi juicio, son más sobresalientes 
de las elecciones del 15 de junio de 1977, considerándolo, en sentido amplio, como 
sistema representativo l. 

Es aceptada por los enfoques clásicos (Rokkan) y modernos (Dahl, Lijphardt) 
la importancia que tiene la incorporación de nuevos sectores al derecho al sufragio 
para conocer el grado de democratización. De los muchos aspectos que se analizan 
de las transiciones políticas, aquellos que conciernen al impacto y a los efectos de 
las primeras elecciones centran buena parte de la atención, por las consecuencias 
inmediatas, sobre la dinámica de la transición, porque se hace efectivo el cambio 
en relación al régimen anterior y porque los actores políticos entran en acción 
plenamente 2. 

Tanto la fase previa a la convocatoria, en la que se establece la normativa, 
como el desarrollo del proceso electoral, la campaña, las consecuencias, y los 
resultados, cobran enorme transcendencia en estas primeras elecciones. Así, la 
decisión sobre la convocatoria y la elaboración de las normas, permite conocer el 
carácter más o menos reformista o rupturista del proceso y los elementos de 
continuidad, con el sistema político anterior. 

La puesta en marcha del proceso electoral, especialmente la formación de las 
candidaturas y el desarrollo de la campaña, permitirá conocer el papel de los 
partidos y de las elites políticas. 

El análisis de los resultados disipará la incertidumbre que rodea el proceso. El 
comportamiento electoral es difícil de evaluar previamente, ya que las encuestas y 
los efectos de la campaña están condicionados en gran medida por la excepcionali­
dad del hecho. Por otra parte, el funcionamiento del sistema electoral, normalmen-

1 Prefiero utilizar este término referido al conjunto de normas, instituciones, procedimientos 
técnicos y actores y prácticas políticas que permiten asegurar las funciones de la representación política, 
de un sistema político. 

2 G. O'DONNELL y Ph. C. SCHMIITER, Transitions from Authoritarian rule: Tentative Conclusions 
about Uncertain Democracies, Londres, Johns Hopkins UP, 1986, p. 57; L. MORUNO en VV AA, Manual 
de ciencia política, Madrid, Alianza, 1988, pp. 106 ss. 
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te sin precedentes o con adaptaciones específicas', lo hacen prácticamente nuevo. 
Por ello, las repercusiones sobre el sistema de partidos electoral y parlamentario y 
sobre la formación de gobierno son asuntos que vienen precedidos de un alto grado 
de indeterminación. 

Así pues, los efectos de toda elección (representación, legitimación y produc­
ción de gobierno), cobran una dimensión superior, al sentar las bases para la nueva 
etapa. 

Los efectos globales de las primeras elecciones, especialmente la inercia que 
adquieren sobre todo si resultan exitosas en ese período, tienen efectos más allá de 
la etapa de la transición. La tendencia a mantener mecanismos jurídicos y prácticas 
políticas, cuando el sistema se ha consolidado, como es el caso del sistema electoral 
en concreto y del sistema representativo en la consolidación democrática en 
España, es un hecho a destacar. 

La variedad y generalización de cambios en los sistemas políticos durante los 
últimos veinte años, avala la necesidad de concretar el papel del sistema represen­
tativo en esta perspectiva comparada 3. 

Pero también se sabe que contemporáneamente a estas transiciones, los siste­
mas políticos democráticos, hacia cuyo modelo se encaminan los nuevos sistemas 
políticos, sufren crisis y cambios 4. Éstos tienen notable incidencia entre otros 
aspectos en lo que concierne a la representación política y que afecta tanto a 
aspectos del proceso electoral, campañas, como también a los partidos y a los 
parlamentos 5. 

Esta perspectiva ha de tenerse en cuenta, por lo que de modernizador se pueda 
encontrar ya en el desarrollo de este primer proceso electoral, como por ejemplo el 
impacto de la televisión en la campaña. Si tenemos presentes estas cuestiones, será 
más fácil explicar algunos asuntos que pudieran parecer atípicos o paradójicos, en 
relación a los modelos conocidos, cuando en realidad son resultado de la incorpo­
ración de elementos nuevos. Todo ello explica el interés de los estudiosos, pero 
también la dificultad y cautelas necesarias a la hora de realizar las investigaciones, 
sobre todo en una perspectiva comparada. 

Así por ejemplo, los actores políticos se encuentran con limitaciones a la hora 
de buscar referencias en los modelos que pretenden aplicar, hecho que puede 
complicarse porque han de pasar de una época preindustrial a la posindustrial sin 

3 Tras cuarenta años de estabilidad en el mapa político mundial, las crisis y cambios de los sistemas 
políticos de los últimos quince años lo han alterado sustancialmente (Europa, América Latina, 
Oriente). En ellos el papel de las elites en el diseño y puesta en marcha del proceso representativo es 
fundamental para la instauración y consolidación de los sistemas políticos (UNZ, MORUNO, SCHMIT­

TER, etc.). 
4 En nuestro país, los numerosos y conocidos trabajos de R. COTARELO, entre otros, «¿Crisis y 

reformulación del Estado del bienestar?», en Javier CORCUERA y Miguel Angel GARCtA HERRERA 

(comps.), Derecho y economía en el Estado social, Madrid, Tecnos, 1988. 
5 De la literatura ya clásica, destacan entre otros los trabajos sobre redefinición de funciones, 

partidos y parlamentos de INGLEHART. KIRCHHEIMER. LEMBRUCH. LIJPHART. LOEWENBERG. OFFE, SARTO­

RI. SCHMITTER. En castellano, COTARELO_ 



80 Transición política y consolidación democrática 

haber pasado por la intermedia, o porque cuando nacen o se les permite actuar han 
de llevar a cabo las funciones en un marco distinto 6. 

Es frecuente que los diversos tipos de condicionamientos se superpongan: los 
bajos niveles de militancia debidos a una cultura contraria a la participación 
política; pero también debido a la crisis de afiliación en esos momentos, dada la 
relativa importancia que el papel de los militantes tiene, por ejemplo, en el 
desarrollo de la función de organización de las elecciones: los medios de comunica­
ción y el marketing suplen en parte el papel de los miembros de los partidos. 

Esta tesis a su vez es contrastada por otras que reiteran la importancia de la 
actividad de los partidos políticos en períodos entre elecciones, y que limitaría la 
creciente distancia de los ciudadanos de la cosa pública, que se manifiesta, por 
ejemplo, en el progresivo incremento de la abstención en el acto de mayor 
participación política. 

Es frecuente que en estas circunstancias se produzcan colisiones jurídicas 
políticas importantes, como, por ejemplo, el mandato que se atribuía a represen­
tantes en la ley de elecciones de 1978, con el mandato imperativo del texto 
constitucional y el comportamiento y uso diverso que los partidos y electos han 
desarrollado 7. 

Las mencionadas cautelas de los análisis también han de aplicarse a la evalua­
ción del mantenimiento y estabilidad de los mecanismos y dinámica electoral y de 
partidos de la transición en el período de consolidación, como tendencia de los 
sistemas políticos empeñados en perpetuar elementos en el proceso en que se 
insertan y desarrollan. 

Es evidente que en la actualidad se conocen con bastante profundidad las 
consecuencias de la adopción de las diversas alternativas de los sistemas electorales 
por el extenso material empírico con el que se cuenta. Esto permite establecer 
modelos teóricos con el objetivo muy extendido desde la segunda guerra mundial, 
y quizá acentuado últimamente, de lograr la estabilidad de los sistemas políticos. 
Pero también se sabe que el mejor sistema electoral no puede compensar el mal 
funcionamiento de la estructura política, de la cultura cívica o de la inercia 

6 F. MURILLO FERROL, «Dificultades», en Revista del Departamento de Derecho Político, núm. 6, 
1980, p. 8. En otro sentido, J. J. LINZ, Informe sociológico sobre el cambio político en España, Madrid, 
FOESSA, 1981, pp. 8 ss. La debilidad estructural de los partidos españoles, las sucesivas crisis y 
cambios internos, la amplitud de la financiación pública y pese a ello el papel hegemónico de éstos en 
todo el proceso de cambio y consolidación, en gran medida debido a la también debilidad de la sociedad 
civil, configuran un panorama en algunos aspectos singular en relación a otros casos; la dinámica 
mayoritaria que se ha generado en el' sistema español, quizá en parte se deba al comportamiento de los 
actores. 

7 Al amparo del artículo 11, párrafo 7 de la Ley de Elecciones Locales de 1978, varios concejales 
cesaron en sus cargos toda vez que habían sido expulsados .del partido. Este párrafo fue considerado 
inconstitucional puesto que chocaba con el principio de prohibición del mandato imperativo; esto 
motivó su derogación en la reforma de la ley en 1983. Después, la significativa movilidad de los electos 
durante el ejercicio de su mandato (el denominado «transfuguismo») ha hecho renacer la discusión entre 
los principios y las prácticas políticas, y la necesidad de buscar algún tipo de solución al problema. 



España (/975-1986) 81 

política, como es el caso que nos ocupa, en gran medida a consecuencia de 
diversos juegos y alianzas propias de la transición que, sin embargo, se prolongan 
en la consolidación del sistema 8. 

Por ejemplo, los aspectos esenciales del sistema electoral que se perpetúan en 
el decreto-ley de normas electorales de 1977 vigente hasta la aprobación de la Ley 
Orgánica de Régimen Electoral General (LOREG) de 1985 9 que incorpora 
prácticamente intacto el sistema anterior. 

Trataré de mostrar alguno de estos aspectos, por las consecuencias producidas 
por una representación-decisión y una dinámica política antagónica bastante 
manifiesta, al menos en las instituciones del Estado central, aunque formalmente 
se haya constitucionalizado un sistema proporcional 10. El resultado es un sistema 
político intermedio debido al enfrentamiento entre defensores del consenso pero 
dificultando la acción de la oposición en aras a garantizar el mayor grado de 
estabilidad; otros sectores defienden, por el contrario, más pluralismo aún a costa 
de la estabilidad. El funcionamiento del sistema electoral y de la dinámica 
partidaria y gubernamental de las elecciones legislativas y de las autonómicas 
y locales es una muestra de esta tendencia. 

JI. Notas sobre el sistema representativo del tardofranquismo 

Los elementos del sistema político franquista que nos interesa recordar son los 
procesos electorales, la regulación de las asociaciones políticas y la composición de 
las Cortes en los años anteriores al inicio de la transición. 

La mayoría de los sistemas autoritarios llevan a cabo procesos electorales 
buscando fundamentalmente una supuesta legitimación hacia el exterior, ya que no 
cumplen función significativa para el sistema, salvo las de carácter plebiscitario. 
Algunos autores las denominan elecciones no-competitivas debido a que en ellas 
no se pone nada en juego, porque no hay alternativas ni competencia y no hay 
reconocimiento de los derechos y libertades 11. Este hecho quizá haya motivado la 

8 R. TAAGEPERA Y M. SOBERG, Seats and Votes: the Effects and Determinants of Electoral Systems, 
Londres, Yale UP, 1989, pp. 235 ss. 

9 El artículo primero del Decreto-Ley de 18 de marzo de 1977, establece que el mismo regularía las 
primeras elecciones a Cortes. De hecho, sucesivas convalidaciones (por ejemplo, el R.D. de 5 de enero 
de 1978) permitieron que el decreto-ley regulase las dos siguientes elecciones generales, fuera supletorio 
para las elecciones municipales de 1979 así como para las primeras a los parlamentos de todas las 
Comunidades Autónomas, excepción hecha del País Vasco que elaboró su propio texto electoral en las 
elecciones de 1981. 

10 J. M. VALLES, «Sistema electoral y democracia representativa: nota sobre la Ley Orgánica de 
Régimen Electoral General de 1985 y su función política», en REP, núm. 53, pp. 17 ss.; A. LIJPHART, 

Las democracias contemporáneas, Barcelona, Ariel, 1987, pp. 234-235. 
11 A. ROUQUIÉ, «L'anaJyse des elections nonconcurrentielles: contraje c1ienteliste et situations 

autoritaires», mímeo, París, 1976, pp. 1-5. 
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escasa atención prestada por los estudiosos, como ocurre con las elecciones y el 
papel de los referendos en el sistema político anterior 12. 

Si formalmente los procedimientos electorales aparecen contemplados en las 
Leyes Fundamentales (Ley de Cortes, Ley de Referéndum, etc.) en los orígenes 
del sistema, posteriormente una complej a maraña legislativa regula las numerosas 
convocatorias electorales. Su comprensión era confusa frecuentemente para los 
dirigentes políticos directamente implicados, y, en ocasiones, era difícil averiguar si 
se respetaba el principio de jerarquía de las normas establecidas por las Leyes 
Fundamentales 13. 

En todo caso el carácter de constitución abierta hace que se produzca un 
proceso constituyente permanente, en el que la contradicción y confusión entre las 
normas y el funcionamiento de las instituciones es un hecho constante. 

Sin embargo, el sistema electoral diseñado es bien simple: mayoritario e 
indirecto, sin reconocimiento de los derechos fundamentales ni de las garantías 
electorales. La práctica electoral se caracteriza por una limitada importancia de las 
consecuencias políticas: no se elige ningún órgano con poderes reales y los cargos 
electos siempre son minoría en relación a los designados (caso de los procuradores) 
o lo son de instancias políticamente poco significativas (los alcaldes de las grandes 
urbes son siempre designados). 

La aplicación de la legislación generaba interferencias, desfases y disfunciones 
importantes entre las instancias gubernamentales que intervenían en el proceso: 
ministerios de la gobernación (gobernadores civiles , policía), organización sindical 
y Secretaría General del Movimiento. 

A las notas antedichas hay que agregar otras ciertamente paradójicas, como el 
número elevado de elecciones celebradas y el nulo alcance político o la obligatorie­
dad del voto y las numerosas limitaciones impuestas al ejercicio del sufragio, tanto 
activo como pasivo. 

En este marco la participación de la ciudadanía es escasa en las diversas 
elecciones y referendos celebrados 14. Los condicionamientos sobre la transición 
tienen un alcance limitado. La cultura política es poco participativa y recelosa de 
todo lo relacionado con la cosa pública. La utilización de los referendos, dada su 
institucionalización en las Leyes Fundamentales, se recogerá primero en la Ley 

12 Sobre las elecciones a Cortes, M. A. RUIZ DE AZÚA, «Las elecciones a las Cortes de Franco, 
1942-1975~~, tesis doctoral, Madrid, 1987. Sobre los referendos, M. MARTINEZCUADRADO, «Representa­
ción, elecciones, referéndum», en M. FRAGA, La España de los años 70, vol. 111, Madrid, Moneda y 
Crédito, 1974. Sobre elecciones municipales, Departamento de Derecho Político, Les eleccions munici­
pals a Barcelona del 16 d'octubre de 1973, Barcelona, F. Bofill, 1975. 

13 M. A. RUIZ DE AZÚA, «Las elecciones franquistas» en Historia 16, Madrid, 1977, pp. 86-87. Era 
frecuente que se promulgaran numerosos decretos (25 en alguna legislatura) para realizar las elecciones 
de los distintos tercios de procuradores, además de otras normas. 

14 En las elecciones del tercio familiar de 1967, el abstencionismo fue del 40,6 %, incrementándose 
en 17 puntos en las siguientes. El control político en los referendos hizo que en las dos ocasiones la 
abstención fuera muy reducida, un 20 % en el de 1966. Más datos sobre las elecciones por el tercio 
familiar en F. VANACLOCHA, Ponencia presentada en París (mesa redonda sobre elecciones no 
competitivas), 1976. 
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para la Reforma Política (LRP) como atribución del jefe del Estado y del Gobierno 
del que emana, cuando lo creyera preciso y vinculante para los demás órganos. 

Posteriormente se constitucionaliza y desarrolla por medio de una ley orgánica 
(1980). La utilización y resultados de los mismos, especialmente el de 1976 (sobre 
la LRP), el primero sobre la autonomía andaluza y el denominado de la OTAN, se 
han producido en situaciones y con opciones complejas, no comparables a los del 
sistema anterior, pero rodeadas de bastante confusión. Quizá porque como ocurre 
en otros sistemas políticos (Italia), recientemente los electores en este tipo de 
instituciones de democracia directa suelen apartarse de las directrices partidistas 
utilizando el voto como muestra del distanciamiento de la sociedad civil de los 
partidos. 

En cuanto a la clase política, las vías de actuación al margen de las orgánicas 
son también pequeñas; se establece un censitarismo ideológico. Como es sabido, el 
régimen anterior sufrió ciertos cambios en algunos aspectos por razones diversas. 
En relación a los partidos, las respuestas del sistema, tanto desde una perspectiva 
ideológica como normativa o pragmática, se mantuvieron prácticamente intactas a 
lo largo de los cuarenta años. 

Se rechaza la existencia de los partidos 15 vaciando de contenido real la acción 
de los mismos, incluyendo el del propio partido único, órgano del sistema con 
atribuciones formales, pero no reales, de acuerdo con el proceso de desideologiza­
ción en la etapa tecnocrática. El discurso contrario al papel de los partidos, se 
asentó en la sociedad, contribuyendo a fortalecer la cultura poco participativa y 
despolitizada. 

Si desde 1966 se pone en marcha el proceso de sucesión con la Ley Orgánica del 
Estado designando tres años después al sucesor en la jefatura del Estado, en lo que 
concierne al sistema representativo las modificaciones son de corto alcance. Desde 
el punto de vista formal, es en 1969 cuando por primera vez un limitado reconoci­
miento de las asociaciones políticas «dentro de los cauces del Movimiento Nacio­
nal» permite que se someta a estudio un anteproyecto de bases de estatuto de las 
mencionadas asociaciones, que no cristaliza en norma concreta hasta 1974 16. Su 
marco es tan restringido que sólo se inscriben 10 grupos, entre los que cabe 
destacar la Unión del Pueblo Español (UDPE), presidida por el secretario general 
del Movimiento, A. Suárez yen la que se inscribe buena parte de la clase política 
provincial y local, que dos años después constituiría la base humana fundamental 
de Alianza Popular (AP) y que la Unión de Centro Democrático (VCD) absorbió 
poco antes de las primeras elecciones democráticas. Otros políticos (Fraga, Areil­
za) y grupos ideológicos (democristianos, liberales) siguen utilizando la vía de la 

15 «No es imperativo de la democracia que ésta haya de practicarse por medio de partidos artificiales 
tipo siglo pasado [ ... ] A nosotros, está demostrado nos era fatal [ ... ]», F. FRANCO, «Discurso en 1959», 
en Pensamiento político de Franco, Madrid, 1975, t. 1, p. 131. 

16 Decreto-Ley, de 21-12-1974, sobre Asociacionismo Político en MARTíN MERCHÁN, Partidos políti­
cos: su regulación legal, Madrid, Ministerio del Interior, 1981, pp. 104 ss. 
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iey de sociedades mercantiles, conformando su práctica política esencial a través de 
actividades culturales 17. 

Esta situación no se altera hasta el nombramiento de A. Suárez como presiden­
te de Gobierno que hace efectivas algunas medidas estudiadas por el primer 
gobierno de la monarquía y así como otras jurídicas y políticas que permitirán la 
legalización de los partidos políticos 18. Al amparo de las primeras decisiones, 
se legalizan las asociaciones que conformaran AP en septiembre de ese año 1976 
y las que integrarán poco antes de las elecciones VCD. 

Además de la importancia que tienen estas decisiones sobre el desarrollo 
posterior de la transición, adquieren relevancia inmediata en la formación y 
actuación de los grupos parlamentarios, en los últimos meses de funcionamiento 
de la prorrogada X Legislatura de las Cortes, algunos articulados sobre estas 
asociaciones. 

El sistema autoritario en relación al desarrollo de los partidos ha influido en la 
debilidad de los mismos durante la transición e incluso después. La cultura política 
de la que he hablado dificulta el reclutamiento de militantes y la formación de 
partidos de amplia base humana y las elites políticas pasan a jugar un papel central 
en el proceso político de la transición 19. 

No obstante, y aunque pueda parecer paradójico, las dos formaciones más 
estructuradas desde el punto de vista organizativo, el Partido Comunista de España 
(PCE) durante el franquismo y AP en el inicio de la transición, no tienen éxito 
electoral. Por el contrario, las que mejores resultados alcanzan en las primeras 
elecciones o tienen un desarrollo interno limitado (Partido Socialista Obrero 
Español, PSOE) o es una coalición electoral de grupos sin apenas militantes 
(VCD). Es evidente que ciertos elementos del franquismo pueden explicar esta 
situación de rechazo por parte del electorado: el anticomunismo yel inmovilismo 
de buena parte de los miembros de AP. Pero junto a estos factores, hay otros 
elementos que pueden explicar esta situación, no atribuibles al régimen anterior: el 
carácter predominantemente ideológico de los programas y mensajes del PCE y 
AP (y de otros partidos como la Democracia Cristiana, o el PSOE histórico) 
dificultan el éxito en las elecciones en contraste con posiciones más pragmáticas y 

17 Por ejemplo, un grupo democristiano publica regularmente artículos en el diario Ya, con la firma 
colectiva «Tácito». GODSA es una sociedad mercantil que actúa como gabinete de documentación y 
orientación fomentada entre otros por M. FRAGA, que difunde ideas políticas a través de documentos 
y otras actividades públicas. 

18 En junio de 1976 se aprueba una ley sobre asociación política; se modifica el Código Penal en 
relación a este derecho, se crea el registro de asociaciones políticas en el Ministerio de Gobernación y a 
partir de febrero de 1977 una nueva modificación elimina la suspensión previa de las asociaciones por 
parte del ministerio responsable. La ley de partidos de 1978 y la Constitución resuelven definitivamente 
el problema e instauran la nueva legalidad. Véase R. MARTtN VILLA, Al servicio del Estado, Barcelona, 
Planeta, 1984, pp. 50-53, Y M. FRAGA, En busca del tiempo servido, Barcelona, Planeta, 1987, pp. 53-61. 
En febrero de 1977 y merced a la nueva normativa el PSOE y varias formaciones democristianas son 
legalizadas. El PCE lo es por decisión del ejecutivo dos meses después. 

19 Los politólogos L1NZ, MONTERO y GUNTHER en sus numerosos trabajos introducen esta variable 
para el análisis de la transición española, de acuerdo con los nuevos enfoques de la política comparada. 
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más acordes con las modernas posiciones de los grandes partidos con responsabili­
dades de gobierno en los países europeos. 

La inscripción de 200 grupos políticos (<<sopa de letras»), hasta el momento de 
las elecciones de 1977 en el Ministerio del Interior, excluyendo los de la extrema 
izquierda que son legalizados posteriormente, es una anécdota sin significado sobre 
el sistema de partidos, ya que poco después sólo el18 % son activos. También este 
hecho pudiera resultar paradójico con lo dicho acerca de la cultura política. Sin 
embargo, esta proliferación de partidos se puede explicar por otro rasgo del 
franquismo que es el carácter personalista en las relaciones políticas, dando lugar a 
la aparición de numerosos grupos creados en torno a personajes que son elimina­
dos del juego político después del 15 de junio, por lo que se clarifica el panorama 
preelectoral; pero también tiene efectos que perviven durante la transición e 
incluso en la consolidación, ya que se considera que la desaparición y rupturas 
internas de la mayoría de los partidos activos son debidas a problemas personales 
entre líderes 20. 

Desde el punto de vista institucional, al analizar el sistema representativo no se 
puede olvidar el papel desempeñado por las Cortes. Sin duda el jefe del Estado, el 
presidente del Gobierno y el de las Cortes en el momento de iniciarse la 
transición 21 desempeñan un rol fundamental en el diseño y ejecución de la 
operación política que ponen en marcha, pero instrumentalizan para ello básica­
mente este órgano representativo, amparándose en la composición y funciones de 
las Cortes del tardofranquismo. 

Originariamente, como se recordará, hasta la LOE este órgano estaba com­
puesto por miembros designados o natos (el 50 %) o elegidos indirectamente en 
segundo o tercer grado por unos censos muy restringidos 22. Sus funciones esencia­
les: las de preparar y elaborar las leyes que serían remitidas al gobierno para ser 
aprobadas por el jefe del Estado y ser oídas para la ratificación en el caso de los 
tratados internacionales. Esta situación se altera a partir de 1967: las Cortes 
tendrían capacidad para aprobar las leyes, correspondiendo desde entonces la 
sanción al jefe del Estado. 

Por otra parte el 72 % de los procuradores, desde esta fecha son elegidos, de 
los cuales el 36 % lo son por sufragio directo, aunque de base restringida, que 
permite ensanchar la complej a red legislativa a los ciudadanos que decidan 
participar en el proceso electoral. 

Los intentos del sistema para movilizar a sectores populares (como electores) o 
de la clase política (como candidatos) anteriormente desvinculados, surten poco 

20 J. R. MONTERO, «Partidos y participación política», REP, núm. 23, 1981, pp. 33-35; J. M. COLOMER 

y L. LÓPEZ NIETO, «Leadership Selection in the Spanish Political Parties», Working Paper, núm. 6, ICPS, 
1989, p. 4; R. COTARELO, «El sistema de partidos», p. 351, Y M. CACIAGLI, «La parábola de la UeD», 
pp. 420-423 en J. F. TEZANOS, R. COTARELO y A. de BLAS, La transición democrática española, Madrid, 
Sistema, 1989; M. BUSE, La nueva democracia española. Sistema de partidos y orientación de voto, 
Madrid, Unión Editorial, 1984, p. 113. 

21 M. CACIAGLI, Elecciones y partidos en la transición española, Madrid, CIS, 1986, p. 9. 
22 M. A. RUIZ DE AZÚA, «Conclusiones», ob. cit. 
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efecto a tenor de los datos y hechos conocidos 23; la participación en las elecciones 
por los cauces directos, resultó ser tan farragosa y compleja además de su limitado 
alcance político que, pronto (en las elecciones de 1971 para la X Legislatura) 
descendió el número de candidatos, la abstención creció (un 57 % en los comicios 
de los procuradores familiares, esto es, un 15 % más que en las de 1967) pese entre 
otras presiones a la obligatoriedad del voto. El porcentaje de reelegidos entre los 
altos cargos, frente a los «renovadores» alcanzó a casi dos tercios de los procurado­
res. Hechos similares ocurrieron en otras elecciones, como las municipales, cele­
bradas en ese período 24. Los intentos integradores del sistema también fracasaron 
en este ámbito. 

Esta legislatura, que se prorroga hasta 1977, con funciones legislativas y 
conformada por los sectores más representativos del régimen, tecnócratas, pero 
sobre todo del Movimiento y de la organización sindical, es la que instrumentalizan 
A. Suárez y T. Fernández Miranda, para llevar a cabo la reforma: destruir el 
sistema, aprovechando la complejidad de los mecanismos formales para liquidarlo. 
En marzo de 1975 se constituye el primer grupo parlamentario de las Cortes 
franquistas, el grupo parlamentario independiente como muestra de cierta renova­
ción por parte de ciertos sectores del régimen; después el de la UDPE, la Unión 
Democrática Española, cuyos miembros se incorporaron a AP, en el momento de 
su nacimiento. Muchos de estos procuradores constituyeron una parte importante 
de las fuerzas de la derecha, AP y UeD, y serían candidatos en las primeras 
elecciones (el 35 % en las listas de AP) logrando algunos el objetivo de ser 
elegidos, que fue una de las razones básicas que les hizo aplicarse el «harakiri» 
político al aprobar la LRP. 

Sobre el papel y el juego desarrollado por estos procuradores caben diversas 
interpretaciones, como la teoría de juegos, con la que, se esté o no de acuerdo con 
la racionalidad planteada, lo que es evidente es que fines y resultados perseguidos 
logran los resultados esperados 25. 

111. De la Ley para la Reforma Política a las normas electorales 

Sobre estas bases del sistema anterior y tras la incapacidad del primer gobierno de 
la monarquía para avanzar en el proceso de reforma política más allá de borradores 
y de ciertos contactos, el nuevo gobierno con más apoyos internos y externos al 

23 M. A. RUIZ DE AZÚA, «Conclusiones», ob. cit., y VANACLOCHA, ob. cit. 
24 VV AA, Les eleccions municipals a Barcelona del 16 d'octubre de 1973, Barcelona, J. BofiU, 

1975, caps. 6 y 7. 
25 J. M. COLOMER, El arte de la manipulación polftica, Barcelona, Anagrama, 1990, cap. v; M. BAE­

NA, M. G. MADARIA, «La elite franquista y burocracia en las Cortes actuales», Sistema, núm. 28, 
Madrid, 1979; L. lÓPEZ NIETO, Alianza Popular: estructura y evolución electoral de un partido con­
servador, Madrid, CIS-Siglo XXI, 1988, pp. 94, 110 Y 118. 
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sistema abre tres frentes de acción, para lograr una convocatoria electoral, que 
permitiera iniciar la transición como de hecho ocurre: éstas son la aprobación de 
una ley marco por las instituciones del régimen anterior, la legalización de los 
partidos políticos y la consulta a la ciudadanía. 

La aprobación de la LRP por las Cortes, resulta ser el primer escollo a vencer 
para realizar una reforma pactada, esto es, por medio de una transacción con las 
fuerzas e instituciones autoritarias. Esta Ley adquiere tras su aprobación rango de 
ley fundamental, pero sin preámbulo y por tanto sin techo ideológico al negar el 
Consejo Nacional del Movimiento su consentimiento 26. Es una ley breve y 
ambigua, propia de las circunstancias, que trata diversos temas, como los mecanis­
mos para la reforma constitucional, establece algunos poderes del jefe del Estado, 
contiene asimismo una corta declaración de principios, como la supremacía de la 
ley, pero de hecho es la disposición transitoria primera la que cobra una mayor 
trascendencia, puesto que contiene los elementos básicos del sistema de elección 
de una y otra cámara (número de miembros, fórmula electoral, y el distrito, en 
ambos casos provincial y con un número mínimo de escaños en cada uno). 
Consagra un sistema de representación mayoritaria con sobrerrepresentación de 
las zonas más deprimidas, tal como exigieron la mayoría de los procuradores a 
cambio del voto favorable, en el convencimiento de lograr un acta en las primeras 
elecciones. 

Pero la celebración de estos comicios denominados con acierto fundacionales 27 

exige también la participación de las fuerzas políticas en situación de ilegalidad. 
Por ello y paralelamente a la transacción antedicha, y desde un punto de vista 
formal, el gobierno aprueba en nueve meses dos decretos regulando el derecho de 
asociación política a cuyo amparo la mayoría de los partidos adquiere su reconoci­
miento legal: por ejemplo, las asociaciones que forman AP y DCD se inscriben 
bajo la normativa de 1976, mientras que PSOE, PNVy los partidos que integran el 
Pacte Democratic per Catalunya (PDC, luego CiD) se acogen al decreto de 
febrero. Junto a estas medidas jurídicas que reforman el código penal en lo relativo 
a este derecho fundamental, el gabinete pone en marcha diversas decisiones po­
líticas que de hecho permiten a los partidos realizar tanto actividades internas (el 
PSOE celebra su XXVIII Congreso antes de su legalización) como externas (la 
oposición democrática agrupada en la «Platajunta» realiza propaganda en algunos 
medios de comunicación en favor de la abstención en el referéndum convocado 
para aprobar la LRP también en ese mes de diciembre. No se puede olvidar 
tampoco la peculiar forma que adoptó la decisión sobre la legalización del PCE, 
debido a la oposición que suscitaba por parte de significativos sectores del régimen, 
especialmente entre el estamento militar. A las formaciones de extrema izquierda 
se les ofreció la posibilidad de concurrir a los comicios como candidaturas indepen­
dientes, según establecía el decreto de normas electorales, tal como de hecho 

26 P. LUCAS VEROÚ, La octava ley fundamental, Madrid, Tecnos, 1976, pp. 124-128; J. de ESTEBAN 

y otros, El proceso electoral, Madrid, Labor, 1977, pp. 349 ss. 
27 G. O'OONNELL Y Ph. SCHMITIER, ob. cit., cap. 6. 
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ocurrió (Candidaturas de Trabajadores fue la denominación adoptada por la 
Organización Revolucionaria de Trabajadores, el FUT, la Liga Comunista, 
etcétera) 28. 

La consulta a los ciudadanos acerca del proceso de reforma se concretó con la 
celebración del Referéndum para la aprobación de la LRP en diciembre de 1976, 
un mes después de ser aprobada por las Cortes; es un ensayo de las elecciones 
fundacionales, ya que se manifiestan las principales tendencias políticas yelectora­
les; se ha denominado «referéndum puente» puesto que difiere de los dos celebra­
dos durante el régimen anterior 29 y también de los que tuvieron lugar posterior­
mente. 

El gobierno contó con muchos recursos extraordinarios no usuales en los 
contextos democráticos, pero ni podía ni de hecho quiso acallar totalmente a la 
oposición, por lo que aunque sin legalizar se le permitió realizar propaganda por 
televisión, eso sÍ, limitada, así como tener interventores en las mesas electorales. 

La legitimidad que pretendía alcanzar el gobierno fue lograda con un porcen­
taje de participación y de votos afirmativos homologable en situaciones similares 
de países occidentales. La especificidad y las circunstancias que rodean la convoca­
toria dificultan la evaluación de los resultados. Así, la oposición que con cualquier 
opción legitimaba al gobierno 30 opta por la abstención, que alcanza casi un tercio 
del electorado. Este porcentaje es alto pero resulta ser una tendencia confirmada 
posteriormente incluso en el caso de las elecciones fundacionales, en las que no se 
llega a producir la «orgía participa ti va» 31 muy extendida en estos casos. El análisis 
con perspectiva temporal, permite considerar el alto índice de participación como 
una tendencia moderna, si tenemos en cuenta la creciente distancia de la sociedad 
civil respecto a la clase política durante los últimos 10 ó 15 años y de la que esta tasa 
es una muestra. 

Es evidente que la alta abstención también fue debida a hechos y circunstan­
cias políticas y técnicas del momento 32 no atribuibles a la oposición. Entre aqué­
llos, la primera aparición pública de S. Carrillo en Madrid, así como el 
secuestro del presidente del Consejo de Estado, días antes de la celebración del 
referéndum, generó miedo y quizá motivó un cambio de voto hacia el sí desde la 
abstención. La duplicidad de inscripciones censales y la no ausencia de otros 
sectores influyeron también aunque en sentido contrario. Finalmente, hay otros 
factores tradicionales de carácter estructural que también explican que las mayores 
tasas de abstención se produjeran en las grandes urbes y en zonas históricamente 
poco participativas (Galicia, Canarias) y en ámbitos territoriales periféricos en los 
que se manifiesta el tradicional conflicto centro-periferia (Cataluña, País Vasco). 

2H R. MARTíN VILLA, ob. cit., pp. 61-70. El artículo 30, párrafo 3.c, regula la presentación de 
candidaturas independientes para las que los avales y requisitos exigidos son escasos. 

29 J. de ESTEBAN y otros, ob. cit., p. 349 ss. 
30 D. NOHLEN, Ley electoral y consecuencias políticas, Madrid, CITEP, 1977, pp. 83 ss. 
31 J. J. UNZ, Comentario sociológico, Madrid, CECA, 1977, pp. 309 ss. 
32 J. 1. CASES, «Resultados y abstención en el referéndum español de 1978» en REP, núm. 6, 1978, 

pp. 173 ss. 
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El 76 % de voto SÍ, muestra cómo no se produjo una total presión guberna­
mental, ya que esta cifra está lejos del casi 90 % de anteriores referendos. El escaso 
apoyo a la postura defendida por los defensores del inmovilismo a ultranza (un 2 % 

de votos NO) equivale al porcentaje que la extrema derecha alcanzará después. 

IV. El significado de la convocatoria electoral 

En este proceso de actos jurídicos y políticos encaminado a la celebración de las 
primeras elecciones democráticas, la aprobación del Decreto-Ley 20/1977 de 
normas electorales merece una atención especial y ello por diversas razones. Es un 
texto que formalmente hay que atribuirlo al gobierno. De hecho también, porque 
no admitió ni las propuestas de las Cortes que pretendían su elaboración, o al 
menos su discusión, ni recoge las alternativas de las principales formaciones 
políticas que legalizadas o no en aquel momento pretenden introducir en el 
proyecto cambios concretos sobre el texto (caso de AP ya que tiene acceso al 
mismo) 33 o la resolución de circunstancias relativas al proceso electoral, caso de la 
oposición democrática que insiste más en cuestiones como la legalización del PCE, 
la amnistía, etc. 

El proyecto en sí no sufre ~lteraciones directas de estas presiones. Pero de 
hecho a lo largo del plazo que transcurre hasta el 15 de junio son satisfechas la 
mayoría de las demandas, por lo que el proceso electoral se legitima plenamente; 
así al amparo del Decreto-Ley y como desarrollo del mismo el gobierno modifica y 
adapta otras normas del régimen anterior que permitan el ejercicio efectivo de los 
derechos y libertades. Se manifiesta ya en este terreno una de las características 
esenciales de la transición, la transacción y el consenso en la adopción y formaliza­
ción de las decisiones. 

El Decreto tal como se expone en su preámbulo tiene por objeto establecer las 
normas que regirán en las primeras elecciones sustituyendo otras vigentes anterior­
mente, que además de complejas y escasamente democráticas estaban parcialmen­
te en desuso, como parte de la Ley de 1907. El fin es hacer del sufragio «un 
instrumento de libre opción entre alternativas políticas en términos de igualdad» 
según reza en el preámbulo. 

Aplicaré la línea argumental a este análisis: influencias del sistema anterior y de 
los sistemas europeos y transcendencia en la consolidación. 

Limitaciones legales y políticas debidas al proceso de transición 

Con el mandato de la LRP y especialmente al amparo de la disposición transitoria 
primera, se faculta al gobierno para regular las elecciones a Cortes de un Congreso 

33 L. LÓPEZ NIETO, ob. cit., pp. 71-82. 



90 Transición política y consolidación democrática 

de Diputados. Sería elegido según criterios de representación proporcional, sin 
mayor precisión y, por tanto, con la posibilidad de optar por una de las fórmulas al 
uso; por el contrario, se establecen tres condicionamientos que iban a afectar al 
funcionamiento de cualquier sistema electoral que se adoptase, tal como demues­
tran todos los estudios realizados sobre la materia 34. Así, el tamaño de la Cámara 
(350), en principio pequeña para la población española; el distrito electoral, la 
provincia a la que se asignaría un número mínimo inicial de diputados. Este asunto 
fue muy debatido pues se pretendía, por parte de buena parte de los procuradores 
y sectores afines, conseguir una sobrerrepresentación de las zonas rurales, con el 
fin de asegurarse la representación futura. Sin embargo, y desde una perspectiva 
más moderna de la organización territorial basada en la cooperación y en limitar 
los efectos de las desigualdades socioeconómicas de las zonas más deprimidas, esta 
asignación de escaños, correctivo desde un punto de vista electoral, tiene una 
justificación política. El gobierno optó por un mínimo de dos diputados por 
provincia, ~omo solución intermedia entre la propuesta de AP (tres) y la de la 
oposición (uno). Otro condicionamiento, una barrera de votos necesaria para 
acceder al reparto de escaños, cuyo porcentaje también fue objeto de debate. 

La elección del Senado dejaba menor capacidad de maniobra al gobierno: 
cuatro senadores por provincia, excepción hecha de las insulares y sistema 
mayoritario. Estas limitaciones dejaban no obstante muchos temas a regular hasta 
completar el diseño del sistema electoral en sentido estricto (tipo de lista y de voto, 
fórmulas a aplicar) y otros aspectos del proceso electoral, como el sistema de 
garantías, la administración o el contencioso e incluso otros de carácter más 
general, como los relativos al derecho de reunión o de expresión, sin olvidar que el 
proceso electoral se vertebra e inserta en una estructura política autoritaria, por lo 
que se establecen cautelas que garanticen la neutralidad del aparato estatal 
anterior: así la extensa relación de incompatibilidades, de la que salvo el presidente 
de Gobierno están excluidos todos los demás cargos públicos de las diversas 
administraciones. 

Otro ejemplo que ilustra sobre el carácter transitorio de las normas, puede ser 
la atribución de competencias muy amplias otorgadas a las juntas electorales, con 
poderes sobre la administración territorial (gobiernos civiles y ayuntamientos) para 
el cumplimiento de funciones tales como: censo, composición y funciones de las 
mesas, el control sobre el ejercicio de las libertades públicas, de modo que los 
poderes que gobiernos civiles y ayuntamientos tenían sobre reuniones y actos 
públicos durante la campaña, serían supervisados y sometidos a la autoridad de las 
juntas provinciales y locales; también las competencias sobre el secuestro preventi­
vo quedan en manos de la administración electoral, que así mismo se encarga de la 
administración de los diversos tipos de financiación pública indirecta. Destaca en 

34 Entre otras, la ya clásica obra de D. W. RAE, Ley eLectoral y consecuencias políticas, Madrid, 
CITEP, 1977; después, GROFMAN, y A. LIJPHART, Electoral laws and their political consecuences, 
Nueva York, Aghaton, 1986. Recientemente R. TAAGEPERA, Y M. SOBERG, Sta tes and Votes: The 
Ellects and Determinants 01 Electoral Systems, Londres, Yale UP, 1989. 
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relación a la composición de los comités de radiotelevisión la significativa presencia 
en los mismos de vocales gubernamentales, en número equivalente a los represen­
tantes de los partidos. Su intervención no obstante no suscitó críticas en esta 
ocasión. 

La necesidad de no demorar demasiado la consulta podía hacer pensar que, 
junto a los condicionamientos antes señalados, la regulación de las elecciones 
tendría un alcance limitado a la coyuntura. 

Rasgos innovadores de las normas 

Sin embargo, el Decreto-Ley, tal como establece su enunciado, son unas normas 
electorales en el pleno sentido de la expresión que resuelven problemas propios de 
la transición, tal como hemos apuntado antes brevemente, pero que tienen 
presentes muchos cambios introducidos en los procesos electorales de las democra­
cias occidentales. 

Por ello, por una parte deroga la Ley Electoral de 1907, vigente desde su 
promulgación, aunque en ciertos momentos como supletoria. El contencioso 
electoral, la mecánica del escrutinio o la atribución a la administración electoral de 
las competencias sobre el censo son cuestiones que, sin embargo, se incorporan de 
esta tradición histórica, debido a que son aspectos básicamente procedimentales 
que no han cambiado en la normativa comparada. 

Es significativo que estas normas incorporen medidas que en aquellas fechas se 
habían introducido en países occidentales para hacer frente a los nuevos aconteci­
mientos. Entre éstas la financiación pública directa como compensación a los 
gastos de la campaña, y la amplia regulación de garantías que van desde el 
protagonismo atribuido a los representantes de las candidaturas en las distintas 
fases del proceso electoral, a otras relacionadas con el derecho a voto: mecanismos 
que asegurasen el secreto y libertad del sufragio (cabinas, sobres, papeletas) o el 
ejercicio de ese derecho para la mayoría de los electores (voto por correo). 
Algunas otras cuestiones como la regulación de las encuestas durante la campaña, 
no fueron recogidas en el decreto por lo que se debieron acoger a la legislación 
existente. Del efecto y dinámica política generada por estas medidas hablaré más 
adelante. 

Influencia posterior 

También desarrollaré después el impacto que el sistema electoral tuvo sobre el 
sistema de partidos al analizar los resultados de estas elecciones. 

Los sistemas electorales tal como quedan establecidos en las normas son una 
combinación de tradición histórica, para la elección de Senado (sistema mayorita­
rio con distritos plurinominales con voto limitado) y de innovación; por primera 
vez se introduce la representación proporcional (sistema de divisor D'Hondt) sobre 
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distritos de tamaño diverso, pero la mitad de ellos pequeños (de menos de seis 
escaños), con una barrera del 3 % para acceder al reparto de los escaños de una 
cámara de reducidas dimensiones. El resultado es un sistema sin precedentes, que 
en principio podía dificultar al legislador la evaluación de los efectos que produci­
ría. Sin embargo, es prácticamente seguro que debido a la especialización existente 
sobre la materia 35, el gobierno pudo prever el impacto del modelo de representa­
ción elaborado. 

Los efectos prácticos, sobre los que volveré más adelante, merecieron críticas 
negativas por los efectos mayoritarios que produjeron y por el desigual valor del 
voto, compensados porque solucionó el problema de los seis mil candidatos que 
concurrieron en representación de numerosas formaciones, muchas inexistentes, al 
conformar un sistema de partidos parlamentarios, que, aunque con un alto índice 
de fragmentación, aseguró una representación importante de los grandes, incluidos 
los nacionalistas catalanes y vascos. 

La evaluación global de las normas electorales por la clase política, así como 
razones de pragmatismo político, motivaron que el Decreto-Ley sirviera de marco 
jurídico de las dos siguientes elecciones legislativas y como fuente subsidiaria de 
otros procesos electorales (locales de 1979 y autonómicas de la mayoría de las 
comunidades) hasta la aprobación y promulgación de la Ley Orgánica de Régimen 
Electoral General (LOREG) en junio de 1985. Aunque esta Ley deroga expresa­
mente las normas anteriores, ni la práctica electoral es alterada ni introduce 
cambios sustanciales desde un punto de vista jurídico ni técnico. Se introducen 
cambios sobre cuestiones específicas debidas a la transición, a los que nos referi­
mos antes (se reducen las causas de incompatibilidad, se anulan algunas funciones 
de las juntas electorales) y también se modifican algunas cuestiones que la 
experiencia política y técnica aconsejaba sustituir, según el parecer del gobierno, 
que, por ejemplo, decide gubernamentalizar la organización del censo, o por el 
apoyo de la mayoría de los grupos parlamentarios, como las cuestiones relativas a 
la ampliación de la financiación pública. 

Estos limitados cambios se produjeron en parte como consecuencia de la 
constitucionalización de los elementos esenciales del sistema electoral (arts. 68 y 69 
especialmente), y también porque se mostró la utilidad del Decreto-Ley, tanto 
para los ciudadanos «que aprendieron a ejercer el derecho del sufragio con estas 
normas», como para el sistema de representación, ya que había permitido la 
alternancia en el poder y la estabilidad de los gobiernos; por lo demás, se rompe 
con la tradición histórica de que cada gobierno reformaba la ley electoral 36. 

La transcendencia de las normas de 1977, se debe en gran medida a la decisión 
de los constituyentes de introducir en el texto los elementos básicos del sistema 
electoral. El acuerdo a que llegan entonces los dos partidos mayoritarios (UCD y 
PSOE) Y las dos fuerzas nacionalistas más importantes de Cataluña y el País Vasco, 

JS GROFMAN y LlJPHART, ob. cit., pp. 2-3. 
36 L. M. CAZORLA PRIETO, Comentarios a la LOREG, Madrid, Civitas, 1986, pp. 20-27, especial­

mente el resumen de las intervenciones de A. GUERRA Y O. ALZAGA. 
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responde al pragmatismo que domina las decisiones políticas durante la transición. 
El PSOE opta por un modelo mayoritario y de hegemonía del ejecutivo para 
favorecer la estabilidad y la consolidación democrática, en detrimento de un 
sistema más pluralista, aunque más acorde con sus postulados ideológicos. La 
VCD mantuvo los criterios que defendieron ya ante las Cortes franquistas y 
aprovechando las ventajas y el oportunismo político debidos al éxito electoral de 
las primeras elecciones; conviene recordar que, de todos modos, las fuerzas 
políticas de la derecha optan por criterios de estabilidad frente a los de representa­
tividad. Estos criterios son coincidentes con la posición defendida por las fuerzas 
nacionalis tas. 

No obstante, la discusión de estos temas electorales suscitaron tensiones y 
rupturas momentáneas del consenso político 37, ya que las fuerzas derrotadas en las 
elecciones fundacionales propusieron otras alternativas. 

Así, el PCE siempre ha defendido en las Cortes, incluso respetando los 
condicionamientos constitucionales, utilizar fórmulas de cociente con aprovecha­
miento de restos para suavizar los efectos mayoritarios del sistema, que arroja 
índices de proporcionalidad similares e incluso superiores a los de sistemas 
mayoritarios 38. Por su parte, AP ha modificado su posición a lo largo de estos 
años, desde la defensa del modelo mayoritario para el Congreso, para abogar en 
otro momento por el modelo alemán e incluso parcialmente el italiano, y finalmen­
te ser una pieza clave en el consenso con el PSOE, al aprobar la LOREG 39. La 
posición de los politólogos también ha sido crítica, proponiendo correctivos que 
permitieran alcanzar una mayor representatividad e igualdad de las fuerzas políti­
cas, sin necesidad de alterar la estabilidad de gobierno 40. 

Por razones políticas obvias, la regulación de la Ley de Elecciones Locales que 
se lleva a efecto al mismo tiempo que el debate constitucional, no produce tanta 
discusión, ni genera tantas cautelas. Pese a ello, y aunque no se puede profundizar 
en el análisis de este sistema electoral, sí hay que destacar que aunque se utiliza la 
misma fórmula para el reparto de escaños, al ser los distritos como mínimo de siete 
escaños, los efectos del sistema electoral son más proporcionales; en consecuencia, 
el sistema de partidos está más fragmentado puesto que en este tipo de comicios, y 

37 Buen resumen en M. CACIAGLI, ob. cit., 1986, pp. 78-12l. 
38 R. ROSE, «En torno a las opciones en los sistemas electorales», en REP, núm. 34, 1983, p. 97; 

A. LIJPHART, Las democracias contemporáneas, Barcelona, Ariel, 1987, p. 225; M. A. RUIZ DE AZÚA y 
L. LÓPEZ NIETO, «Elecciones nacionales y europeas», en VV AA, Implicaciones constitucionales y políticas 
del ingreso de España en la CEE y su incidencia en las CCAA, Oñate, 1986, p. 106. 

39 Tal es el caso de Alianza Popular que varió sus planteamientos sobre el sistema electoral, desde la 
defensa del sistema mayoritario a otros modelos muy proporcionales: e/. L. LÓPEZ NIETO, ob. cit., pp. 
71-78. 

40 Mesa redonda sobre la Ley Electoral recogida en REP, núm. 34, 1983; J. de ESTEBAN, Las 
elecciones de 1989, Madrid, CIS, 1979, pp. 34-50; C. MARTÍNEZ, El sistema político español y el 
comportamiento electoral regional en el sur de Europa, Madrid, 1980, pp. 252-262; J. M. VALLES, 

«Reforma electoral i coordenades politiques», Estudis Electorals, núm. 6, Fundación Bofill, 1982, 
pp. 9-29; D. NOHLEN y R. O. SCHULTZE, «Los efectos del sistema electoral español sobre la relación 
entre sufragios y escaños», en RES. 
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más en el caso de una transición política, la presencia de candidaturas independien­
tes es muy frecuente. Las coaliciones de gobierno son necesarias, como de hecho 
ha ocurrido desde las primeras elecciones municipales. 

En consecuencia, fue una ley con un sistema más representativo que el de las 
elecciones legislativas, quizá porque se consideró secundaria la estabilidad de 
gobierno. El PSOE, que defendió la mencionada Ley en su elaboración y que 
realizó una política de pactos desde las elecciones locales de 1979, para gobernar, 
consideró necesario, diez años después, modificar aspectos que limitaran la inesta­
bilidad de los gobiernos locales 41, debido a la ruptura de la dinámica de consenso; 
el funcionamiento de los gobiernos de coalición es una práctica poco usual en el 
ámbito gubernamental nacional, no así en las comunidades autónomas y en los 
ayuntamientos con mayorías conservadoras, en las que el sistema electoral no ha 
favorecido las mayorías políticas claras. 

V. Desarrollo del proceso electoral de 1977: candidatos y campaña 
en el contexto de la crisis de la representación 

Un mes después de aprobar las normas electorales, el gobierno convoca los 
comicios, al tiempo que sigue adoptando decisiones políticas (legalización del 
PCE) y jurídicas (decreto sobre la utilización de los medios de comunicación 
pública en la campaña, y órdenes para asegurar el ejercicio efectivo del derecho de 
sufragio) aspectos técnicos en los que se produce una gran innovación en relación a 
procesos electorales anteriores no-competitivos ni democráticos, e introducen 
mejoras en torno a prácticas realizadas en el referéndum constitucional, como el 
voto por correo. 

Aspectos tales como la financiación pública, tanto directa (subvenciones en 
compensación a los gastos de la campaña) como indirecta (utilización de los medios 
de comunicación públicos), suponen el reconocimiento de los cambios operados en 
el proceso electoral debido fundamentalmente al impacto de los avances tecnológi­
cos y las repercusiones sobre las funciones de los partidos. 

La transición española se produce en un momento de crisis del Estado social, 
modelo que aspiran alcanzar las grandes fuerzas políticas del país. Esta crisis 
repercute en diversos ámbitos del sistema político, entre ellos el sistema represen­
tativo, en sus aspectos. teóricos y también sobre los actores políticos fundamenta­
les, los partidos por lo que se modifican los mecanismos y elementos del sistema 
electoral, así como sobre el parlamento 42. 

Es evidente, y la práctica política comparada así lo demuestra, cómo la 

41 Prensa periódica de la primera semana de abril de 1989, especialmente las manifestaciones del 
ministro ALMUNIA y el alcalde MARAGALL. 

42 R. COTARELO, Del Estado del bienestar al Estado del malestar, Madrid, CEe, 1986, pp. 154-164; 
VV AA, Manual de ciencia política, Madrid, Alianza, 1988, caps. 6 y 7. 
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prohibición constitucional del mandato imperativo choca con una realidad basada 
en la inexistencia de parlamentarios independientes, ya que todos los electos 
concurren en listas de partidos y el comportamiento parlamentario está muy sujeto 
a las directrices de los grupos. Asimismo, e incluso en las democracias de consenso, 
hay una tendencia manifiesta al reforzamiento del papel de los ejecutivos. Algunas 
de estas realidades han generado modificaciones en el ámbito jurídico, siempre a 
remolque de la práctica política. 

Traigo aquí estas consideraciones por la importancia que tienen en el diseño y 
desarrollo posterior del sistema representativo español. Tradicionalmente el deba­
te de estos temas electorales ha sido intenso entre las fuerzas políticas, especial­
mente en los debates constitucionales y en los momentos de transición. La falta de 
acuerdo ha provocado que no se hayan constitucionalizado cuestiones relativas al 
sistema electoral, más allá del derecho de voto, habiendo sido objeto de reformas 
constitucionales posteriores 43, como respuesta a las demandas de los denominados 
nuevos movimientos sociales. 

Por ello, otras modificaciones de los sistemas electorales no han tenido alcance 
jurídico constitucional, aunque sí una gran transcendencia en los procesos electora­
les. Entre esos cambios, los relativos a los movimientos migratorios y a la 
revolución tecnológica, de los años cincuenta y sesenta. 

Los cambios migratorios que tienen lugar en Europa en ese período, por los 
procesos de desarrollo económico, inciden sobre los censos electorales que pronto 
quedan obsoletos, alteran la relación habitante-escaño de muchos distritos electo­
rales y cuando la migración se produce más allá de las fronteras de origen, amplios 
sectores de la población no pueden ejercer el derecho a voto. Como consecuencia 
de ello, se modifican aspectos relativos a las garantías electorales, como la 
actualización anual de los censos; se introduce el voto por correo o procuración y se 
redistribuyen buena parte de los distritos antes de cada convocatoria electoral 44. 

La revolución tecnológica, y en concreto el impacto de la televisión sobre la 
opinión pública, tiene notables repercusiones en relación al proceso electoral: en la 
percepción que los electores tienen sobre la imagen pública de los líderes. Éstos 
que pasan a representar al tiempo al partido y a su programa, influyen e importan 
más que las diferencias entre los manifiestos electorales. 

Asimismo, se produce una gran transformación en el diseño y desarrollo de las 
campañas por el uso generalizado de las técnicas de marketing electoral y relacio­
nado con ambos factores, la progresiva generalización de la financiación pública 
directa, sustanciada formalmente como compensación de los gastos de las cam­
pañas. 

43 La crisis de los sistemas políticos en el ámbito de la representación y las demandas de mayor 
participación e igualdad provocan la ampliación del derecho a voto en la mayor parte de los textos 
constitucionales, y establecen la mayoría de edad a los 18 años en la mayoría de los países europeos. 

44 En la RFA el Tribunal Constitucional emite varias sentencias (1967) exigiendo la redistribución 
de los distritos antes de cada elección. En ese período, en Gran Bretaña se establece la práctica de 
revisión anual del censo; en este país, entre otros, se limita el ejercicio del voto por correo y/o 
procuración. 
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Estos cambios alcanzan directamente a los actores fundamentales de la demo­
cracia representativa, los partidos. Sin entrar en la polémica acerca de la crisis de 
los mismos, que corre paralela a estos cambios, la práctica política ha mostrado 
cómo no sólo han sido sustituidos en sus funciones, sino que han visto reforzado su 
papel 4S aunque con modificación sustancial de la realidad sobre la que operan; su 
funcionamiento interno también se ha transformado. 

El proceso de desideologización y la generalización de los partidos acaparaloto­
do, dirigidos a amplios sectores de la sociedad; la reducción de las bases y recursos 
humanos de los mismos junto al proceso de fortalecimiento de la disciplina interna 
y de centralización de las decisiones; el limitado alcance en el desempeño de las 
funciones sociales, en relación a las institucionales, entre las que sobresalen las 
electorales, tanto en los órganos de representación como en los ejecutivos son 
manifestaciones que ilustran sobradamente la realidad de la modificación del papel 
de los partidos en los sistemas políticos 46. En ocasiones se ha consagrado formal­
mente a través de los estatutos jurídicos de los partidos y, en otras, ha generado 
desajustes, como los derivados de la constitucionalización de la prohibición del 
mandato imperativo y de los usos y prácticas propios de la progresiva institucionali­
zación de los grupos parlamentarios, como la disciplina de voto. 

Esta posición central de los partidos es, sin embargo, cuestionada. La financia­
ción pública, permite a las organizaciones políticas desvincularse parcialmente de 
los lazos con determinados grupos sociales a los que representaba y limita al tiempo 
el papel de los afiliados cotizantes. Los partidos se transforman en partidos de todo 
el mundo. De ahí surgen las críticas derivadas de la incapacidad de reaccionar ante 
las demandas sociales de una sociedad compleja y fragmentada. Estos aspectos 
están en la base de hechos, tales como la creciente abstención electoral, de la 
volatilidad del electorado y de tendencias hacia el debate político definido en 
términos concretos 47. 

Sin embargo, y pese a todas estas posiciones críticas relativas a la posmoderni­
dad política, es difícil demostrar que los nuevos movimientos sociales hayan desplaza­
do a los partidos más tradicionales, aunque conviene recordar que han prevalecido 
sólo aquellos que han tenido capacidad de adaptarse. También se ha generalizado 
la idea de que los nuevos medios de comunicación han superado en el terreno 
electoral a la acción organizada de los partidos. Y esto porque es difícil pensar que 
los mensajes emitidos a través de los medios de comunicación de masas lleguen 
directamente al gran público. Cabría pensar que requieren un primer círculo de 
líderes de opinión (y los partidos son una red organizada de éstos), quienes a su vez 

45 vv AA, ob. cit., 1988; COTARELO, ob. cit., 1985, y arto cit., 1989. 
46 Entre otras, prácticas como la renuncia en blanco de los candidatos y la generalización de la 

disciplina de voto, así como las funciones y papel incluso formalmente establecidos en los estatutos 
jurídicos de los partidos (cf COTARELO, ob. cit., 1985; V. BEYME, Los partidos políticos en las 
democracias occidentales, Madrid, CIS, 1986). A. RODRíGUEZ DíAZ, Transición política y consolidación 
constitucional de los partidos políticos, Madrid, CEC, 1989, caps. 4 y 5. 

47 J. BOTELLA, «Las elites intermedias de los partidos políticos españoles», memoria de investiga­
ción, 1988. 
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repercuten hacia sectores más amplios. Por lo tanto, la existencia de una estructura 
organizativa fuerte, que articule la base humana del partido, resulta ser un eslabón 
importante entre el líder y el electorado, de ahí la importancia de estas organiza­
ciones. 

Los cambios producidos en los sistemas representativos no han concluido, ni 
acabarán. Cobran cuerpo las ideas e incluso se materializan en prácticas concretas 
la utilización de la informática y la automatización en los procesos electorales, 
tanto para la emisión de voto como para la realización del escrutinio 48. 

En este contexto tiene lugar la transición que deberá adaptarse a las peculiari­
dades del momento. Como resultado un proceso electoral en el que se combinan 
rasgos clásicos e innovadores al tiempo que se cumplen los requisitos básicos de 
limpieza, contestación y escrutinio rápido. En la evaluación de esta etapa del 
proces(') electoral, me parece importante destacar dos rasgos relativos a la recep­
ción de los cambios y también señalar algunos problemas técnicos que surgieron en 
el desarrollo de las primeras elecciones. La reproducción de estas circunstancias en 
procesos posteriores, justifica la atención que les dedico. Entre los primeros el 
significativo número de candidaturas y el diseño mixto de la campaña. Entre los 
segundos, problemas del escrutinio y de la publicación de los resultados. 

Candidaturas y partidos 

Las elecciones fundacionales son el momento «heroico» para los partidos, que 
actúan más como agentes de control político y social que de movilización, colabo­
rando y pactando para ser incluidos en el proceso democrático 49. Ello genera 
tensiones tanto entre las fuerzas de la derecha (nostálgicos o moderados) pero 
también en la izquierda entre posiciones más o menos radicales. Es frecuente, 
pues, la división interna por la definición de posiciones ideológicas y la definición 
de estrategias concretas. La búsqueda de líderes es otro problema del momento 
que se acentúa al operar sobre una cultura de la clase política basada en los 
personalismos. Esta hipótesis, que se ha utilizado para explicar las crisis y divisio­
nes internas de algún partido, creo que es generalizable a lo ocurrido con otras 
fuerzas políticas en esta década 50 y a lo que sucede con la proliferación de 
candidaturas y las dificultades que el proceso entraña. 

La cifra de 5 000 candidatos al Congreso y casi 1 000 al Senado más los casi 
2 000 suplentes de esta convocatoria 51 podría explicarse por factores coyunturales 

48 Es conocida la utilización de la informática para la emisión del voto en EE UU. Recientemente 
en Italia se ha discutido esta problemática en una reunión, cuyas principales conclusiones se han 
recogido en un volumen bajo la coordinación de AGOSTA, LANCHESTER y SPREAFICO, Elezioni e 
automazione, Milán, Angeli, 1989. 

49 G. O'DONNELL y Ph. SCHMITTER, ob. cit., pp. 57 ss. 
50 M. CACIAGLI, ob. cit., 1989, p. 421; J. de ESTEBAN y L. LÓPEZ GUERRA, Partidos en la España 

actual, Madrid, Labor, p. 45. 
51 VV AA, Mujer y 15 de junio, Madrid, Ministerio de Cultura, 1977, pp. 91-92 Y 103-104. 
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ante circunstancias como el desconocimiento del comportamiento electoral, entre 
los que se suele producir un alto grado de indecisos así como por la imposibilidad 
de predecir, en términos muy concretos, los efectos del sistema electoral por las 
adaptaciones que sufren de los modelos estudiados. Sin embargo, la denominada 
«sopa de letras» se perpetúa a efectos de presentación de candidaturas en comicios 
posteriores e incluso se incrementa, pese al nulo éxito electoral. Este hecho no 
tiene similitud en la práctica comparada, como tampoco la tiene la consecuencia 
que se deriva de este hecho: el porcentaje de votos de los partidos sin representa­
ción parlamentaria fue de un 7,1 % en 1977 y de un punto menos en las últimas 
celebradas; son cifras muy superiores a las que arrojan las elecciones europeas, 
incluidas las de Gran Bretaña con sistema mayoritario, en las que el porcentaje de 
partidos sin escaños no supera nunca el 2 %. En estos datos hay que distinguir las 
candidaturas que por escaso porcentaje no acceden al reparto de escaños de otras 
muchas testimoniales y personalizadas. Ejemplo de lo primero la Federación 
Demócrata Cristiana que con 1,4 % de los votos al concurrir en 33 distritos y tener 
el voto muy repartido no alcanza en ninguno escaño, mientras que Euskadiko 
Ezquerra con el 0,3 % pero concentrados sus listas en dos distritos obtuvo uno. 
Como ejemplo de lo segundo, las candidaturas con menos de 38 000 votos cada 
una, que representaban una quinta parte del total (de los 5 000) sumaban un 4,4 % 
de los votos sin representación. Estos hechos ponen en evidencia rasgos de esa 
cultura y de la que tampoco los grandes partidos escapan, aunque los éxitos 
electorales en algún ámbito territorial, les permite resolver, al menos parcialmen­
te, el problema a través de mecanismos tales como liderazgo fuerte, coaliciones, 
etcétera 52. 

Se puede pensar que este alto número de candidatos es un acto de participación 
política activa más o menos desinteresada. Sin embargo, ia confección de listas 
siempre ha generado graves tensiones internas desde las primeras elecciones, en 
parte debido al tipo de lista establecido, operando sobre una cultura personalizada 
y en distritos muchos de ellos pequeños. Aunque siempre han trascendido más los 
conflictos producidos en las formaciones de la derecha 53, menos disciplinadas y 
más impregnadas de esa cultura, los enfrentamientos entre los estados mayores de 
los partidos y las organizaciones territoriales en la confección de las listas ha sido 
una constante. Se pensó que la lista cerrada y bloqueada potenciaba los partidos; 
este argumento del momento inicial de la transición se reforzará en la Constitución 
y en su desarrollo, abarcando todos los ámbitos en los que éstos desarrollan su 
actividad, filosofía defendida por la clase política, especialmente en lo que concier­
ne a la financiación pública. 

Menos acuerdo se ha producido en relación a la autoridad y hegemonía de los 
estados mayores de los partidos, que se ha concretado fundamentalmente en el 
ámbito del sistema representativo, sobre los candidatos y electos, habiéndose 
producido un importante debate jurídico incluso de alcance constitucional, como 

52 J. M. COLOMER y L. LÓPEZ NIETO, ob. cit., pp. 5-8. 
53 L. LÓPEZ NIETO, ob. cit., pp. 82-85, 100-103 Y 112-119. 
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consecuencia de conflictos ocasionados por la pretendida autonomía de quienes 
ocupan (o están en disposición de alcanzar) puestos de representación sólo con los 
medios e infraestructura proporcionada por los partidos, tal como demuestra la 
composición de los parlamentos occidentales europeos en las dos últimas décadas, 
en los que no hay parlamentarios independientes; en esta situación, prácticas como 
la renuncia en blanco de los candidatos, tendrían su justificación. En contra, toda 
la filosofía liberal clásica y la constitucionalización del mandato imperativo. 

La falta de consenso de la clase política en torno a este tema está muy 
relacionada con la debilidad interna de los partidos y manifiesta en la elaboración 
de las listas, se ha generalizado después en otras formaciones, por lo que se han 
levantado voces críticas en torno a las listas cerradas y bloqueadas; éstas limitan la 
autonomía del elector, al imponer los partidos los candidatos. Está demostrado por 
la práctica comparada, que incluso la lista abierta (Suiza) sólo es utilizada por una 
parte mínima de los ciudadanos, y que el voto de preferencia va asociado en 
muchos casos a clientelismo y a otros efectos de evaluación equívoca cuanto 
menos 54. 

El fenómeno de falta de disciplina interna referido, tiene así mismo manifesta­
ciones en otro lugar del sistema representativo, en el Parlamento. La movilidad de 
los electos fue importante ya en esta primera legislatura y afectó tanto a VCD y 
CiV como al PSOE y grupo mixto, receptores de los transvases de parlamentarios. 
También esta variable se perpetúa y generaliza en posteriores legislaturas desvir­
tuado incluso en lo que se ha venido en denominar transfuguismo. 

Problemas más imputables a la elite política que a los electores, aunque algunos 
opinen lo contrario. Sobre una cultura poco participativa, e incluso en buena 
medida apartidista de los ciudadanos, se han producido comportamientos modera­
dos situándose mayoritariamente en el centro del espectro político, debiéndose 
imputar más a la clase política los fenómenos de volatilidad y cambios de voto. 

En cuanto a la composición sociológica de candidatos y electos de las fuerzas 
mayoritarias, debe recordarse que son mayoritariamente varones, titulados supe­
riores, vinculados por nacimiento y residencia con el distrito por el que concurren y 
menores de 45 años; estos rasgos se refuerzan en el caso de los electos y son 
similares a los de parlamentarios europeos de esa época. La presencia de un mayor 
porcentaje de profesionales es un rasgo que acompaña a los cambios producidos en 
la sociedad, por lo que a partir de la década de los setenta, la presencia de «obre­
ros» y «agricultores» disminuye en los parlamentos. La «juventud» de los electos 
españoles es quizá el rasgo más diferenciado en relación al marco occidental 55. 

En este contexto y con rápido desarrollo del calendario político se produce 
también una eclosión de la actividad política tanto por parte de los ciudadanos 
como de los partidos, de modo que la celebración efectiva de este proceso electoral 

54 R. S. KATZ, «Intraparty Preference Voting», en GROFMAN y A. LIJPHART, ob. cit., pp. 85-102. 
55 M. A. RUIZ DE AZÚA y L. LÓPEZ NIETO, «Los candidatos de VCD, PSOE, AP Y PCE a las 

elecciones legislativas de 1977 y 1979», en Cuadernos de Ciencias Política y Sociológica, núm. 17, 
Madrid, pp. 65-81; Y. MENY, Politique comparée. París, Montchrestien, 1987, pp. 181-190. 
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fundacional, permitirá y servirá para enfriar el desarrollo político posterior 56. Este 
hecho explica en gran medida el tipo de campaña combinado que tiene lugar. 

La campaña electoral combinada 

Este calificativo tiene por objeto significar que en esta parte del proceso se pone en 
evidencia con bastante claridad la conjunción de elementos innovadores y clási­
cos, y como consecuencia una campaña que no se reproduciría con tales carac­
terísticas en posteriores ocasiones. Por una parte, se realizan unos 20 000 actos 
electorales 57, propios de campañas clásicas, con mítines y actos de propaganda 
que contaron con una gran participación ciudadana, tanto activa como pasivamen­
te, como ocurre en la mayoría de las campañas «fundacionales». Estas actividades 
contaron con el respaldo de las normas electorales que mantuvieron la tradicional 
regulación de la financiación pública indirecta, atribuyendo a las juntas electorales 
las competencias para su distribución, sustrayendo en parte las de los ayuntamien­
tos, por razones de neutralidad. 

Aunque en general este tipo de financiación no es significativa en el presupues­
to global de los grandes partidos, que muchas veces han de recurrir a los locales 
privados para los grandes actos, en esta ocasión sí lo fue, realizándose la mayoría 
de los actos en locales públicos; no hay constancia de que la distribución de esta 
subvención generara desigualdades. 

Quizá en previsión de lograr las mayores cotas de limpieza y neutralidad por 
parte del gobierno y sectores de la administración territorial, en aquel momento 
muy decantados por la opción política VeD, coalición electoral constituida a tal 
efecto por las tendencias que conformaban el gobierno, favoreció esta ausencia de 
conflictos por trato desigual entre las fuerzas políticas. La actitud de cooperación 
por parte de los demás partidos empeñados en ganar las elecciones, pero sobre 
todo en conseguir el mayor grado de democracia posible en el proceso, evitó 
que se produjeran conflictos significativos por tratamiento discriminatorio en la 
utilización de otro tipo de financiación pública indirecta. 

Me refiero a los medios de comunicación de masas, especialmente a la 
utilización de la televisión en la campaña. Ya hice antes mención a que las normas 
regulaban en extenso su uso sobre la base de una distribución en condiciones de 
igualdad de oportunidades sobre la base de la presentación de un número mínimo 
de listas; este incentivo quizá alentara la proliferación de candidaturas presentadas, 
pero en modo alguno es un elemento determinante. En todo caso, la aplicación de 
los medios de comunicación a la campaña, introduce un elemento innovador a la 
misma, expresión asimismo de la renovación lo que aporta el carácter moderno. 

En las posteriores, la utilización de los instrumentos aportados por la revolu­
ción tecnológica (medios de comunicación, fundamentalmente la televisión, el 

56 G. O'DONNELL y Ph. SCHMIlTER, ob. cit., p. 58. 
57 R. MARTíN VILLA, ob. cit., p. 81. 
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marketing en el diseño de la propaganda, el mailing, etc.) sustituirán progresiva­
mente las actividades de propaganda más tradicionales. Los grandes partidos serán 
los que mejor aprovecharán estas posibilidades, en gran medida debido a los 
recursos que obtienen a través de la financiación pública directa, que se institucio­
naliza ya en estas elecciones y que se incrementará después, convirtiéndose en la 
primera fuente de financiación de los partidos, cosa que no ocurre, ni en la 
actualidad, en las democracias occidentales, en las que las fuentes privadas, de 
militantes y simpatizantes, aunque hayan disminuido en los últimos tiempos no 
superan las públicas. 

Pese a que en el comité de radiotelevisión había junto a los representantes de 
los partidos una notable presencia gubernamental (en número equivalente a los de 
candidaturas), apenas se cuestionó la distribución efectuada. En esta campaña, y a 
diferencia de lo que ocurre después, se consideró bastante equitativo y neutral el 
papel jugado por radiotelevisión. Apenas hay datos de estas elecciones para 
evaluar la información electoral dada por RTVE, que sí ha sido objeto siempre de 
tensiones y críticas por el alto grado de parcialidad en favor del gobierno 58. 

Finalmente, y de modo telegráfico, hagamos referencia a otros aspectos del 
proceso electoral estudiado, significativos por los problemas ocasionados en aquel 
momento y que parecen haberse hecho endémicos en procesos posteriores; no son 
imputables a estos comicios, salvo en lo que se refiere a la «inercia» originada en 
esta ocasión. Las circunstancias políticas que han rodeado los resultados de las 
elecciones políticas de 1989, en cuanto a la obtención de la mayoría absoluta por el 
PSOE, motivaron que la verificación del escrutinio fuera más minuciosa que en 
ocasiones anteriores. El diseño mayoritario del sistema determina la composición 
de las comisiones de las Cortes (desde el reglamento provisional de 1977), así como 
la elección de ciertos altos cargos de la administración (Consejo de RTVE, 
Consejo del Poder Judicial, etc.). La ambigüedad de las normas, la falta de 
precedentes, porque anteriormente las mayorías habían sido más claras, han 
provocado la eclosión de estos problemas políticos, derivados en parte del proceso 
electoral. 

Esto explica la constitución de una comisión de investigación para estudiar los 
conflictos debidos a la elaboración del censo y a la realización y publicación del 
escrutinio, para tratar de resolver conflictos que sin afectar a la pureza ni al 
resultado de las elecciones, sí han evidenciado desajustes e imperfecciones. Éstas, 
hasta ahora, sólo habían preocupado a los politólogos puristas, que habíamos 
señalado que la publicación de los resultados oficiales estaba llena de errores y 
nunca cuadraban las cifras parciales con las totales 59 cuando había datos. La 
elaboración de éstos resultaba más compleja cuando, por falta de resultados 

58 P. del CASTILLO, La financiación de partidos y candidatos en las democracias occidentales, Madrid, 
CIS, pp. 242-249. 

59 M. A. RUIZ DE AZÚA y L. LÓPEZ NIETO, «La publicación oficial de los resultados de las elecciones 
de 1982», REIS, núm. 28, 1984, pp. 245-264. 
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oficiales, había que recurrir a la instancia oficiosa del Ministerio del Interior para 
completarlos. Tal es el caso por ejemplo de ciertos datos de las legislativas de 1982, 
y de la totalidad de los de las primeras elecciones, de los que sólo contamos con 
cifras básicas de participación y los votos de las candidaturas en los distritos en los 
que obtuvieron representación parlamentaria. Los resultados oficiales completos 
serán públicos próximamente. 

Las razones' políticas señaladas antes, han extendido a ciertos sectores de la 
oposición la preocupación por estos problemas técnicos, y que tienen su anteceden­
te en las primeras elecciones celebradas, porque se consideró se habían realizado 
cumpliendo sobradamente los requisitos de limpieza y competitividad necesarias. 
Después se siguieron produciendo errores relativos a la elaboración del censo (que 
se gubernamentaliza con la LOREG) y en la cuantificación de los resultados; 
excluyendo los casos de manipulación o de errores humanos, que son escasos, los 
desajustes en las cifras en buena medida se deben a la complejidad de los 
documentos que han de cumplimentarse por los miembros de las mesas. Es posible 
que una simplificación de los mismos (con más hojas de calco, por ejemplo) 
evitara que a partir del primer eslabón del proceso se produjeran los errores 
numéricos. 

El Ministerio del Interior, que siempre ha facilitado datos muy bien elaborados 
y que ha cubierto con neutralidad sus competencias, debiera quizá resolver esta 
cuestión. Asimismo, se echa de menos una mayor propaganda electoral en torno a 
estas cuestiones formales, complementarias de las relativas a la inscripción en el 
censo y a la participación electoral. 

Por su párte, es discutible la necesidad de una administración electoral perma­
nente, quizá por su alto costo. Lo que es evidente, es que han sido importantes las 
deficiencias resueltas por la Junta Electoral Central (cuya existencia física se 
limitaba a un armario en una pequeña dependencia de las Cortes cuando se 
celebran las primeras elecciones); sin duda, la falta de recursos materiales y 
humanos explique esta situación, que como todo lo que aquí se ha señalado es 
herencia del primer proceso. 

Estos problemas, sin embargo, que no son significativos en unas elecciones 
fundacionales, merecen ser resueltos después de una larga década plagada de 
procesos electorales. Parece que las conclusiones y propuestas de la mencionada 
comisión de investigación, tratarán de solventar estos problemas ya «históricos» de 
la mecánica del sistema electoral. 

No parece que haya voluntad política en modificar los elementos sustanciales 
del sistema electoral, que se ha perpetuado y ha influido mucho en el modelo 
político resultante; sistema híbrido de «adversary politics» pero que de hecho 
produce un tipo de representación mandato. Esa ambigüedad que es propia del 
sistema político, porque el consenso de los momentos iniciales de la transición se 
mantuvo después, en la Constitución, se ha perpetuado como hemos visto en la 
práctica totalidad del sistema representativo. La funcionalidad del mismo, desde el 
punto de vista político, justifica el mantenimiento de un menor grado de proporcio­
nalidad, en favor de mayor estabilidad de gobierno. Ésta es superior a la generada 
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en las transiciones políticas contemporáneas del sur de Europa, en parte debido al 
sistema electoral, pero también al comportamiento de los actores 60. 

En este análisis de los aspectos considerados más significativos de las elecciones 
de la transición el análisis de los resultados ocupará las últimas líneas. 

Los resultados 

El sistema de partidos y el comportamiento electoral han sido objeto de numerosas 
investigaciones, que han mostrado cómo la mayoría del electorado optó por 
partidos situados en el centro del espectro político, sólo un 16 % votó opciones 
menos pragmáticas y más ideologizadas y rechazó totalmente las candidaturas 
extremistas. Las fuerzas nacionalistas y regionalistas recibieron por su parte un 
simbólico apoyo. El sistema de partidos resultante ha merecido diversas tipificacio­
nes, tales como bipartidismo imperfecto o pluralismo limitado. 

Sin embargo, desde la perspectiva temporal me parece más significativo señalar 
que los resultados de los comicios posteriores no difirieron sustancialmente de lo 
ocurrido en 1977, tal como muestra el cuadro adjunto. Por ello, me remito al 
artículo del profesor Montero, que en páginas posteriores se ocupa en profundidad 
del tema, insertando estas primeras elecciones en un análisis global de las legislati­
vas. Estas primeras elecciones tendrían similitud con otras también excepcionales, 
las de 1982. 

Elecciones legislativas de 1977 y 1979 

1977 1979 

% votos %escañ. DiJer. % votos %escañ. DiJer. 

UCD 34,61 47,43 +12,8 PSOE 39,55 50,00 +10,4 
PSOE 29,27 33,71 + 4,4 PP 25,38 30,57 + 4,4 

PCE 9,38 5,71 - 3,6 IV 9,05 4,80 - 4,2 
AP 8,83 4,57 - 4,3 CDS 7,91 4,00 - 3,9 

PDC 2,81 3,14 + 0,3 CiU 5,04 5,1 + 0,3 
PNV 1,72 2,28 + 0,5 PNV 1,24 1,4 + 0,1 

Otros partidos Otros partidos 
parlamentarios 6,72 3,11 - 3,6 parlamentarios 4,66 3,6 - 1,0 

Sin represento Sin represento 
parlamentaria 7,14 parlamentaria 6,04 

Índice de Índice de 
proporcionalidad 85,6 proporcionalidad 87,8 

Fuente: Elaboración propia sobre datos del Ministerio del Interior. 

El funcionamiento del sistema electoral es similar en los aspectos destacados de los dos procesos: los dos primeros 
partidos logran más del 60 % de los votos y el 80 % de los escaños. 

611 A. LIJPHART, ob. cit., 1987, pp. 223-239. 
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La prima que obtienen (diferencia entre el porcentaje de votos y escaños) oscila 
entre el 14 y el 16 %, aunque el primer partido resulta más beneficiado, ya que en 
algunos distritos ésta se sitúa en el 50 010 (caso de la UCD en estas primeras 
elecciones en la mayoría de los distritos de tres escaños). La segunda fuerza en 
votos también obtiene ventajas en la representación parlamentaria, prima de la 
que se benefician asimismo los mayores partidos nacionalistas, que concentran su 
apoyo electoral en circunscripciones de tamaño medio o grande, en los que la 
fórmula D'Hondt, funciona más proporcionalmente, caso de los distritos catalanes 
y vascos. 

Los más perjudicados son las formaciones que concurren en casi todos los 
distritos y que ocupan el tercer y cuarto lugar en porcentaje de votos (PCE-IU y 
AP Y CDS). Algo similar ocurre a algunos partidos de ámbito regional, aunque en 
general los efectos desproporcionales son algo menores (los consignados como 
otros partidos parlamentarios). 

Como consecuencia de esos correctivos del sistema de los que me ocupo y no de 
otros como la barrera o porcentaje mínimo inicial para acceder al reparto de 
escaños, en torno a un 6 % de los votos queda sin representantes, tema del que me 
he ocupado y que no tiene parangón en países occidentales. Por ello, el índice de 
proporcionalidad 61 es muy bajo. Sitúa al sistema electoral español a más de 10 
puntos de los sistemas proporcionales y con porcentajes similares a los mayori­
tarios de Gran Bretaña que ocupan un lugar intermedio entre los sistemas ma­
yoritarios. La conjunción de diversos elementos del sistema electoral, genera es­
tos desajustes. 

La importancia de estas elecciones fundacionales es enorme, porque informa y 
condiciona el desarrollo posterior, en los aspectos positivos y en los problemas 
que, originados en ese momento, en el que no tienen importancia política lógica­
mente, se acumulan y crean desajustes en la consolidación. 

6\ El índice de proporcionalidad de Gran Bretaña es muy parecido al que se produce en nuestro 
sistema electoral. 



4. Estado de las autonomías 
y transición política 

ANDRÉS DE BLAS GUERRERO 

l. Introducción 

Es posible que la brillante descripción orwelliana del infierno totalitario, omitiera 
el dato de que el ambiente ideológico y cultural de una determinada coyuntura 
histórica puede ayudar a reescribir la historia en medida casi tan eficaz como el 
afán manipulador del poder. La suerte de España, como realidad estatal y 
nacional, es un buen ejemplo de ello. España puede ser hoy para algunos pocos un 
Estado opresor cuya liquidación resulta requisito indispensable de liberación. Para 
algunos más la cosa puede quedar en un mero Estado que hay que apresurarse a 
reconciliar con el pluralismo nacional de signo cultural. Son mayoría los que no 
dudan en ver España como una sólida realidad nacional, no solamente de carácter 
«político», sino también «cultural». Y para complicar el cuadro, no sería difícil 
encontrar --especialmente en las elites políticas- quienes ven en España un 
pasado a punto de difuminarse en la inminente construcción de Europa. 

Estas percepciones forman el telón de fondo de uno de los problemas más 
complicados de nuestra transición política. Y a ellas habría que añadir el efecto 
combinado de distintos factores políticos no especialmente funcionales cara a una 
clarificación de la cuestión: acción de los partidos y las «inteligencias» de los 
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nacionalismos periféricos, desconcierto de los partidos estatales, «mala conciencia» 
y generosidad de las hasta ayer recias vocaciones centralistas, y hasta el perverso 
virus del franquismo introducido en la propia dinámica antifranquista. No hay que 
extrañarse de la confusión resultante. Al fin, algunos podían pensar que España 
era un invento de Menéndez Pelayo, el Estado la obra de Franco y la nación de los 
españoles el subproducto de aquel «Escudo Imperial» de nuestra infancia. Y entre 
referencias al «Estado español» y las naciones catalana y vasca, con el uso de 
comillas para el nombre de España que subrayase su artificiosidad en relación a 
realidades primigenias como Euskadi o los Países Catalanes, fue tomando cuerpo 
para algunos la idea de que estábamos ante una versión doméstica de viejos 
Imperios cuya reformulación resultaba la más urgente necesidad de la anhelada 
democracia. 

Discúlpeme el lector este arranque en exceso literario. Las cosas no fueron 
quizás tan exageradas, especialmente si el espectador se encontraba alejado de 
determinados círculos políticos e intelectuales. Caricaturas a un lado, lo cierto es 
que se intentó entonces una reescritura de nuestro pasado nacional y que se 
sucumbió a la tentación de proyectar hacia atrás la crisis nacional-regional de 
aquellos años finales del franquismo y del inicio de la transición. 

Vistas las cosas con más calma, es muy probable que para entender la génesis de 
la crisis nacional-regional de España no sea necesario remontarse demasiado en el 
tiempo. La definición de unos movimientos nacionalistas de signo periférico no se 
produce, en términos políticamente significativos, hasta muy avanzado el siglo XIX 
y, particularmente, hasta la crisis del 98. Estado y nación españoles fueron datos 
prácticamente indiscutidos a lo largo del siglo XIX, y el discurso nacionalista de ese 
siglo es, en lo fundamental, el complejo discurso nacionalista de carácter 
panespañol 1. 

Si se deja a un lado el nacionalismo catalán, solamente el nacionalismo vasco 
puede aspirar a ser considerado una fuerza política históricamente relevante dentro 
de los límites del País Vasco y Navarra. Pero no debe olvidarse que en el momento 
de su mayor significado con anterioridad a la guerra civil de 1936, la 11 República, y 
al margen de su moderación en relación a los tiempos que vendrán, el nacionalismo 
vasco no conseguirá que sus dos partidos alcancen el 25 % de los votos vasconava­
rros en vísperas de la guerra. 

El caso catalán requiere una mayor atención. No me parece exagerado subrayar 
que en él coexiste un componente genuinamente nacionalista con otro de carácter 
regenerador que no siempre resulta fácilmente aislable de actitudes similares del 

1 El nacionalismo español, en contraste con los nacionalismos periféricos de España, sigue siendo 
un tema poco estudiado. Junto a lo escrito por J. M. JOVER, J. J. L1NZ o J. C. MAINER, poco más puede 
añadirse a las breves, y en ocasiones indirectas, aproximaciones de autores como J. L. ABELLÁN, A. 
ELORZA, S. GlNER, R. HERR, F. MERCADÉ y F. HERNÁNDEZ, J. A. MARAVALL, J. MARtAS, R. MARTíN 

HERRERO, J. SOLÉ TURA o P. VILAR. He intentado ofrecer un panorama de la cuestión en mis trabajos 
Sobre el nacionalismo español, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1989 y Tradición repu­
blicana y nacionalismo español, Madrid, Tecnos, 1991. 
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resto de España. Aunque la cuestión necesitaría un análisis más pausado, creo que 
puede afirmarse el impacto moderado de una pretensión independentista que está 
muy lejos de ser rasgo recurrente de la cosmovisión política del nacionalismo 
catalán de ayer o de hoy. La vocación regeneracionista y el ansia de renovación 
cultural se complementan con la utilización del discurso nacionalista en la compleja 
negociación de la burguesía catalana con el Estado y otros sectores sociales de la 
vida española. La vocación ideológica de los nacionalismos acostumbra a dejar 
poco espacio al reconocimiento de lo que los mismos suponen de legítima búsque­
da de espacios de poder dentro del Estado y de defensa de intereses sociales y 
económicos. Del mismo modo que hay que buscar por esta vía las razones del peso 
actual de los nacionalismos vasco y catalán, creo que es éste el camino para dar 
cuenta de la significación del complejo nacionalismo catalán del primer tercio del 
siglo xx. 

Es probable que contra el desesperado intento de buscar viejas raíces al 
problema, cuestión comprensible estando por medio el deseo de legitimar proyec­
tos nacionalistas en general y proyectos nacionalistas de base cultural en particular, 
haya que aceptar que su intensificación es el resultado de la propia guerra civil, de 
la represión del franquismo y de la oposición al mismo, de la eficaz acción de los 
agentes nacionalistas de signo periférico y de la propia transición política deseosa 
de dar una urgente respuesta a la cuestión. 

Como me he permitido señalar en otro lugar, no es ningún secreto que la guerra 
civil desencadenada en 1936, como sucede ordinariamente con todas las grandes 
conmociones bélicas contemporáneas, inflamó los ánimos nacionalistas a lo largo y 
ancho de España. El nacionalismo conservador de raíz menendezpelayista, amoro­
samente mantenido por los hombres de Acción Española, se dio la mano en el 
bando franquista con un nacionalismo imperial de inspiración fascista. En la zona 
republicana, controlada por los gobiernos de Madrid y Valencia, resurgirá un 
nacionalismo liberal, de salvación de la patria amenazada por el enemigo exterior, 
que Azaña representa con especial plasticidad. Pero el gobierno de Cataluña a 
lo largo de toda la guerra y el gobierno vasco en el primer momento del conflicto, no 
van a la zaga de franquistas y republicanos en la movilización de un nacionalis­
mo que tiene, obviamente, distinto soporte. 

Estos nacionalismos habrían de seguir cursos bien diferentes a partir de 1939. 
El régimen de Franco hará de la palabrería nacionalista imperial-conservadora un 
argumento central de la búsqueda de su difícil legitimación. Y esta opción del 
franquismo condicionará muy seriamente a los restantes nacionalismos españoles. 
El nacionalismo liberal no podrá soportar la doble presión del desprestigio 
derivado de la manipulación de las claves nacionalistas por el franquismo y del 
discurso exultante de los nacionalismos periféricos. Aunque el grueso de los 
exiliados españoles ajenos a los nacionalismos vasco, catalán y gallego permaneció 
firme en sus convicciones liberales, también en este punto, cada vez resultó más 
costoso el mantenimiento de una explícita lealtad al Estado y a la nación española, 
temporalmente secuestrados por el totalitarismo, autoritarismo después, del fran­
quismo. Esta actitud de repliegue explica a su vez el auge de unos planteamientos 
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radicales en los nacionalismos periféricos del exilio que, a través de un largo y 
tortuoso camino, habrán de instalarse en el corazón mismo de la oposición al 
régimen de Franco y en la defensa de la democracia española. 

Pero si el desarrollo de la guerra y el exilio explican buena parte del azaroso 
rumbo del nacionalismo español, es la dinámica de la oposición interna a la 
dictadura el factor clave para entender la emergencia pública del problema en los 
años de la transición. Aunque he tenido oportunidad de referirme a este punto en 
otro lugar 2, no quisiera omitir en esta introducción una alusión a lo que el efecto 
combinado del desarrollismo de los sesenta y el secuestro de 10 español por el 
franquismo, supuso para la emergencia de poderosos movimientos nacionalistas de 
signo periférico. El desarrollo de las vocaciones europeístas dentro de las elites 
culturales catalana, vasca y valenciana y, de forma más atenuada, del resto de 
España, se tradujo en gran número de casos en beligerancia respecto a una cierta 
imagen de España de la que el propio régimen de Franco era ingrediente funda­
mental. Llevar esa reacción un paso más allá, pasar de la denuncia de la «española­
da» al cuestionamiento mismo de España, era una comprensible tentación para los 
nacionalismos periféricos, máxime cuando contaban para ello con amplia colabora­
ción fuera de sus bases geográficas y culturales. 

Pero dicho lo anterior, creo que es momento de intentar una aproximación más 
sistemática al problema nacional-regional español en la transición. Me referiré por 
ello, en primer lugar, a la etapa de confusión inicial que se extenderá hasta el 
verano de 1979. En segundo lugar, trataré de examinar brevemente la etapa de la 
«racionalización de las autonomías», para referirme, en tercer y último lugar, a los 
pactos autonómicos de 1981. 

11. La confusión inicial 

Esta etapa se iniciaría en el primer momento de la transición y llegaría hasta el 
verano de 1979. Son, sin duda, los años más difíciles de nuestro proceso autonómi­
co, de los que podría decirse, como señalaba García de Enterría 3, que estaban 
dominados por la divisa napoleónica del «on s' engage el puis on voit». La 
conformación política de UCD no hacía de este partido un instrumento especial­
mente eficaz para enfrentarse a las impaciencias de los movimientos nacionalistas 
vasco y catalán y a la generalización de unas complejas demandas autonómicas. 
Como inmediatamente se tratará de ilustrar, los grandes partidos de la izquierda 
estatal necesitarán un tiempo para rectificar actitudes ante la cuestión propias de 

2 «El problema nacional-regional español en la transición», en A. de BLAS, R. COTARE LO y J. F. 
TEZANOS (comps.), La transición española, Madrid, Fundación Sistema, 1989. 

3 E. GARCiA DE ENTERRiA, «El futuro de las autonomías territoriales» en E. GARctA DE ENTERRiA 
(dir. de ed.), España: un presente para el futuro, Madrid: Instituto de Estudios Económicos, 1984, 
vol. II. 
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una oposición ilegal y, en buena medida, irresponsable. Lejos de ayudar a VCD en 
favor de una lectura reposada del problema, PSOE, PCE y PSP contribuyeron a la 
radicalización del mismo, aceptando gustosamente que éste era un espacio apro­
piado para desafiar al siempre precario poder ucedista. Las innegables conexiones 
personales de algunos dirigentes del partido de centro-derecha al pasado franquis­
ta, aportaban por otro lado dosis de «mala conciencia centralista» que pronto se 
hicieron visibles para unos dirigentes nacionalistas vascos y catalanes empujados en 
sus actitudes por la poco meditada competencia que representaba a sus programas 
el celo hiperregionalista de comunistas y socialistas. 

Es uno de los fenómenos más curiosos del curso del problema nacional-regional 
español seguir las dudas y perplejidades ante él del centro-derecha y la derecha en 
aquellos años. Es cierto que el sector más conservador de esa derecha podía echar 
mano de un difuso regionalismo, herencia de un complejo pasado. El tradicionalis­
mo español, tanto en su versión carlista ortodoxa como en sus sucesivas heterodo­
xias, siempre fue sensible al regionalismo. Lo fue igualmente una compleja causa 
foral vasconavarra que no se vio subsumida íntegramente en el nacionalismo 
sabiniano y que pasará del moderantismo de mediados del siglo pasado a significati­
vos sectores del conservadurismo de la segunda mitad del siglo XIX y de los inicios 
del siglo xx. Y en la misma línea se podría anotar una significativa línea de 
reflexión catalanista poco identificada con la evolución marcadamente nacionalista 
producida dentro del regionalismo catalán desde los inicios de los años treinta. 
Todo esto, sin embargo, había quedado sepultado bajo el alud del franquismo, y si 
debió influir escasamente en la derecha representada por Alianza Popular, es 
difícil imaginar su peso en la opción de centro-derecha representada por UeD. En 
este caso debían ser factores ambientales, el peso de la oportunidad política, la 
desesperada lucha por hacerse con un perfil democrático, los datos claves para 
entender una actitud ante el problema que en ocasiones desbordaba lo demandado 
por la pura necesidad de defensa del nuevo sistema democrático. 

Asumiendo el riesgo de simplificación, creo que el libro de un ministro para las 
Autonomías, el de M. Clavero Arévalo 4, resume con bastante fidelidad las 
incertidumbres que parecen dominar la política de significativos sectores ucedistas 
a la hora de plantearse el cambio de la planta política del Estado. Y puede que sea 
otro libro de un ministro ucedista del ramo, el de R. Martín Villa 5, el que ilustre 
mejor el posterior cambio de actitud y la asunción del calado del problema por el 
centro-derecha español. 

Insisto en que determinados comportamientos de VCD no serían fáciles de 
entender sin las comprensibles, pero poco justificadas, actitudes de una izquierda 
estatal. En otra ocasión me he permitido ilustrar esta circunstancia haciendo 
referencia al modo de ver en aquellos años el supuesto derecho a la autodetermina­
ción por parte de socialistas y comunistas. El Congreso del PSOE de octubre de 
1974, en su resolución sobre las nacionalidades y regiones, asumía, en primer 

4 M. CLAVERO, España, desde el centralismo a las autonomias, Barcelona, Planeta, 1983. 
5 R. MARTíN VILLA, Al servicio del Estado, Barcelona, Planeta, 1984. 
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lugar, una explícita y rotunda defensa del derecho de autodeterminación que «[ ... ] 
comporta la facultad de que cada nacionalidad pueda determinar libremente las 
relaciones que va a mantener con el resto de los pueblos que integran el Estado 
español». El alcance de este derecho para los pueblos del «Estado», la utilización 
del nombre de España es cuidadosamente evitada, se ve matizado por el reconoci­
miento, al modo leninista, de que el mismo «[ ... ] se enmarca dentro del contexto 
de la lucha de clases y del proceso histórico de la clase trabajadora en lucha por su 
completa emancipación». La aceptación del principio de la autodeterminación no 
evita el pronunciamiento a favor de una «República federal de las nacionalidades 
que integran el Estado español», por entender que a través de esta fórmula se 
protegen suficientemente las peculiaridades de las nacionalidades y los intereses de 
la clase trabajadora. 

La resolución sobre las nacionalidades del Congreso del PSOE de 1976 es un 
documento más extenso que el de 1974, con mayores pretensiones doctrinales y 
fiel, en lo sustancial, al texto anterior. Al margen de algunas modificaciones 
literarias, se acepta ahora el nombre de España, se sigue haciendo una reiterada 
defensa de un derecho de autodeterminación cuyo reconocimiento debe ser 
obligado en la inminente constitución. Una fraseología marxista sirve de marco 
para la asunción de unas causas nacionalistas que se insertarían dentro de una 
defensa general de la autogestión de la sociedad. 

El Manifiesto-Programa del PCE de septiembre de 1975 manifiesta algunas 
actitudes de interés para conocer la posición del comunismo español ante el 
problema. La digresión histórica del documento permite apreciar, en primer lugar, 
una aceptación en profundidad de la lógica de los nacionalismos periféricos, y 
particularmente del nacionalismo catalán, en la comprensión de nuestra historia 
contemporánea. Al referirse a los nacionalismos catalán, vasco y gallego, se dice: 
«Inicialmente encabezados por sectores de la burguesía, más tarde intervinieron en 
su dirección otras clases sociales y representaron fundamentalmente una opción 
política democrática frente al Estado centralista burocrático». El Manifiesto su­
braya, además, «[ ... ] el inalienable derecho de los pueblos a decidir libremente sus 
destinos», aunque no se oculta la posición comunista favorable a «[ ... ] la libre 
unión de todos los pueblos de España en una República Federal». Las resoluciones 
del IX Congreso del PCE, de abril de 1978, al margen de algunas concesiones al 
lenguaje y la iconografía propia de los nacionalismos periféricos, por ejemplo, la 
referencia a la «opresión histórica» de las nacionalidades, evidencia -seguramente 
por su fecha tardía- una moderación y un relativo buen sentido ausente en los 
documentos antes citados. 

Resulta innecesario añadir que a la izquierda del PCE y el PSOE no encontrará 
el lector de la literatura política de aquellos años sino una puja de actitudes 
filonacionalistas periféricas y de incondicional apoyo al derecho de autodetermina­
ción de las nacionalidades oprimidas. Y cuando se llegue a conceder el carácter de 
«nacionalidad oprimida» a todos los territorios de España, pretensión respecto a la 
cual las izquierdas radicales gallega, andaluza, extremeña o castellana no se 
quedarán atrás, se alcanzará la singular situación de un escenario político despro-
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visto de base geográfica para el sujeto opresor, aunque repleto de sujetos pasivos 
oprimidos, solidarios estos últimos en su afán liberador con respecto a un hipotéti­
co centro que ya no puede ser el macizo castellano-andaluz del viejo discurso 
catalanista, pero que en menor medida puede serlo la periferia industrialmente 
desarrollada, adelantada en la denuncia de la opresión. 

Inevitable resultado de la situación descrita habría de ser el modo en que se 
abordaron los procesos preautonómicos, condicionantes decisivos de nuestro ac­
tual mapa autonómico. Sin ignorar la efervescencia nacionalista y regionalista de 
aquellos años, carece de sentido que el paso del tiempo nos obligue a presumir un 
general entusiasmo autonómico que no era cierto para amplios sectores de opinión 
del país. Solamente en las «nacionalidades históricas», País Valenciano y Canarias 
era clara la superioridad de las opiniones autonomistas sobre las centralistas a la 
altura de 1976 6. En esta fecha las opiniones centralistas dominaban en Andalucía 
(58 %), Castilla-La Mancha (60 %), Castilla la Vieja (61 %), León (68 %), 
Extremadura (53 %) y Aragón (50 %) Y se equilibraban con las autonomistas en 
Asturias, Murcia y Cataluña sin Barcelona. Estos datos se mantuvieron en líneas 
generales en 1977, Y solamente en 1978 se registrará un aumento notable de la 
opinión autonomista, frenada en parte en 1979 7. 

No existía pues un fervor autonomista en el conjunto de España en el momento 
de celebrarse las primeras elecciones legislativas, aunque seguramente sea cierto 
que ese entusiasmo era real dentro de buena parte de las nuevas elites políticas. 
Una vez que se atisbaron espacios de poder, nadie quiso quedarse atrás en el 
proceso autonómico. La perspectiva de gobiernos, parlamentos y administraciones 
propias resultaba un acicate para el comprensible deseo de participación política y 
para el menos positivo, pero también comprensible empeño, de asegurarse un 
lugar en la esfera de lo público. No es cosa de ser injustos con las aspiraciones 
autonómicas de regiones españolas hasta entonces poco interesadas en ellas. Pero 
creo que es un hecho que nadie igualó a las «clases políticas» locales en su afán 
concienzador «a nivel regional». Incluso las clientelas «naturales» de todo movi­
miento regionalista, las inteligencias locales, quedaron desbordadas ante el celo 
autonomista de los nuevos políticos. El que al final las cosas tomaran cuerpo y se 
convirtieran en datos inamovibles, no dispensa al politólogo y al sociólogo de 
constatar el complejo origen de las mismas. 

Pero ni la hipotética existencia de un general celo autonomista explicaría el 
surgimiento de determinadas preautonomías, Comunidades Autónomas después, 

6 Se recogen los datos de M. GARCíA FERRANDO, Regionalismo y autonomía en España, 1976-1979, 
Madrid, CIS, 1982. Entre otras iniciales aproximaciones sociológicas a la cuestión hay que anotar las de 
S. del CAMPO Y J. F. TEZANOS, La cuestión regional en España, Madrid, Edicusa, 1977; J. JIMÉNEZ 

BLANCO y otros, La conciencia regional en España, Madrid, CIS, 1977; el/nforme sociológico sobre el 
cambio político en España, Madrid, Euroamérica-Fundación FOESSA, 1981, y E. LÓPEZ ARANGUREN, 

La conciencia regional en el proceso autonómico español, Madrid, CIS, 1983. 
7 Los datos ofrecidos por GARCIA FERRANDO se complementan con los ofrecidos por el Informe 

FOESSA, 1981, ob. cit. 
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hasta quince veces más pequeñas que otras en punto a población, recursos 
económicos y territorio, por hablar solamente de datos cuantificables. Descontado 
el tema navarro, resultaba evidente que el surgimiento de Comunidades Autóno­
mas uniprovinciales habría de acarrear serios problemas para el funcionamiento 
futuro del Estado. Ha habido que esperar al triunfo de las tesis a favor de una 
dinámica propia del federalismo cooperativo para medir los costos de una decisión 
política que no es justo atribuir al conjunto de la opinión española. Fue la nueva 
«clase política» que se estaba fraguando, la responsable, no solamente de la 
generalización de las autonomías -una operación política discutible, pero razona­
ble-, sino también del pie forzado que hoy resultan determinadas pequeñas 
comunidades cuya existencia, a diferencia de lo que acostumbra a suceder en otros 
países federales con problemas similares a los nuestros, no viene justificada ni por 
la historia ni por una inicial demanda popular. Los estados mayores de los partidos 
estatales reaccionaron tarde ante la cuestión. Y las grandes regiones en que 
pensaba Ortega y Gasset como condición para una auténtica «redención de las 
provincias», se convirtieron de hecho en lo que los avatares políticos quisieron dar 
de sí. Hay que felicitarse, con todo, de que el proceso de creación voluntarista de 
Comunidades Autónomas fuera al fin atajado y que el curso de aquellos avatares 
políticos no fuera tan lejos como en algún momento pudo temerse. 

111. La racionalización de las autonomías 

Llegado a este punto, conviene recordar que en el proceso de reformulación de la 
planta política del Estado confluían dos grandes objetivos políticos de alcance 
diferenciado. De una parte, el deseo de dar satisfacción a unos complejos naciona­
lismos vasco y catalán apoyados por muy amplios sectores sociales de sus respecti­
vas comunidades. De otra, la pretensión de superar una organización estatal de 
propensión centralista vigente en España de modo prácticamente ininterrumpido 
desde el siglo XVIII. En parte ambos objetivos eran confluyentes, pero en otra 
parte significativa no lo eran. El carácter geográficamente localizado del primer 
objetivo, susceptible de ser ampliado a Galicia y al País Valenciano, contrastaba 
con la inevitable generalización del segundo a toda España. Será el segundo 
criterio el que finalmente se imponga. La Constitución de 1978 intentó un 
compromiso en el tratamiento de una y otra cuestión, aunque la tensión entre ellas 
subsistiría como un rasgo estructural del proceso autonómico español que llega 
hasta nuestros días en la forma del cont~ncioso respecto al horizonte federal de 
nuestro Estado 8. 

8 Puede verse al respecto el trabajo elaborado por J. TORNOS Y otros profesores catalanes con el 
título Informe sobre las Autonomías, Madrid, Civitas, 1988. Además de los comentarios a este trabajo 
de MUÑOZ MACHADO, recogidos en la edición citada del propio Informe, debe tenerse en cuenta la crítica 
de E. GARCIA DE ENTERRIA al mismo en su opúsculo La revisión del sistema de las autonomías, Madrid, 
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Tiene ahora poco sentido especular acerca de lo que pudiera haber dado de sí la 
concentración de esfuerzos en torno al primero de aquellos objetivos. Es posible 
que el inmediato restablecimiento de los estatutos de autonomía republicanos para 
Cataluña y el País Vasco, también quizá para Galicia, hubiera dado satisfacción a 
los nacionalismos correspondientes y hubiera clausurado el problema nacional­
regional surgido en la transición. La fórmula, en todo caso, hubiera necesitado de 
rapidez en su ejecución y acuerdo básico de todos los partidos estatales. Es 
evidente, sin embargo, que conforme avanzaba el tiempo, resultaba más problemá­
tica una solución singular para las «nacionalidades históricas». Entraban en juego, 
por otro lado, las expectativas de un «horizonte de la descentralización» que 
abarcara al conjunto de España, y no tanto con la intención de solucionar 
hipotéticas aspiraciones regionalistas o nacionalistas, sino con el deseo de proyec­
tar una lógica democrática sobre el Estado y la Administración españoles. Por 
último, quiérase o no, influía el deseo de disolver el pleito catalán y vasco en un 
proceso general de reformulación del modelo de organización estatal. Si a todo ello 
se unen los intereses de las nuevas elites políticas, la inicial estrategia de UCD y la 
prácticamente unánime opinión de los expertos administrativistas, no resulta 
extraño el triunfo de una política autonómica de riguroso alcance estatal. 

Quizá convenga en este punto hacer una referencia al encuadramiento del 
proceso de construcción de nuestro Estado de las Autonomías dentro del más 
amplio contexto del mundo político occidental. En alguna ocasión se ha subrayado 
la falta de sensibilidad dominante entre buen número de académicos españoles 
para ver nuestras autonomías como una manifestación más del proceso de descen­
tralización que caracteriza a la vida política europea con posterioridad a la segunda 
guerra mundial. Con independencia de las dificultades que supone la realización de 
determinadas mediciones, parece evidente que el gasto realizado por las adminis­
traciones locales ha aumentado de modo prácticamente ininterrumpido, desde 
1945, en relación al llevado a cabo por el Estado central 9. Las causas del fenómeno 
pueden ser atribuibles a un difuso antiestatalismo, presente siempre en la cosmovi­
sión política liberal. Pero más allá del influjo de esta actitud, señala L. J. Sharpe la 
decisiva importancia de un proceso de urbanización que ha hecho inevitable el 
crecimiento acelerado de los gastos de las administraciones locales. Si a todo ello se 
une la buena disposición de la Administración central para cuanto signifique 
trasladar el ejercicio de la presión fiscal a otros niveles administrativos, así como la 
seguramente mayor capacidad política de los ciudadanos para hacer más exigentes 
sus demandas ante los poderes locales, puede quedar explicada buena parte del 
rumbo descentralizador de la vida europea. Con seguridad que ese rumbo tuvo que 
influir en España, pero no conviene exagerar su significado cara a un proceso 

Civitas, 1988, así como el libro anterior de este mismo autor, Estudios sobre autonomias territoriales, 
Madrid, Civitas, 1985. 

9 Pueden verse sobre el particular los datos recogidos por L. J. SHARPE en un reciente artículo: «The 
Growth and Decentralization on the Modern Democratic State», European Journal of Political 
Research, núm. 16, 1988. 
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concreto de reorganizaclon del Estado español con muy fuertes componentes 
singulares de base político-ideológica. La Administración local, la lógica beneficia­
da del proceso general europeo de descentralización, no mereció aquí atenciones 
similares a la construcción de las autonomías. Con todo y con ello, es posible que 
ésta sea una de las razones adicionales del triunfo de una concepción amplia en el 
camino adoptado para la revisión de nuestra organización territorial. 

Dejando a un lado este problema de las grandes opciones, hay que reconocer 
las muy serias dificultades que supondría la redacción del título octavo de la 
Constitución de 1978. A la vista de las mismas, resulta generalizada la impresión de 
que se salió del paso con costos indudables, pero con costos que el tiempo 
demostraría no eran insuperables, confirmando la impresión favorable que en 
ocasiones mantienen los juristas acerca de la inteligencia de la ley, incluso por 
encima de la inteligencia de los legisladores. 

A los problemas intrínsecos del texto constitucional y de su título octavo, habría 
que añadir las dificultades para observar rigurosamente la norma máxima en 
algunos momentos del despliegue de nuestras autonomías, J. Tomás Villarroya 10, 

en un duro artículo, acaso injusto en algún punto, ha hecho inventario de esos 
momentos: tramitación de los Estatutos vasco y catalán y regulación de los 
correspondientes referenda, reconsideración del anteproyecto de estatuto gallego a 
consecuencia del «Pacto del Hostal», el modo forzado de solucionar el problema 
andaluz, entre otros. A esta situación deben sumarse las impaciencias y la falta de 
mesura de unos nacionalismos periféricos, el vasco especialmente bajo el liderazgo 
de C. Garaicoechea, y el contagio de esas impaciencias a otras regiones españolas. 
No solamente hubo en ocasiones unas difíciles relaciones entre el Estado (Admi­
nistración central) y las nuevas Comunidades Autónomas, sino que se extendió el 
llamado «efecto demostración», caracterizado por la acumulación de demandas al 
poder central y la defensa de una asunción de competencias que solamente parecía 
encontrar freno en el techo competencial de las Comunidades Autónomas más 
favorecidas. 

Lo dicho hasta ahora explica que en el verano de 1979, después de la 
aprobación de los Estatutos vasco y catalán, UCD tomara conciencia de la 
necesidad de introducir un cambio de orientación en el diseño de la nueva 
organización del Estado, dando origen a lo que entonces se llamó «la racionaliza­
ción del proceso autonómico». Una comisión presidida por R. Martín Villa en el 
seno de la Comisión Ejecutiva de UCD llegó a la conclusión de que existían serios 
riesgos derivados de la proliferación de referenda a favor de las posibilidades del 
arto 151 de la Constitución. Por otro lado, se aceptó la necesidad de adoptar una 
decisión acerca de las principales instituciones politicoadministrativas que deberían 
corresponder a las Comunidades Autónomas organizadas a la sombra del art. 143. 

Una parte de estas conclusiones se vio truncada por el singular proceso político 
desencadenado a propósito del caso andaluz. Pero truncada solamente en parte, 

10 «Proceso autonómico y observancia de la Constitución», Revista Española de Derecho Constitu­
cional, núm. 15, 1985. 






































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































